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Se han producido grandes cambios experimentados por las sociedades occidentales en las funcio-
nes sociales, los gestos, las indumentarias, los roles, las conductas, las características y las actitu-
des, considerados propios de mujeres y hombres. Infinidad de costumbres han sido modificadas 
según el sexo.

La incorporación de la mujer al mundo laboral ha sido un paso lento, pero sostenido, a lo largo de 
la historia. Los derechos, desarrollo y responsabilidades laborales de las mujeres comienzan a ser 
visibles tras muchos años de reivindicaciones, pese al papel que han desempeñado, siendo la base 
estructural del tejido familiar, social y económico, a lo largo de la historia.

Es imprescindible que las organizaciones sociales y las instituciones alcen la voz a fin de lograr una 
mayor igualdad de oportunidades y condiciones entre hombres y mujeres, no sólo en los puestos 
laborales, en la toma de decisiones o incluso en la elaboración de políticas, sino también en la ge-
neración de opiniones y en las diversas maneras de comunicar a la sociedad una realidad existente.

Temas como el liderazgo, la conciliación de la vida personal, familiar y laboral y los derechos profe-
sionales de las mujeres, forman parte del camino recorrido a lo largo de la historia, pero también 
del que queda por recorrer. 

La lucha incesante y reivindicativa llevada a cabo por mujeres a lo largo de los siglos, superando los 
obstáculos de una sociedad patriarcal, y exigiendo el reconocimiento de los derechos fundamenta-
les, nos lleva a la construcción de una sociedad más justa, más equilibrada e igualitaria.

A pesar de los logros conseguidos, aún quedan grandes retos por alcanzar. Debemos seguir traba-
jando para poner fin a las diferentes formas de discriminación que siguen soportando en ocasio-
nes, las mujeres para conseguir una plena igualdad de oportunidades y una igualdad que además 
de real (de derecho) sea efectiva (de hecho).

I

Introducción.
Género y
comunicación.

Uno de los principales temas de análisis del último siglo y del nuevo, 
ha sido la igualdad entre los sexos a todos los niveles. 
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II

La publicidad 
y los medios de 
comunicación.

 Introducción.

“El sexismo es un producto cultural y 
educativo. El papel de la publicidad 
es en este campo fundamental.” 

II.1. La publicidad sexista.

La sociedad de hoy en día viene marcada en gran medida por la pu-
blicidad. Una forma de comunicación persuasiva que utiliza objetos, 
imágenes y personajes atractivos que se identifican con los productos 
que se intentan vender y que a través de los medios de comunicación, 
especialmente la televisión, se introducen en nuestra vida cotidiana.

La publicidad tiene entre sus principales objetivos:

- Captar la atención de las personas consumidoras.
- Convencer  que su producto es diferente al  de la competencia.
- Hacer visibles su utilidad y beneficios.
- Persuadir de su compra.

Y para ello recurre a diferentes herramientas dirigidas a: 

- Provocar emociones.
- Identificar el producto con unos beneficios materiales o inmateriales como la felicidad, el triunfo 
o la diversión.
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Al igual que la publicidad crea una ficción para presentar su producto recreando la situación 
actual, reflejando los roles sociales (con el fin de buscar la identificación de la espectadora o el 
espectador), también puede servir de forma eficaz para cambiar o hacer visible otras realidades. 
Esta es una responsabilidad que no debe ni puede eludirse.

Debido a la gran variedad de productos que hoy se encuentran en el mercado, las personas 
dedicadas a la publicidad  de una determinada marca necesitan llamar la atención por encima del 
resto de productos. Una de las estrategias más utilizadas es personalizar el producto para que el/
la consumidor/a se identifique con él. 

No hay que olvidar que el lenguaje publicitario no es neutro, sino intencionado y está estudiado 
para crear impacto. El mensaje publicitario está también en las imágenes con las que se capta el 
interés del público objetivo.

“La publicidad también puede servir de 
forma eficaz para cambiar o hacer visi-
bles otras realidades. El lenguaje publi-
citario no es neutro, sino intencionado y 
estudiado para crear impacto.”

El objetivo de la publicidad es intentar persuadir a las personas consumidoras sobre la necesidad 
o conveniencia de adquirir un determinado producto. Debe justificar su compra y resaltarlo por 
encima de la competencia. Para ello, además de destacar sus cualidades, los/as anunciantes 
convierten el producto en un medio para conseguir unos objetivos como pueda ser el bienestar o 
la felicidad.Conscientes o no cuando compramos un producto lo hacemos tanto por motivos racionales 
como emocionales.
De esta forma, los medios de comunicación y la publicidad, trascienden su objetivo inicial  y gene-
ran comportamientos y actitudes. En el caso concreto de la publicidad, los anunciantes reflejan el 
mundo actual, con el fin de crear empatía. Pero además crean modas ya que los/las espectadores/
as imitan los modelos que ve en la publicidad, copian los estilos de vida que venden los anuncios, 
los cánones de belleza, los modelos, las conductas y el comportamiento.

Es ahí donde entra en juego el papel de la mujer que, desafortunadamente y en pleno siglo XXI, 
sigue siendo una asignatura pendiente en la publicidad. 

Ausente en unos casos, estereotipada en otros o utilizada como simple objeto decorativo o como 
reclamo sexual, su imagen está sujeta a roles que perpetúan  y potencia una situación que no se 
corresponde en la mayoría de los casos con su actual realidad social y laboral.

La sociedad de la información y la publicidad es, hoy por hoy, masculina, y el camino iniciado hace 
unas décadas, aunque lento, no tiene marcha a atrás. Los pasos dados son ya irrevocables y los re-
sultados del esfuerzo realizado comienzan a verse tanto en las legislaciones como en la plasmación 
de las normativas. 

Desde que en la agenda de la vida política y de las diferentes administraciones públicas se ha 
incluido el sexismo como un tema preferente, el papel de la mujer en la publicidad ha cambiado, 
pero no lo suficiente, y es responsabilidad de todos y todas seguir avanzando. 

El sexismo es un producto cultural y educativo. Los roles se aprenden desde la infancia. Al igual que 
se han creado, perpetuado y transmitido estereotipos sexistas, éstos  pueden cambiar, creando  
una sociedad más igualitaria. El papel de la publicidad es en este campo fundamental. 



Los/las protagonistas de los anuncios son los instrumentos a  través de los cuales, directa o indi-
rectamente, se ofrece un mensaje con el que se intenta llegar a la máxima población y conseguir 
así el efecto buscado. La publicidad busca que el espectador se identifique con su producto y para 
ello utiliza figuras a la que el espectador intente imitar.                        

Los creativos y creativas saben que no vende igual el producto un hombre que una mujer y que en 
la respuesta del consumidor/a influye desde nivel económico, hasta la ropa y el escenario en el que 
se escenifica la ficción publicitaria.

La competencia obliga a buscar cada vez imágenes más impactantes para convertir los productos 
en irresistibles.

A ésto se le suma que la sociedad actual ha idealizado la belleza y la publicidad se ha servido de 
ella para vender sus productos. 
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Es entonces cuando se empiezan a producir situaciones de sexismo. Si bien es lógico que deter-
minados productos se dirijan específicamente a hombres o mujeres, y por tanto recurran a figuras 
femeninas o masculinas, según sea el caso, para que el posible comprador se identifique con ellos, 
no lo es tanto que un anuncio de un producto financiero esté dirigido a un hombre y no a una 
mujer o que los coches de alta gama o deportivos estén siempre conducidos por hombres.

Asimismo, no se trata sólo de los actores y actrices, también el escenario cambia según el producto 
esté dirigido o no a una mujer, repitiendo esquemas sexistas y estereotipos que deben intentar 
erradicar. Así, la mujer suele situarse dentro del hogar y en los casos que está en la oficina, ocupa 
puestos de segundo nivel, mientras que el hombre en la mayoría de casos se encuentra en un 
ambiente laboral y en posiciones directivas.

Estereotipos como el hombre fuerte, seguro y la mujer tierna y delicada, que han sido hoy erradi-
cados de la sociedad, se siguen repitiendo en la publicidad.

Por último, el cuerpo sigue siendo utilizado como reclamo y la mujer como objeto sexual para 
vender determinados productos.

 Evolución de la mujer en la publicidad. 
De una forma esquemática se puede ver que la utilización de la mujer en la publicidad ha cambiado 
a lo largo de las últimas décadas, en la misma medida que también ha cambiado su papel en la 
sociedad y se han afianzado su reivindicación de igualdad. 

En  los años setenta la imagen que ofrecía la publicidad de la mujer estaba ligada a la casa y la 
familia. La mujer no formaba parte del mundo laboral y estaba excluida de las decisiones.

Una década después, en los años ochenta la mujer era utilizada como objeto sexual. El cuerpo de 
la mujer era el reclamo más utilizado para productos dirigidos a hombres.

En los noventa aumentan los anuncios dirigidos a la mujer que se cuida. En esta década, ya se 
reconoce que la mujer trabaja también fuera de casa y ocupa puestos de responsabilidad en las 
empresas, por tanto, el cuidado de la casa empieza a ser compartido por la pareja, lo que también 
es reflejado en los anuncios.

En el nuevo milenio la mujer ya vive sola, es independiente, y van aumentando los anuncios diri-
gidos a este tipo de mujeres. Además el hombre empieza a aparecer en anuncios de productos de 
limpieza y del hogar, aunque subsisten los estereotipos y el sexismo.

“El sexismo es un producto cultural y 
educativo. Los roles se aprenden desde 
la infancia.”
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Por su parte el hombre ha incrementado su rol de padre y de elemento de la familia, que comparte 
el espacio privado (atención y cuidado de la familia y realización de las tareas del hogar).

Desciende, en hombres y mujeres, la vida laboral frente a la de ocio y tiempo libre y también cada 
vez es menor la imagen de la figura de la madre en anuncios.

  Roles de género en publicidad.
El papel de la mujer en la publicidad sigue estando, a pesar de las campañas llevadas a cabo y de 
los cambios sociales registrados en las últimas décadas, marcado por los roles que hombre y mujer, 
han desempeñado durante siglos.

Desde sus inicios, la publicidad ha recurrido a la mujer para vender sus productos. Algo que no sería 
preocupante si no lo hubiera hecho al margen de su realidad social y laboral actual. La mujer en la publi-
cidad está marginada, estereotipada, utilizada como reclamo o reducida a un simple escaparate.

En el estudio sobre “la Mujer y el hombre en la publicidad televisiva: imágenes y estereotipos” 
realizado por María Rosa Berganza y Mercedes del Hoyo se analizan los anuncios emitidos por 
cuatro cadenas de difusión estatal (TVE 1, La 2, Antena 3 y Tele 5) durante una semana de diciem-
bre de 2004 en las franjas horarias más cotizadas desde el punto de vista publicitario, es decir, la 
sobremesa y el llamado “prime time”, desde las 21.00 a las 24.00 horas. Los resultados, al igual que 
los de otros estudios similares, son muy reveladores.

Entre ellos se destaca que los personajes masculinos y femeninos desempeñan, dentro de la 
ficción publicitaria, un rol tradicional en más de un 60% de los casos. Esto viene reforzado por el 
hecho de que los varones ocupan hasta el 80% de los papeles de autoridad. 

El hombre, según el citado estudio, domina la escena publicitaria, y no sólo porque actúe como 
conductor del spot en el doble de ocasiones que la mujer, sino también porque tiene una presencia 
cuatro veces mayor que la femenina en voces prescriptoras y la adelanta en todas las áreas de 
producto, salvo cosmética y hogar, lo que no deja de ser significativo. 

“Desde el año 2000 se comienza a 
registrar un descenso del rol de ama 
de casa y aumento del rol seductor.”

La mujer en los anuncios. 

La Guía de Intervención ante la Publicidad. Observatorio 12, del Instituto de la Mujer recoge que, 
a la hora de protagonizar un anuncio, la mayoría de empresas se decanta por parejas de hombre y 
mujer o por protagonistas femeninas y sólo en 2 de cada diez el protagonista es un hombre.

A la hora de elegir una mujer para hacer publicidad de una marca los que más lo hacen son las 
marcas de belleza y perfumería, confección y artículos del hogar, entre ellos los productos de 
limpieza. Por su parte, el hombre anuncia productos farmacéuticos o  de bebidas alcohólicas y no 
alcohólicas, servicios financieros y vehículos.

La mayoría de los anuncios tienen como escenario el hogar seguido de lugares de tiempo libre y el 
nivel socioeconómico de los actores es medio alto. 

En cuanto a la edad, aproximadamente la mitad serían jóvenes y aumenta el de mayores debido a 
una gran oferta de productos dirigidos a ellos.

El atractivo físico es un valor en aumento en los personajes publicitarios femeninos, mientras que 
en los hombres no parece ser tan importante.

El observatorio detecta también que, en los últimos años, han aumentado los desnudos feme-
ninos y el erotismo, aunque si bien en el hombre se atribuye a productos relacionados con su 
aspecto físico, los productos que utilizan a mujeres sexualmente atractivas son ajenos al producto 
que anuncian.

La mujer se insinúa físicamente en el 42% de los anuncios frente al 18% de los hombres y casi la 
mitad de los anuncios reflejan a la mujer como un personaje seductor, frente al 23% en el caso de 
los hombres.

Cabe destacar que desde el año 2000 se comienza a registrar un descenso del rol del Ama de Casa 
y aumenta el rol seductor, la mujer independiente,  segura y con acceso a campos de ocio tradicio-
nalmente masculinos. A pesar de todo, solo en un 1,4% de los anuncios reflejan a una mujer como 
profesional de autoridad y prestigio, un campo que se reserva a los hombres.
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Además, según la encuesta de 2004, un 40% de los personajes femeninos asumen funciones 
dependientes, relacionadas con el papel tradicional de ama de casa, esposa, mientras sólo un 9% 
de los personajes masculinos aparecen en una situación de dependencia, similar con respecto a 
otros personajes del anuncio.

Volviendo al estudio “La mujer y el hombre en la publicidad televisiva”, también se detectaron 
diferencias significativas en la presencia de mujeres y hombres en los productos de electrónica 
de consumo (bienes que suelen exigir un desembolso importante), en los de banca y seguros y en 
los de bebidas alcohólicas. También aparecen en los objetos para el ocio (por ejemplo, CD y DVD) 
y aquellos como viajes, y bienes que suponen una gran inversión, como la vivienda (11 mujeres 
frente a 43 hombres). Esto demuestra que la mujer no es considerada por los/las publicistas como 
consumidora de estos productos y por lo tanto no es destinataria del mensaje, y sólo es utilizada 
como gancho para suscitar el interés del consumidor real, es decir, el varón.

Mujer y estereotipos.
Todavía hoy la publicidad se basa en gran medida en los estereotipos y se sirve de los clichés para ven-
der sus productos que van ligados a valores como la juventud, el éxito, la belleza, el poder o la felicidad. 

Hay que diferenciar dos elementos a la hora de analizar el sexismo en publicidad. La imagen que 
se da de la mujer y los roles que se le asignan dentro de la ficción publicitaria y la discriminación 
que se realiza a la hora de marginarla como consumidora objetiva de determinados productos 
reservados hasta ahora con el hombre.

El sexismo en publicidad tiene diferentes caras y la imagen que se da de ella refleja también lo que 
se espera de la mujer.

“Los personajes masculinos y femeninos 
desempeñan, dentro de la ficción publici-
taria, un rol tradicional en más de un 60% 
de los casos”. (Estudio sobre “la Mujer y el 
hombre en la publicidad televisiva: imáge-
nes y estereotipos”).
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Actualmente encontramos que la publicidad ha asignado un doble papel a las mujeres. Por un 
lado son las grandes consumidoras, (tanto para ella misma como para toda la familia), por lo que 
muchos anuncios están dirigidos directamente a ella y para ello recurren a mujeres en los anuncios 
para buscar mayor identificación. Pero un segundo papel es el de utilizarla directamente como 
reclamo publicitario.

Según recoge el libro “Genero y comunicación”  (Juan F.Plaza y Carmen Delgado), las personas que 
se dedican a la publicidad no son conscientes de la repercusión de sus imágenes en los roles socia-
les, otros si lo son pero piensan que no es su función cambiar estos roles pero concluyen que “no 
hay excusa pues para que ningún anuncio presente características sexistas a través de su forma”.

La imagen y el cuerpo de la mujer en los anuncios.
Otra forma de sexismo es el uso que se ha hecho del cuerpo de la mujer. La belleza y el cuerpo 
femenino se ponen a disposición de la publicidad para atraer a los hombres y lo que es peor esto 
va ligado a estereotipos.

Para ello no se recurre a cualquier mujer real, sino el modelo de mujer bella, joven y deseable que 
ha sido utilizada en reiteradas ocasiones como un trofeo o una recompensa.

De esta forma la mujer pierde su identidad y se limita a ser un objeto sin personalidad propia, solo 
como decoración. Es un elemento pasivo que se asocia con belleza. Y esto ocurre de una forma que 
va desde lo más explícito a lo más sutil.

Para vender sus productos, los/las anunciantes buscan crear sensaciones y para conseguirlas utili-
zan el cuerpo de la mujer. 

“La publicidad también puede servir de 
forma eficaz para cambiar o hacer visi-
bles otras realidades”. 

“No hay excusa pues para que ningún 
anuncio presente características 
sexistas a través de su forma.”

“Género y Comunicación”
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 Introducción.

II.2. Mujer y medios de comunicación.

La evolución en la comunicación, la introducción de las nuevas tecno-
logías de la información y la globalización han hecho que actualmente 
los medios de comunicación contribuyan de forma histórica al posicio-
namiento que le corresponde a la mujer en el siglo XXI.

La prensa escrita, la radio, la televisión y los medios digitales electrónicos de muchos países 
todavía no son capaces de ofrecer una imagen equilibrada y real de la vida de la mujer y su con-
tribución a la sociedad. El material pornográfico y violento que presentan determinados medios de 
comunicación degradan a la mujer y afectan negativamente a su imagen frente a la sociedad. 
La potenciación del papel de la mujer y la mejora de su imagen en la sociedad, ha cambiado la  
percepción que de ella se ofrece. Una mayor intervención de las mujeres en las decisiones que 
afectan al desarrollo de los diversos modos de comunicación, a fin de participar en su expansión y 
en el control de su influencia en la sociedad, resulta imprescindible.

Todas las instituciones deben sensibilizar a los medios de comunicación en la promoción de imáge-
nes no estereotipadas de la mujer y del hombre y crear un entorno propicio para ello. Desde finales 
del siglo XX, la mujer ha ido paulatinamente ocupando puestos de responsabilidad y decisión de 
alto nivel, en algunos medios de comunicación y en distintos países. De hecho cada vez son más las 
mujeres que escogen las carreras de periodista, corresponsal o locutoras de radio y televisión.

La muestra más evidente ha sido la proliferación de columnas y programas dedicados a cuestiones 
que interesan, especialmente, a las mujeres, así como la creación de revistas, programas de radio 
y televisión con contenidos creados por y para las mujeres. Estos nuevos espacios en los medios de 
comunicación han contribuido a aumentar la participación y la representación positiva de la mujer 
en los medios de comunicación.

Sin duda alguna, el mayor cambio del siglo XX ha sido la aparición de la mujer en la vida social, 
política, y económica, y su participación activa en todos estos ámbitos, algo que antes le estaba nega-
da, reflejándose a través de mujeres emprendedoras, que han dejado su huella en la historia mundial.

Marie Curie, científica y premio Nobel (1867-1934).

Rosa de Luxemburgo, política feminista (1871-1919).

Virginia Woolf, escritora (1882-1941). 

Coco Chanel, diseñadora de moda (1883-1971).

Teresa de Calcuta, misionera (1910-1997).

María Callas, cantante de ópera (1923-1977).

Margaret Thatcher, primera ministra británica (1925).

Golda Meir, quien fue primera ministra de Israel. (1898-1978).

Indira Ghandi, primera ministra de la India e influyente líder de los No Alineados ( 1917-1984 ).

Margarita Salas, científica (1938).

María Zambrano, filosofa y ensayista (1904-1991).

Simone Veil, abogada y política (1927).

Rita Levi-Montalcini, premio Nobel de fisiología y medicina (1909).

Aung San Suu Kyi, premio Nobel de la paz 1991 (1945).

Estas mujeres, han marcado de una forma u otra el milenio y han creado unas pautas de referencia 
para que en otros lugares otras mujeres sigan su ejemplo. Han sido protagonistas de la cultura, el 
arte, la moda o la política y han contribuido al desarrollo de la cultura y la sociedad del siglo XX.
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Televisión, radio y prensa

Televisión. Estudios realizados sobre la información recogida de los principales canales de 
televisión pública y privada de España durante la emisión de los informativos del medio día y la 
noche, resaltan como el deporte, junto con la política y la economía, son las informaciones de 
mayor relevancia para las cadenas, y curiosamente, son contenidos informativos generalmente 
masculinizados. Además, la información deportiva tiende a ser de carácter sexista y androcéntrica. 
La promoción del deporte espectáculo por las cadenas televisivas, más que impulsar la práctica 
deportiva y el número de participantes, incrementa el número de espectadores. Asimismo, como 
podemos observar en el gráfico, la presencia de la información deportiva femenina suele brillar 
por su ausencia, convirtiéndose la información sobre futbol en el centro de la atención de todas las 
cadenas televisivas. Por tanto, los logros del deporte femenino no interesan. En este sentido, las 
asociaciones de consumo han destacado que el deporte y la política acaparan cerca de la mitad de 
los informativos en todas las televisiones públicas y privadas españolas, mientras que otras noticias 
como las relacionadas con el medio ambiente, la salud, la ciencia y el consumo no despiertan gran 
interés para los televidentes. 

Desde las primeras emisiones televisivas y durante mucho tiempo se ha potenciado el modelo 
masculino, que ha primado en el resto de facetas de la sociedad y de la vida pública durante mu-
chas décadas.

Figura 1. Tiempo televisivo medio de las principales cadenas españolas.
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Prensa escrita. Ningún periódico de ámbito nacional tiene como director a una mujer. 
Y aunque hay muchas más mujeres que hombres estudiando periodismo, sólo 16 de los 120 
periódicos españoles tiene a mujeres en la dirección del medio. 

El género gramatical masculino a menudo es usado en los textos con valor genérico, invisibilizando 
así al género femenino.

Algo parecido sucede, en muchos casos, cuando se trata del uso gráfico de imágenes e ilustracio-
nes: En la foto de un hombre ante un ordenador anunciando un master de arquitectura, ¿debemos 
entender que el masculino representa al género humano, mujeres y hombres?.

Seguramente muchas mujeres no van a sentirse identificadas: ni las jóvenes con vocación de 
arquitectas, ni las profesionales que ya ejercen esa labor… y seguiremos perpetuando estereotipos 
sexistas de ocultación del femenino, si utilizamos el masculino en representación de todas y de todos.

Demasiado a menudo los medios utilizan la imagen masculina genérica en ámbitos y oficios donde 
la mujer es todavía una minoría como son la ingeniería, la ciencia y la tecnología, o en ámbitos 
directivos y cargos de decisión como empresariado o política.

En este sentido, al igual que en el lenguaje podemos usar la duplicidad (ellas y ellos) para garan-
tizar la igualdad, las fotos también permiten soluciones de este tipo, y de un modo mucho más 
ágil que en el lenguaje, ya que fotografiar a hombres y mujeres a la vez realizando juntos una de-
terminada actividad, pública o privada, nos mostrará una realidad plural y real, sin añadir ninguna 
dificultad a la expresión.

Otra solución es la alternancia de casos (en una foto un hombre, en otra una mujer…), siempre 
teniendo cuidado de no caer en el error del  usos de las actividades estereotipadas o sexistas para 
hombres y mujeres.

Radio. “El lenguaje es el instrumento que nos permite interpretar el mundo y la realidad que 
nos rodea. Es una herramienta eficaz de comunicación pero también de poder, pues al mismo 
tiempo que es vehículo de nuestras ideas y pensamientos, ayuda a su perpetuación. Por ello, 
dependiendo de cómo usemos el lenguaje, este puede afianzar el sexismo lingüístico.

El sexismo lingüístico es el uso discriminatorio que se hace del lenguaje por razón de sexo. 
(Quiroga, 2000).”

Desde los inicios de la radio como medio de comunicación se ha programado el contenido de 
forma directa e indirecta hacia la mujer. Se pueden recordar las famosas radionovelas que acom-
pañaban al ama de casa en sus labores, al igual que el  importante lugar que siempre ha tenido la 
música, romántica inicialmente y de todos los estilos mas tarde, hasta la actualidad. En este medio 
de comunicación masiva, se realizaban los primeros programas radiofónicos para un público que, 
principalmente, era la mujer. En cambio por mucho tiempo la radio como medio de trabajo estu-
vo vetada para la mayoría de la población femenina y las pocas que lo conseguían, solamente lo 
hacían como actrices en radionovelas o en programas infantiles. Muchos de los análisis realizados  
aseguran que este fenómeno se debió a que el público no creía en la voz femenina hasta principio 
de los noventa en que esta tendencia cambió. A finales de los 90, y hoy en día la mayoría de las 
mujeres que trabajan en radio, triunfan utilizando su ingenio y su voz natural. 

El derecho a la comunicación es un derecho humano. En el tercer milenio la comunicación, y por 
ende la información, se ha convertido en el factor principal de avance y poder alcanzado por la 
humanidad. La radio -AM o FM- es un medio comunicacional que no parece agotar sus ideas crea-
tivas; además el camino actual de este medio es la segmentación de los targets a los cuales quieren 
llegar,  y uno de esos targets a nivel de radio comunitaria es la mujer. 

La radio posee una ventaja diferencial con respecto a otros medios: Tiene mayor penetración en el 
público receptor. El uso de una radio comunitaria es básico porque a través de la misma se puede 
incentivar diferentes aspectos culturales para el desarrollo de una comunidad y su entorno social, 
teniendo en cuenta los mensajes que debemos realizar desde la misma. 

“El sexismo lingüístico es el uso 
discriminatorio del lenguaje por 
razón de sexo.” Quiroga, 2000
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En lo referente al uso no sexista del lenguaje, los recursos necesarios para visibilizar a las mujeres 
y evitar tratos excluyentes o discriminatorios, se hallarán en el código lingüístico.

Es cierto que el lenguaje es un código arbitrario por las limitaciones que la gramática impone, pero 
también es un código flexible y dúctil, en evolución constante, y que permite expresar cosas tan 
diversas como contenidos científicos o poéticos, ya sea creando neologismos para nombrar nuevos 
descubrimientos, en el caso del lenguaje científico, o transgrediendo la norma para acercarse a la 
emoción estética, en el caso del lenguaje poético.

A menudo las limitaciones que nos encontramos en el momento de buscar estrategias para ofrecer 
un trato igualitario a mujeres y hombres, no son las del lenguaje como código, sino nuestras pro-
pias limitaciones como usuarios y usuarias de la lengua. No olvidemos que todo se puede expresar 
con palabras.

Continuamente, el lenguaje se renueva para dar nombre a nuevas realidades: así nacen palabras 
como chip, clonación; palabras para nuevas profesiones como enfermera o programador, y segui-
damente programadora y enfermero. Nuevas realidades crean lenguaje. Pero, también, un lengua-
je no sexista puede ayudar á a crear nuevas realidades.

El lenguaje no es excusa.
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III

Prevenir 
la publicidad
y la 
comunicación 
sexista.

Para luchar contra el sexismo en la publicidad es necesario prime-
ro sensibilizar y concienciar del problema y luego ofrecer soluciones 
y estrategias de cambio. Para ello la formación y la educación son 
herramientas fundamentales a la hora de exigir responsabilidades a 
los diferentes sectores implicados en la publicidad. En primer lugar es 
fundamental ayudar a detectar el sexismo.

III.1. Cómo detectar el sexismo en la publicidad.

Los anuncios sexistas no siempre son explícitos por ello es importante 
saber detectarlo. Estas son algunos de los elementos presentes en este 
tipo de publicidad:

- Anuncios dirigidos solo a hombres cuando el producto puede ser adquirido o utilizado tanto                         
por hombres como por mujeres.

- Uso de términos discriminatorios.

- Utilizar hombres para dar mayor autoridad o credibilidad al mensaje.

- Uso de estereotipos en el reparto de labores tanto dentro del hogar como en el ámbito laboral.

- Devaluación de las labores del hogar.

- Reducir el cuerpo de la mujer a la belleza y su uso para anuncios no relacionados con el pro-
ducto que se anuncia.

- Imágenes de la mujer subordinada al hombre, tanto laboral como económicamente.

- Utilizar el sexo para vender productos (colonias que incitan a una recompensa sexual).
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III.2. Recomendaciones.

Los anuncios publicitarios ejercen un gran poder ya que hacen visibles 
unos comportamientos y ayudan a perpetuarlos o cambiarlos. Aun-
que no sea su objetivo, es indudable que actúan como una eficaz he-
rramienta para potenciar el cambio social. La mejor forma de luchar 
contra la publicidad sexista es la PREVENCIÓN. Para ello es necesario 
educar y concienciar en la igualdad.

Los programas de sensibilización deben ir  dirigidos a:

Anunciantes.
Los/las anunciantes son grandes empresas y como tales en los últimos años, ya no sólo son entidades 
económicas que buscan rentabilidad. Cada vez más, incluyen entre sus actividades los programas de 
responsabilidad social dirigidos al medio ambiente o a la colaboración con sectores desfavorecidos.  

Es necesario sensibilizar a los/as anunciantes sobre la existencia de la publicidad sexista y la 
necesidad de erradicarla. Para ello serían necesarias campañas dirigidas a los departamentos de 
responsabilidad social para que incluyan en sus objetivos el reto de luchar por la igualdad de 
género. También es importante que sepan detectar el sexismo, para lo cual los cursos de formación 
y congresos son una de las herramientas más eficaces.

Las administraciones públicas también son empresas anunciantes por lo que los responsables de la pu-
blicidad institucional deben ser los primeros en dar ejemplo en sus campañas al suprimir el sexismo.

Agencias de publicidad.
La lucha contra el sexismo en publicidad debe incluir:

- Planes y programas de sensibilización a través de cursos de formación.

- Incidir en los futuros creativos a través de las escuelas y centros de formación donde se 
imparten los estudios de publicidad.

- Fomentar la autocrítica frente a la publicidad sexista.

- Crear libros y manuales de estilo contra  la discriminación sexista en la publicidad.

- Promover nuevas ideas y creatividad para luchar contra el sexismo.

- Reconocer los efectos negativos que puede provocar los estereotipos sexistas en

los anuncios.

- Desarrollar códigos de autorregulación voluntaria.

Editores de medios de comunicación.
La publicidad es una de las principales fuentes de ingresos de los medios de comunicación, por lo 
que deberían exigir dentro de su comportamiento corporativo la igualdad de género en los anun-
cios que publican y exigir la ausencia de contenidos sexistas.

Al ser su canal de ingresos, es difícil que rechacen anuncios con contenidos sexistas, pero si uno 
inicia el camino y otros le siguen es posible que los anunciantes se den cuenta de la necesidad de 
rectificar los contenidos, si quieren ver publicados sus anuncios.

Al  igual que ocurrió con los anuncios de claro contenido sexual, se les debe instar desde todos los 
ámbitos a que rechacen la publicidad con contenido sexual, para lo cual es importante la presión social.

Administración.
- Continuar con las campañas de sensibilización en todos los ámbitos para conseguir una 
publicidad igualitaria libre de sexismo.

- Educar a los menores como consumidores.

- Denunciar los anuncios con marcado carácter sexista.

- Crear canales para la censura de publicidad sexista. Facilitando a través de Internet un foro 
crítico y apoyar y promover la creación de órganos de debate.

- Hacer seguimiento de las quejas ciudadanas canalizando las denuncias sobre casos de sexis-
mo publicitario.

- Crear instrumentos para poder retirar los anuncios.

- Reconocer y premiar las empresas y agencias que difundan una publicidad libre de sexismo.
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IV

La influencia 
de la 
publicidad 
sexista 
en la infancia
y la juventud.

IV.1. Introducción.

La publicidad es un medio de gran influencia en la formación de 
actitudes en los/as menores. Estos mensajes no sólo son un “pasatiem-
po” de entretenimiento, sino también otra forma de enseñanza, otro 
agente “educativo” y por lo tanto su importancia es considerable.

Refiriéndonos al soporte-vehículo televisivo numerosos estudios afirman que este medio socializa 
de modo no intencional y asistemático. Enseña sin que los televidentes se den cuenta, y en mu-
chas ocasiones no ejerce control sobre lo que está enseñando.

Cuando, durante los años sesenta, surgió el fenómeno de la televisión, muchos sociólogos/as, 
se apresuraron a decir que, como medio de comunicación de gran impacto iba a “masificar”. 
La televisión, supuestamente, iba a homogeneizar más o menos los criterios de los telespectadores. 
Actualmente, de las tres funciones que puede o debería cumplir, educación, información y entre-
tenimiento, ésta última es la que se le está dando más importancia y es este aspecto en el que se 
pueden incluir estrategias y propuestas encaminadas a favorecer la adquisición de productos de 
mayor o menor necesidad, además de sostener o discutir estereotipos de rol sexistas y otros.

“La publicidad es un medio de 
gran influencia en la formación 
de actitudes en los/as menores.” 
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Según Bourdieu, el mundo de la información, constituye un filtro que puede deformar la realidad, a 
la que reduce a los esquemas que le son convenientes para satisfacer las necesidades de audiencias 
masivas. Además expone, que deberíamos reflexionar sobre el destino de una sociedad que gusta 
de llamarse a sí misma como “sociedad de la información”, cuando en realidad, los progenitores y 
los/as menores, cada vez encuentran más difícil ejercer su libertad de criterios personales frente a 
la insistencia del bombardeo de sugerencias para la compra de este o aquel objeto o planteamien-
tos de conductas que, en muchas ocasiones, quedan lejos del producto presentado.

La televisión y otros soportes visuales son altamente eficaces en este sentido debido a algunas 
características específicas que se incluyen en su hacer:

1. Espacio-Tiempo: La televisión actúa de forma combinada. Posee cierta efectividad en cuan-
to a la percepción, que se rige por el principio de que mientras mayores vías de entrada posee 
la información, más efectiva será la apreciación del mensaje. Los medios combinados, como la 
televisión son de mayor eficacia para el aprendizaje y memorización.

2. Participación: En la escala de participación del comunicador, elaborada por Allport Cantril, 
la televisión ocupa el séptimo lugar. Por lo que mayor participación, será sinónimo de mayor 
influencia. 

3. Rapidez: La televisión y la radio son los medios más rápidos. Estos impiden que quien 
comunica pueda dedicar el suficiente tiempo para que el mensaje sea comprendido y medi-
tado por el receptor, la radio y la televisión prácticamente someten al receptor/a a un bom-
bardeo de mensajes. Es en este medio donde encontramos mayor frecuencia de anuncios y 
vídeo-clips con objetivos de influencia potencial en los intereses.

IV.2. ¿Qué es la educación sexista?

Una educación sexista es aquella en que existe una clara y rígida divi-
sión entre lo que se espera de los hombres y de las mujeres de acuerdo 
a las generalizaciones o estereotipos presentes en una sociedad o cul-
tura determinada. Es decir, una educación basada en los estereotipos 
de género. El predominio de un género sobre otro. 
Ministerio de Igualdad- Instituto de la Mujer.

Habitualmente, la publicidad va dirigida a un grupo de población específico, y según a quién sea 
el destinatario/a se podrá observar en el anuncio características intrínsecas o extrínsecas, de este 
modo intenta seducirnos y aceptamos fácilmente lo que nos ofrecen.

Podemos observar en los medios de comunicación, en particular en los anuncios publicitarios, con-
tenidos con altísimos rasgos sexistas. Existe abundantes anuncios que muestran claramente roles 
y estereotipos relacionados con el género.

“La televisión enseña sin que los televi-
dentes se den cuenta, y en muchas oca-
siones no ejerce control sobre lo que está 
enseñando.”
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IV.3. ¿La publicidad tiene contenidos sexistas?

Los medios de comunicación y la publicidad en particular, están pro-
moviendo la indispensabilidad del atractivo físico tenido en cuenta  
para triunfar socialmente, crean la sensación de que existe una cierta 
necesidad de la imagen estéticamente perfecta que transmite la mu-
jer y muestran a un hombre seductor, con éxito, profesional, fuerte, 
con iniciativa y con dominio.

IV.4. ¿Por qué influye en la modificación de las 
creencias?

La comunicación persuasiva es una de las principales técnicas que uti-
lizan los medios, y que consiste en plantear un problema y al mismo 
tiempo sugerir la solución. Es decir, desde la perspectiva psicosocial, 
pretende modificar o cambiar una actitud. Para ello el mensaje pu-
blicitario pretende alcanzar a los tres componentes de la conducta 
humana: el cognitivo, emocional y comportamental.

Según Hovlan la comunicación persuasiva lleva implícito los siguientes mecanismos de eficacia:

• Fuente persuasiva (emisor): 
Credibilidad, atractivo, posición de autoridad, reformulación de la credibilidad.

• Mensaje: 
Contenido igual o discrepante, contenido completo o seleccionado, forma conclusa o inclusa,                                              
estilo formal del mensaje, orden secuencial, exposición repetitiva, comunicados emotivos.

• Canal de transmisión: 
Modalidad, prensa escrita, canal audiovisual.

• Receptor: 
Formas de resistencia al mensaje, resistencia pasiva, características personales que pueden influir, 
autoestima, sumisión e independencia, sexo, edad, salud, inteligencia, cultura y posición social.

Desde los tres elementos clave en la persuasión: emisor, mensaje y receptor, se pueden controlar 
diversas variables que pueden afectar a la aceptación del mensaje y el consiguiente cambio de 
conductas y actitudes deseadas.

“Podemos observar en los medios de comunica-
ción, en particular en los anuncios publicitarios, 
contenidos con altísimos rasgos sexistas. Existe 
abundantes anuncios que muestran claramente 
roles y estereotipos relacionados con el género.”
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IV.5. ¿Por qué son la infancia y la juventud tan re-
ceptivas a los mensajes publicitarios?

Desde la psicología evolutiva podemos señalar algunas de las caracte-
rísticas que explican que los/as menores (entre 6 y 12 años) sean tan 
receptivos/as a los anuncios publicitarios. Algunas de éstas son:

• Empiezan a razonar por sí mismos/as a partir de los porqués y son frecuentes las preguntas 
sobre el por qué y para qué de las cosas.

• Al final del periodo que va de los 7/8 años a los 11/12 están preparados/as para pasar del razo-
namiento concreto al razonamiento abstracto.

• Aumenta el interés por observar todo lo que afecta a su entorno, naturaleza, vida, normas... 

• Se vuelven más analíticos/as y con mayor capacidad de critica, ya que adquieren una mayor 
comprensión de la realidad y reflexiona sobre sí mismos/as, lo que hacen y la repercusión de 
sus conductas en los que les rodean.

• Sienten inquietud intelectual y deseo de aprender, curiosidad por el entorno.

IV.6. ¿Qué problemas surgen de los mensajes 
subliminales de la publicidad?

La publicidad está ligada a los medios de comunicación social y pre-
tende tanto informar sobre un producto como conseguir potenciales 
consumidores/as.

Asimismo también juega con una serie de técnicas para alcanzar su objetivo, y para ello llevan 
a cabo anuncios publicitarios con contenido psicológicos logrando una mayor influencia en el 
telespectador/a, tales como:

1- Pensamientos
2- Opiniones

3- Sentimientos

4- Emociones

5- Actitudes 

6- Acciones

Es por este motivo, por lo que normalmente recurren a la figura humana como instrumento 
simbólico de comunicación, para que las personas se identifiquen y adquieran el producto.
El problema aparece cuando el mensaje transmite determinados valores sobre la sociedad, creen-
cias, comportamientos, entre otros que incluyen claramente estereotipos de género.
Habitualmente se utilizan porque constituyen un elemento comunicativo muy influyente por ser 
cogniciones simplificadas y porque la mayoría de la población aún mantiene ciertas creencias 
(mitos) que aparecen reflejados en los anuncios.
Dicha publicidad esta llegando a ser un reflejo de cómo tenemos que vestir, lo que tenemos que 
comer, cómo debemos actuar, los lugares que tenemos que visitar... 
Cientos de anuncios, a veces con mensajes explícitos y otros subliminales, destinados a difundir o 
informar con el objetivo de motivar a los telespectadores hacia una acción de consumo, sin impor-
tarles las consecuencias. 
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IV.7. ¿Cómo influyen en la conducta de la infancia 
y la juventud?

Los pequeños/as telespectadores/as que aún no han llegado a una edad 
en la que se ha desarrollado su capacidad crítica y selectiva absorben 
estos estímulos tal y como aparecen en la publicidad, y llegan a acos-
tumbrarse a ellos, de tal manera que cuando maduran están tan acos-
tumbrados/as a ciertas conductas que no son capaces de plantearse y 
de analizar otras alternativas.

IV.8. Pautas a seguir.

Como ya sabemos, el objetivo principal de la publicidad es crear nece-
sidades para vender un producto y no educar. Por ello educadores/as y 
familias deben enseñar a los niños y niñas a ejercer una visión crítica 
acerca de lo que ven. También sería necesario que las/os profesionales 
de la publicidad y de los medios establecieran un código de autorregu-
lación para eliminar estos rasgos sexistas (código deontológico).

No se pretende, con todo esto, que los/as menores no vean la televisión, si no que las personas 
mayores les ayuden a despertar su espíritu crítico y así hacer de la televisión un medio de aprendi-
zaje positivo. Toda la sociedad, no sólo la familia y la escuela, debe contribuir en la transmisión de  
valores como la igualdad y solidaridad. 

Por ello, en los diferentes entornos deben desarrollarse y fomentar la capacidad crítica necesaria 
para que el niño/a pueda analizar reflexivamente el discurso televisivo, fomentando el juicio crí-
tico frente al sexismo, y fundamentalmente, la educación para la igualdad de los sexos, donde el 
sexismo no tenga cabida, bajo un enfoque de equidad. Pero es importante que toda la sociedad 
colabore en estos objetivos, pues de nada sirve que en la familia, escuela y red social se enseñen 
actitudes de igualdad y en la publicidad segregación de sexos.

“Toda la sociedad, no sólo la familia y escuela, 
debe contribuir en la transmisión de valores 
como la igualdad y la solidaridad.”
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V

V.1. Diccionario básico:

Consumo: Acción y efecto de consumir o gastar. Comprende las adquisiciones de bienes y servicios 
por parte de cualquier sujeto. También  Significa satisfacer las necesidades presentes o futuras.

Publicidad: Técnica destinada a informar sobre un bien o servicio a través de los medios de comu-
nicación con el objetivo de incitar a su consumo.

Sexismo: Discriminación de personas de un sexo por considerarlo inferior al otro. El término fue 
acuñado en Estados Unidos en la década de los sesenta por grupos feministas. 
En el sexismo se identifican dos tipos sociales diferentes formados por hombres y mujeres con una 
atribución estereotipada de sus características.
Se considera sexismo: poner la belleza femenina como sinónimo de éxito, situar a la mujer en un 
plano de inferioridad, alejar a la mujer de espacios laborales y asignarle roles de cuidado familiar y 
del hogar, hacer hincapié en el cuerpo de la mujer.

Estereotipo: Imagen simplificada compartida por un grupo social que les permite identificar la 
pertenencia de alguien a un grupo determinado. La mayoría de estereotipos suelen asociarse a 
prejuicios peyorativos.

Roles: Papeles que definen una serie de conductas atribuidos a quien ocupa una posición dada en 
la estructura social.

“La publicidad es un medio de 
gran influencia en la formación 
de actitudes en los/as menores.” 

Recomenda-
ciones para una
comunicación 
más igualitaria.
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Publicidad sexista es aquella que:

- Crea modelos que consolidan los roles de género tradicionales. Mujer en el hogar,    
hombre en el trabajo.
- Muestra una imagen de la mujer asociada a unos estándares de belleza poco reales.   
Altas, guapas e impecables.
- Representa imágenes de control y dominación del hombre sobre la mujer, ya sea    
física, psíquica o laboral situando a la mujer en situación de inferioridad.
- Excluye a las mujeres de los espacios de toma de decisiones.
- Limitar los productos relacionados con la limpieza y el hogar a la mujer.
- Utilizar a la mujer como objeto sexual y utilizar su cuerpo como reclamo de objetos y   
productos dirigidos al hombre.

V.2. Decálogo contra la publicidad sexista.

Utilizar el cuerpo de la mujer y del hombre no solo para captar aten-
ción o como reclamo, sino para  transmitir cualquier mensaje  de con-
tenido humano.

- Focalizar imágenes en partes del cuerpo de mujer sin contenido erótico.

- Excluir escenas que representen sometimiento sexual.

- Evitar mensajes que inciten al maltrato.

- Trasmitir mensajes de productos dirigidos a hombres y a mujeres.

- Utilizar un lenguaje no sexista. 

- Promover el respeto  y la igualdad en las relaciones entre hombres y mujeres.

- Evitar estándares de belleza femenina que determinan una mujer bella y delgada   
  como sinónimo de éxito.

- Utilizar indistintamente la voz del hombre como la de la mujer para dar autoridad, 
  credibilidad y fiabilidad.

- Fomentar el reconocimiento de las aportaciones de la mujer a la sociedad en todos 
  los ámbitos.

“El sexismo lingüístico es el uso 
discriminatorio del lenguaje por 
razón de sexo.”
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V.3. Lenguaje, género y sexo. 
Prácticas periodísticas.

El principal rasgo  de nuestra lengua, y en general de las lenguas ro-
mánicas, es el protagonismo del género masculino y la ocultación del 
femenino. Abuso del masculino genérico. Es el fenómeno más fre-
cuente en el uso sexista de la lengua.

En español, mientras que el género femenino posee un valor único (específico) que sólo designa a 
mujeres, el masculino tiene un doble uso o valor:

a) específico, hace referencia al masculino;
b) genérico, engloba a ambos sexos.

Cuando utilizamos el masculino con valor genérico para hacer referencia a mujeres y a hombres 
estamos excluyendo e invisibilizando a las mujeres y mostramos al hombre como sujeto de los 
hechos que se narran. Debemos evitar su uso ya que, en muchas ocasiones, genera confusión y am-
bigüedad pues no queda claro cuándo se usa con valor masculino y cuándo con valor genérico.

Los políticos      La clase política
Los valencianos       El pueblo valenciano
Todos los ciudadanos      Toda la ciudadanía

Preferencia en el orden de presentación
Consiste en anteponer por norma, y sin justificación gramatical, el término masculino al femenino.

Salto semántico
Se produce cuando se usa un vocablo masculino con apariencia de genérico; sin embargo más 
adelante se repite manifestando que su valor anterior era el de específi co (sólo incluye a varones), 
creando así un enunciado ambiguo.

Los empleados estan invitados a 
un vino de honor. Pueden acudir 
con sus mujeres.

El personal esta invitado a un 
vino de honor. Pueden acudir 
con su pareja.

Se debe evitar Se recomienda

hombres y mujeres
trabajadores y trabajadoras
señores y señoras

mujeres y hombres
trabajadoras y trabajadores
señora y señor

Se debe evitar Se recomienda
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Denominación sexuada
Se da cuando los hombres son nombrados por su profesión, estatus social o nacionalidad mientras 
que de las mujeres se resalta su sexo o dependencia a un varón.

La empresa indemnizará a los despedidos: tres mujeres y dos abogados.

Duales aparentes
Los duales aparentes son pares de palabras que según se apliquen a hombres o a mujeres cambian 
de significado.

Secretario (designa alto cargo) / secretaria (desempeña funciones administrativas)

En otros pares el término femenino posee un significado inferior o negativo con respecto al masculino.

 Hombre público / mujer pública   Individuo / individuo
individuo / individua

Aposiciones redundantes
Encontramos este uso discriminatorio cuando se destaca la condición sexuada de las mujeres por 
encima de otras cualidades que son pertinentes al asunto.

La huelga fue secundada por 2.000 mujeres trabajadoras.
La huelga fue secundada por 2.000 trabajadoras.

Al final de la manifestación las mujeres periodistas leyeron un manifi esto.
Al final de la manifestación las periodistas leyeron un manifiesto.

Asimetria en el trato mujeres / hombres
Se produce cuando las formas de tratamiento y cortesía presentan a la mujer en relación de de-
pendencia respecto al hombre (Los solicitantes Ignacio Herrero y su esposa) o la infantilizan me-
diante diminutivos.

Señor / señorita  señor/señora

También se da el caso, sobretodo en documentos firmados por la Administración que deben cum-
plimentar tanto mujeres como hombres, que las fórmulas que aparecen de tratamiento están 
solamente en masculino.

El denunciante: Silvia Silvestre        Denunciante: Silvia Silvestre
Firma del interesado/ El interesado            Firma de la persona

Propuestas

Por eso, a continuación recogemos las propuestas de cambio que en principio, pueden consolidarse 
al no transgredir las normas de la lengua española.

1. Emplear términos genéricos, colectivos, abstractos y perífrasis
2. Utilizar fórmulas de desdoblamiento
3. Feminizar términos
4. Emplear construcciones no sexistas:

A. Omitir determinantes y pronombres marcados
B. Eludir el sujeto
C. Simetría en el tratamiento

5. Eludir el masculino genérico

    1. Emplear términos genéricos, colectivos, abstractos y perífrasis
Uno de los procedimientos que podemos utilizar para no emplear enunciados sexista es el refor-
mular la forma de escribir mediante el uso de:

• Sustantivos genéricos
Términos que, independientemente de su género gramatical, se refieren a hombres y mujeres: 
  persona, víctima, criatura, cónyuge, personaje.

           Según lo previsto en la normativa vigente, los dañados en el accidente recibirán las
  indemnizaciones pertinentes.

r

   r
   r

r
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r

r

r

r

         Según lo previsto en la normativa vigente, las víctimas del accidente recibirán las 
 indemnizaciones pertinentes.

 Todos se verán afectados por esta medida. 
          Todas las personas se verán afectadas por esta medida.

Hay que tener cuidado con los «falsos genéricos» como «hombre» con el sentido de humanidad. 
Se trata de un error muy común, tanto en el lenguaje oral como en el escrito, que debemos evitar 
pues su uso sugiere claramente una referencia a personas masculinas e invisibiliza a las mujeres. 
Podemos emplear términos neutros como: ser humano, persona o humanidad.

  La evolución del hombre          La evolución de la especie humana

• Sustantivos colectivos
Términos que designan en singular conjuntos de entidades: ciudadanía, población, familia, 
funcionariado, alumnado, electorado, humanidad, vecindario...

 Se avisa a los trabajadores de la empresa que la revisión médica será el próximo martes.
         Se avisa a la plantilla de la empresa que la revisión médica será el próximo martes.

 La Generalitat pondrá a disposición de los ciudadanos valencianos…
         La Generalitat pondrá a disposición de la ciudadanía valenciana…

• Sustantivos abstractos
Términos que se utilizan para aludir al cargo, profesión, ofi cio, titulación, etc. y no a la persona que 
lo ostenta: Tesorería, Dirección, Presidencia, Alcaldía, Inspección...

  Tema 3. La organización municipal. El alcalde, el Pleno…
          Tema 3. La Organización municipal. La Alcaldía, el Pleno…

  En Valencia, a…de….....de 2008 El funcionario de Registro
          En Valencia, a…de….....de 2008 Registro

r

r

r  

r

r

r

r

r

• Perífrasis
Cuando no disponemos de genéricos, colectivos o abstractos podemos sustituir por perífrasis del 
tipo: la población española, el personal administrativo, el pueblo valenciano o la parte demandada.

   Únicamente podrán participar los licenciados en derecho.
           Únicamente podrán participar las personas licenciadas en derecho.

   Los españoles irán a las urnas el próximo domingo.
            La población española irá a las urnas el próximo domingo.

   2. Utilizar fórmulas de desdoblamiento y barras

Estas fórmulas son un recurso útil para visibilizar a mujeres y hombres, no obstante debemos em-
plearlas sólo cuando no encontremos otro recurso pues recargan y difi cultan la lectura.

• Desdoblamientos
Para hacer referencia a un grupo integrado por hombres y mujeres podemos utilizar los dos gé-
neros gramaticales. En cualquier caso es importante alternar el orden de la presentación para no 
dar sistemáticamente prioridad al masculino sobre el femenino. La concordancia se hará con el 
segundo término.

    El Ayuntamiento de Ayora contratará a un editor.
           El Ayuntamiento de Ayora contratará a un editor o editora.

    Los funcionarios nombrados en el acto.
           Las funcionarias y funcionarios nombrados en el acto.

• Uso de barras
Recurso recomendado especialmente en documentos donde hay problemas de espacio como son 
los impresos o formularios y también para los encabezados, pero siempre alternando ambos sexos.

   D. .................          D /Dña...................
   Nombre y apellidos...........
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• Introducir aposiciones explicativas
Podemos recurrir también al empleo de aposiciones explicativas para nombrar ambos géneros que 
clarifiquen que el masculino esta utilizado como genérico, impidiendo así otra interpretación.

  Los afectados recibirán una indemnización.
            Los afectados, hombres y mujeres, recibirán una indemnización.

  3. Feminizar términos

Para un uso de nuestra lengua acorde con la realidad social existente debemos usar, siempre que 
sea posible, la forma masculina o femenina según sea hombre o mujer. Para ello, la lengua española 
cuenta con múltiples términos y recursos que nombran y visibilizan a ambos sexos adaptándose
así a las nuevas necesidades.

A continuación resaltaremos los procedimientos más sencillos para feminizar los nombres mascu-
linos de varón .

Los procedimientos son:

• Se emplea la terminación –a , que se agrega a un nombre masculino
terminado en consonante.

   autor / autora
   concejal / concejala

• Se emplea también la terminación –a,  para sustituir las terminaciones
–e/ –o del masculino.

   abogado / abogada
   médico / médica

• Menos común es cambiar el nombre masculino o alargar la terminación.

   rey / reina
   príncipe / princesa

   

  4. Emplear construcciones no sexistas

A. Omitir determinantes y estructuras marcados

En ocasiones la marca de género se agrega a través del determinante o
el pronombre que empleamos. Esto podemos evitarlo mediante varios procedimientos:

• Omitir el determinante delante de sustantivo invariable :

  El vocal de la comisión; el representante de los sindicatos
          vocal de la comisión; representante de la comisión

  Los profesionales de las artes plásticas se reunirán en Alicante.
          Profesionales de las artes plásticas se reunirán en Alicante.

• Sustituir el determinante que acompaña a un sustantivo invariable por
otros sin marcas de género (cada, cualquier):

  Todos los solicitantes deberán presentar el DNI.
          Cada solicitante deberá presentar el DNI.

  Se hará saber a todos los estudiantes.
          Se hará saber a cada estudiante.

• Reemplazar estructuras marcadas por un pronombre sin marca de género (quien, quienes): 

  Los que se matriculen al curso deberán abonar las tasas.
          Quienes se matriculen deberán abonar las tasas.

   Los interesados en el cursillo deben apuntarse antes del día 12.
          Quienes tengan interés en el cursillo deben apuntarse antes del día 12.

r

r
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B. Eludir el sujeto

Se puede omitir la referencia directa al sujeto sin que ello afecte al mensaje ni provocando ambi-
güedad recurriendo a varios procedimientos para reformular la frase:

El solicitante deberá cumplimentar el formulario 

  • Estructuras con se:
  Se cumplimentará el formulario

  • Formas personales del verbo:
  Cumplimente el formulario

  • Formas no personales:
  A cumplimentar

C. Simetría en el tratamiento

Debemos optar por la simetría en el tratamiento para contribuir a un uso igualitario del lenguaje. 
Por ello es aconsejable:

  • Alternar el orden de masculino y femenino

  Funcionarias y funcionarios fi jos. Trabajadores y trabajadoras en excedencia.

• Uso adecuado de formas de tratamiento de cortesía

  El interesado  
           El/ La interesado/a; La persona  interesada

  Sr.
          Sr./Sra.

  D. Juan Navarro y su esposa Dª Laura Cortés
           D. Juan Navarro y Dª Laura Cortés

• Tratamiento homogéneo en todo el texto

   Datos del interesado… Firma del interesado
            Datos del interesado/a… Firma del interesado/a

Importante: si nos inclinamos por el uso de barras y los desdoblamientos debemos emplearlos a lo 
largo de todo el documento.

 5. Alternativas al masculino genérico
Intentaremos siempre que sea posible eludir el masculino genérico para no crear confusión pues 
existen múltiples posibilidades para ello.

• Sustituir artículo + que por la forma quien o el genérico persona

  Los que no presenten el DNI no serán admitidos.
            Las personas que no presenten el DNI no serán admitidas.
  Quienes no presenten el DNI no serán admitidos.

• Evitar el uso de indefinidos Uno/s, alguno/s, todo/s

  Si alguno tiene algo que alegar lo deberá realizar por escrito.
           Si alguien tiene algo que alegar lo deberá realizar por escrito.

  Unos optaron por no inscribirse en la bolsa de trabajo.
           Unas personas optaron por no inscribirse en la bolsa de trabajo. 

  Todos los que no cumplan los requisitos.
           Todas las personas que no cumplan los requisitos.

r

r

r

r

r

r

r

r
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VI

Conclusiones.
1. La publicidad ha pasado de centrarse en la información del producto a promocionar una marca.                                                                                        

2. En la actualidad no se recurre de forma tan evidente al sexismo como en décadas anteriores. 

3. El cuerpo femenino sigue presente en los anuncios aunque de una forma menos intensa ya que 
ahora comparte el espacio publicitario también con el cuerpo del hombre.

4. Todavía algunos anuncios perpetúan estereotipos que limitan la proyección de la mujer, en unos 
casos de forma evidente y otras camuflado o recurriendo a la ironía o al humor.

5. La imagen de la mujer que refleja la publicidad, hoy en día, no siempre se corresponde con la 
de las mujeres reales, sino que se representa, en ocasiones, un ideal de mujer desde el punto de 
vista masculino.

6. En la ficción publicitaria la mujer ha salido del hogar, comparte el rol de la maternidad con el 
hombre, pero en el trabajo todavía no ocupa el mismo lugar que el hombre.

7. La voz en off sigue siendo mayoritariamente masculina, lo que revela que se sigue asociando al 
hombre la autoridad.

8. Los/as menores de edad son consumidores/as cada vez más importantes. Tanto en productos 
dirigidos directamente a ellos/as, como a terceros, donde son utilizados/as para insinuar que com-
pren los mayores, por ello, hay que prestar especialmente atención el sexismo en estos anuncios.

9. Es importante formar a la sociedad, a expertos/as, administraciones, agencias y empresas para 
detectar los casos y asesorar sobre los beneficios de erradicarlos.

10. A la hora de luchar contra el sexismo hay que tener en cuenta las franjas de edad, ya que la 
juventud es más consciente y sensible y está más involucrada en la lucha por la igualdad.  
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CONCLUSIONES:
La mujer y los medios de comunicación.

1. Los avances en la tecnología de la información han facilitado una red mundial de comunicacio-
nes que trasciende todas las fronteras y tiene un gran impacto en las políticas, las actitudes y los 
comportamientos sociales, en especial de la infancia y en la juventud. Por ello hay que hacer uso 
de los medios de comunicación para contribuir mucho más en el adelanto de la igualdad entre  
mujeres y hombres a nivel mundial. 

2. La falta de sensibilidad de género en los medios de comunicación se evidencia por el hecho de 
no eliminar los estereotipos que se pueden encontrar en medios locales, nacionales, y en organi-
zaciones de medios de comunicación internacionales. 

3. La proyección constante de imágenes negativas y degradantes de la mujer en la los medios de 
comunicación a nivel mundial - electrónicos, impresos, visuales y de audio - debe ser cambiado. 
Medios impresos y electrónicos en algunos países aun no ofrecen una imagen equilibrada de de la 
vida de diversas mujeres y sus contribuciones a la sociedad en un mundo cambiante. 

4. Las mujeres deben estar facultadas por la mejora de sus habilidades, conocimientos y el acceso 
a la tecnología de la información. Esto fortalecerá su capacidad para luchar contra las imágenes 
negativas de la mujer a nivel internacional y de oponerse al abuso de poder de una industria cada 
vez más importante.

Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer En La ONU

“Según las leyes vigentes no existen diferencias de 
género en habilidades, autoconfianza, motivación, 
competencia y resultados, cuando mujeres y hombres 
tenemos acceso a las mismas oportunidades.”

Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer En  La  ONU

5. Con los mecanismos de los medios de comunicación es necesario crear y fortalecer los enfoques  
para eliminar los prejuicios de género de programación. La mayoría de las mujeres, especialmente 
en los países en desarrollo, no son capaces de tener acceso efectivo a la expansión de autopistas 
de la información electrónica y por lo tanto no pueden establecer redes que les proporcionen las 
fuentes alternativas de información. Por ello las mujeres deben  participar en la toma de decisiones 
sobre el desarrollo de las nuevas tecnologías a fin de participar plenamente en su desarrollo e impacto. 

6. Aumentar la participación y el acceso de las mujeres a la expresión y la toma de de decisiones 
en/y a través de los medios de comunicación y de las nuevas tecnologías de la comunicación.

La actual Ley Orgánica de Educación manifiesta en el Título Preliminar la intención de una educa-
ción en igualdad de derechos entre los sexos, el rechazo a todo tipo de discriminación y el respeto 
a todas las culturas.

Asimismo, el Plan de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hombres de la Generalitat Va-
lenciana 2006-2009, vigente en estos momentos, pone el énfasis especialmente en la consecución 
de la igualdad real y efectiva, y sobre todo, en las medidas de carácter laboral que fomenten la 
incorporación equitativa e igualitaria de las mujeres al mercado de trabajo.   

Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer En La ONU
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El Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres de la 
Generalitat Valenciana 2006-2009, vigente en la actualidad, pone én-
fasis en la consecución de la igualdad real y efectiva, subrayando es-
pecialmente las medidas de carácter laboral que fomentan la incorpo-
ración equitativa e igualitaria de las mujeres al mercado de trabajo. 

Los objetivos de este plan se basan en tres ejes fundamentales: 

A) Fomentar una imagen igualitaria entre mujeres y hombres: a través de la realización y difusión 
de estudios de investigación desde las Instituciones relacionados con los estereotipos sexistas 
vigentes; la sensibilización de la sociedad sobre el uso no sexista del lenguaje y de la importancia 
de una publicidad que no utilice una imagen sexista de la mujer. Asimismo, impulsar medidas que 
modifican los patrones de belleza que repercuten negativamente en la salud de la mujer y llevar a 
cabo seminarios, foros y materiales audiovisuales con el fin de fomentar  actitudes y prácticas que 
favorezcan la igualdad de oportunidades, transmitiendo una imagen no estereotipada de la mujer.  

B) Promocionar el tratamiento de la imagen no discriminatoria de la mujer en los medios de 
comunicación: con la elaboración de una Guía de Buenas Prácticas dirigida a los medios de co-
municación; formando a las/os profesionales de la comunicación y la publicidad para el correcto 
tratamiento de la imagen de la mujer; promocionado un acuerdo entre todos los medios para 
corregir el tratamiento sexista de la información; apoyando a las publicaciones que eliminen es-
tereotipos sexistas y a los medios de comunicación que respecten el tratamiento no sexista, así 
como reconocer, a través de la convocatoria de premios, la labor de los medios de comunicación y 
publicidad que destaquen en esta materia. Además, impulsar la difusión de actividades realizadas 
y promovidas por mujeres en los medios de comunicación públicos, así como la promoción de que 
en los contenidos publicitarios e informativos en RTVV se respecte el principio de igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres.

C) Promover el acceso de las mujeres a las nuevas tecnologías y a la sociedad de la información: 
a través de actividades de formación y la creación de centros y/o servicios en el ámbito municipal 
que faciliten a las mujeres el acceso, uso y aprendizaje de las TIC; la elaboración de estudios de in-
vestigación;  la promoción de campañas de sensibilización y de ayudas para la adquisición de bie-
nes y servicios de naturaleza tecnológica que favorezcan la incorporación de la mujer al mercado 
laboral. Asimismo, impulsar nuevas modalidades de inserción socio-laboral de las mujeres a través 
del teletrabajo y de acciones de comercio/ negocio electrónico, además de fomentar plataformas 
y entornos telemáticos de colectivos de mujeres identificados por objetivos o causas comunes.

Plan de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y 
hombres de la Generalitat Valenciana 2006-2009.
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Dentro de este título la principal innovación es que, por medio de 
la promulgación de una ley específica, se creará el Consell Audio-
visual de la Comunitat Valenciana como órgano independiente 
que se regirá por la presente ley, por la propia ley por la que 
se cree, y por otras disposiciones aplicables. La ley de creación 
del Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana establecerá 
su composición, sus funciones y competencias que, junto con las 
que la presente ley señala, desarrollará para el mejor funciona-
miento del sector audiovisual de la Comunitat Valenciana. 
El Título III, que versa sobre la actividad de fomento del sector au-
diovisual, se centra en los objetivos a conseguir con las acciones 
de fomento y promoción, y regula las ayudas públicas en que se 
traducen dichas acciones. 
Se refiere, a su vez, este Título a la producción de obras cinema-
tográficas y audiovisuales valencianas con especial atención a las 
de productores independientes. Asimismo se regula el control del 
rendimiento de las obras cinematográficas. 
Por último, también se refiere este Título a la coordinación y 
fomento de las actividades de investigación, formación y desa-
rrollo de las prácticas profesionales en el campo de la actividad 
audiovisual. 
El Título IV regula los contenidos de la programación, los prin-
cipios generales de ésta, el derecho a la información de la pro-
gramación, las comunicaciones de interés público, así como la 
protección de los menores y la garantía de accesibilidad de las 
personas con discapacidad sensorial, tanto de carácter auditivo 
como visual. 
El Título V se refiere a la ordenación del sector de la televisión di-
gital en la Comunitat Valenciana. La ley fija la situación existente 
en cuanto a los canales atribuidos a esta Comunidad y las compe-
tencias del Consell de La Generalitat respecto a la convocatoria 
y resolución de los concursos para la adjudicación de las corres-
pondientes concesiones. Se regula asimismo la organización de 
la prestación del servicio, la gestión compartida de los canales 
múltiples tanto en el ámbito de la TDT autonómica como de la 
Televisión Digital Local y se establece una clara normativa para la 
transición de la tecnología analógica a la digital. Particularmente 
relevante resulta la regulación de la televisión local y la definitiva 
ordenación de la misma, estableciendo la extinción de todos los 
títulos habilitantes y licencias preexistentes desde el momento 
en que se resuelvan los concursos para el otorgamiento de las 
nuevas concesiones administrativas. 
El Título VI establece un régimen sancionador a través del cual 
se pretende garantizar el cumplimiento de esta Ley, de sus nor-
mas de desarrollo, así como de las normativas reguladoras de las 
concesiones de servicios incluidos en el ámbito de la presente 
Ley. Establece un cuadro de infracciones y sanciones y detalla un 
procedimiento para su imposición. 

TÍTULO I  
Disposiciones generales  
Artículo 1. Objeto de la Ley 
La presente Ley tiene por objeto: 
1º. Establecer, en ejercicio de las competencias atribuidas por el 
Estatuto de Autonomía a La Generalitat, los principios generales 
y las líneas de acción institucional en el sector audiovisual, así 
como sus instrumentos de fomento. 
A efectos de la presente Ley se entiende por sector audiovisual 
el conjunto de actividades que utilizan como cauce de desarro-
llo y transmisión del mensaje los medios auditivos y visuales con 
independencia del soporte tecnológico empleado en dicha trans-
misión. 
2º. Establecer, en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, 
un régimen jurídico que garantice la libre difusión y recepción de 
las emisiones sonoras y televisivas, sea cual sea el medio técnico 
de difusión y la forma de gestión de las mismas. 
3º. Regular integralmente la organización pública autonómica en 
materia audiovisual, adecuando las competencias y definiendo 
las responsabilidades correspondientes. 
4º. El apoyo a la creación, producción, comercialización y difusión 
de las obras cinematográficas y audiovisuales valencianas en el 
territorio de la Comunitat Valenciana y en el resto de mercados 
nacionales e internacionales; en particular, el apoyo a las obras 
audiovisuales en valenciano. 
5º. El apoyo a la investigación y formación en el ámbito audio-
visual, así como la protección, conservación y salvaguarda del 
patrimonio audiovisual de la Comunitat Valenciana. 
6º. La protección de los derechos e intereses de los ciudadanos y, 
en especial, de los menores para preservar su correcto desarrollo 
físico, mental y moral, y de las personas con discapacidad senso-
rial para garantizar su derecho de acceso. 
7º. La protección de los derechos de los consumidores y usuarios 
en el entorno de los medios audiovisuales, haciendo efectivo el 
derecho de los espectadores a conocer la programación con su-
ficiente antelación. 
8º. Regular los contenidos de la programación emitida por televi-
sión y demás medios audiovisuales de comunicación social 
9º. Impulsar el desarrollo de una programación de alta calidad en 
los medios audiovisuales de comunicación social en el ámbito de 
la Comunitat Valenciana. 
10º. Ordenar globalmente el sector de la Televisión Digital en la 
Comunitat Valenciana y fomentar su implantación efectiva en su 
territorio. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación 
La presente Ley será de aplicación: 
a) A los servicios de radiodifusión sonora y televisiva cuyos ámbi-
tos de cobertura, cualquiera que sea el medio de transmisión
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Ley 1/2006, de 19 de abril, de la Generalitat, del 
Sector Audiovisual  [DOGV núm. 5.243, de 21 de abril] 

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos, que Las Cortes 
han aprobado, y yo, de acuerdo con lo establecido por la Consti-
tución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo 
la siguiente ley: 

PREÁMBULO
I
Los medios de comunicación audiovisual, así como sus servicios 
adicionales, constituyen pilares fundamentales para el desarrollo 
de la sociedad actual ya que contribuyen a reforzar la cohesión 
económica y social del territorio, y permiten la aparición de nue-
vas formas de actividad productiva y la creación de empleos. 
Desde el momento en que la utilización de las nuevas tecnologías 
es de trascendental importancia tanto en el ámbito económico y 
social, como en el cultural y de ocio, se hace necesario articular 
los mecanismos para que los ciudadanos puedan tener acceso a 
un sector audiovisual que favorezca el aumento y la mejora de 
sus capacidades y posibilidades de información y comunicación. 
La Generalitat ostenta una amplia capacidad legislativa en mate-
ria audiovisual dentro de su ámbito territorial, en virtud de lo dis-
puesto en los artículos 148.1.17 y 149.1.27, y 3 de la Constitución; 
en el Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana; en el 
Real Decreto 1126/1985, de 19 de junio, de traspaso de funciones 
de la administración del Estado a la Comunitat Valenciana en ma-
teria de medios de comunicación social; en las normas de aplica-
ción de la Unión Europea incorporadas al ordenamiento jurídico 
español, como la Directiva 89/552/CEE del Consejo sobre la coor-
dinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros relativas al ejercicio de 
actividades de radiodifusión televisiva, modificada por la Directi-
va 97/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de junio 
de 1997, cuyo antecedente es el Convenio Europeo sobre televi-
sión transfronteriza, adoptado en el seno del Consejo de Europa 
el 5 de mayo de 1989; y en los programas europeos de desarrollo 
y apoyo a la industria audiovisual. Asimismo, la presente ley se 
dicta en el marco de la normativa básica estatal de aplicación en 
la materia, en especial, la Ley 25/1994, de 12 de julio, de incor-
poración al ordenamiento jurídico español de la Directiva 89/552/
CEE, antes citada, modificada por la Ley 22/1999, de 7 de junio; 
la Ley 15/2001, de 9 de julio, que regula el fomento y promo-
ción de la cinematografía y el sector audiovisual; el Real Decreto 
2169/1998, de 9 de octubre, que aprueba el Plan Técnico Nacional 
de la Televisión Digital Terrenal; y el Real Decreto 439/2004, de 12 

de marzo, que aprueba el Plan Técnico Nacional de la Televisión 
Digital Local. 
Es preciso establecer unos principios inspiradores del sector au-
diovisual valenciano en consonancia con los principios estableci-
dos en la Constitución Española y en el Estatuto de Autonomía 
de la Comunitat Valenciana, así como los cauces a través de los 
cuales la Comunitat Valenciana pueda desarrollar las competen-
cias que tiene atribuidas en la materia. 
En el presente texto legislativo se pretende una regulación inte-
gral del sector audiovisual en la Comunitat Valenciana, abarcando 
cuestiones e incorporando principios con el fin de potenciar la 
formación, creación, producción, comercialización y difusión del 
sector y la obra audiovisual valenciana tanto en el territorio de la 
Comunitat Valenciana como en el resto de mercados nacionales e 
internacionales. Se continúa así la acción iniciada con la creación 
de la Ciudad de la Luz en Alicante. 
Asimismo se acomete una regulación en profundidad de la or-
ganización administrativa valenciana en materia audiovisual y se 
procede a una ordenación del nuevo sector de la televisión digital 
en la Comunidad Autónoma.  
En este contexto alcanza un significado muy especial la regula-
ción de la televisión digital terrenal de ámbito autonómico y la 
forma de organizar la gestión de los canales múltiples que habrán 
de concederse en fechas próximas. Igualmente, la televisión di-
gital local, donde se regula un modelo organizativo de gran com-
plejidad y se pone fin a una larga etapa de desorden jurídico, 
inseguridad de los operadores y falta de calidad del servicio. 
Para la consecución de los citados objetivos, se establecen unos 
principios que han de tenerse en cuenta al ejercer la actividad 
audiovisual y que se centran principalmente en el respeto a los 
valores, principios y derechos reconocidos y protegidos en la 
Constitución Española y en el Estatuto de Autonomía de la Co-
munitat Valenciana; así como en garantizar el acceso a una infor-
mación plural, veraz e imparcial, a la educación y la cultura, y a 
un entretenimiento de calidad. 
 
II 
La presente Ley se estructura en seis títulos, que, a su vez, res-
ponden a los grandes ejes políticolegislativos en los que se fun-
damenta:  
El Título I, dedicado a las Disposiciones Generales, recoge el ob-
jeto de la Ley, su ámbito de aplicación, así como los principios 
generales y líneas fundamentales de la acción institucional. En 
él se recogen el fomento de la lengua y cultura valencianas y la 
protección de los derechos de los consumidores y usuarios en el 
ámbito audiovisual. 
El Título II tiene por objeto la organización administrativa del 
Sector Audiovisual. En él se regulan las competencias de La Ge-
neralitat y el Registro General de Empresas Audiovisuales de la 
Comunitat Valenciana. 
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d) La elaboración del anteproyecto de presupuestos en materia 
audiovisual. 
e) El control del cumplimiento de la normativa general del au-
diovisual en el ámbito de la Comunitat Valenciana, y el ejercicio 
de las correspondientes potestades inspectoras y sancionadoras, 
sin perjuicio de las competencias que la presente Ley atribuye al 
Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana de la Comunitat 
Valenciana. 
f) La dirección estratégica y la coordinación de todas las unidades 
y centros directivos de la administración Autonómica relacionada 
con las empresas y actividades audiovisuales. 
 
CAPÍTULO II 
Del Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana(1) 

Artículo 5. El Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana de 
la Comunitat Valenciana 
Mediante una ley específica se creará el Consejo del Audiovisual 
de la Comunitat Valenciana en el que se determinará su cometido, 
naturaleza y régimen jurídico, ámbito y principios de actuación, 
estructura orgánica y composición, estatuto de sus miembros, re-
cursos económicos, organización y funcionamiento, personal a su 
servicio y relaciones con las instituciones de La Generalitat. 
 
CAPÍTULO III (2) 
Del Registro de Concesionarios de radio y televisión 

Artículo 6. El Registro de Concesionarios de radio y televisión 
Se crea el Registro de Concesionarios de radio y televisión, en el 
que se inscribirán las personas y entidades que ostenten títulos 
habilitantes para la prestación de servicios de radio y televisión 
otorgados por la Generalitat. 
En este Registro se anotarán las modificaciones de las escrituras 
o estatutos sociales de las sociedades concesionarias así como la 
composición de los órganos de administración y sus variaciones. 
Asimismo, se anotarán las modificaciones de participaciones en 
su capital social.  
Reglamentariamente se determinará el contenido de este Regis-
tro, requisitos y efectos de las inscripciones. 
 
CAPÍTULO IV 
Del Registro General de Empresas Audiovisuales 

Artículo 7. Registro General de Empresas Audiovisuales de la Co-
munitat Valenciana 
1. El Departamento competente en materia audiovisual organi-
zará un Registro General de Empresas Audiovisuales destinado 
a facilitar la gestión de las políticas públicas relativas al sector 
audiovisual.(3) 
2. Deberán inscribirse en el Registro General de Empresas audio-

visuales de la Comunitat Valenciana las empresas, cualquiera que 
sea su forma jurídica, que realicen actividades de producción, 
distribución, laboratorios, estudios de rodaje y doblaje, material 
audiovisual y las demás conexas que se determinen reglamen-
tariamente, así como las personas o entidades titulares de salas 
de exhibición. 
Los guionistas, directores y realizadores, actrices y actores y otros 
profesionales vinculados al sector audiovisual podrán comunicar 
al Registro el ejercicio de su actividad en las condiciones que se 
establezcan reglamentariamente al objeto de que por los organis-
mos públicos y privados se disponga de una información amplia y 
exhaustiva del capital humano del sector audiovisual autóctono. 
Este registro será independiente de cualquier otro en que puedan 
figurar inscritas dichas empresas. 
Las empresas inscritas deberán suministrar al Registro una copia 
de las cuentas anuales que depositen en el Registro Mercantil 
cuando estén sujetas a esta obligación de depósito; así como in-
formación sobre su participación en producciones y rodajes en 
la forma y con la periodicidad que se determinen reglamenta-
riamente. 
3. Suprimido  (4) 

TÍTULO III  
Fomento de la actividad audiovisual  
 
CAPÍTULO I 
Incentivos públicos directos a la actividad audiovisual 

 Artículo 8. Ayudas públicas al audiovisual 
1. Las ayudas de La Generalitat para la promoción y fomento del 
sector audiovisual y de las obras audiovisuales y cinematográficas 
valencianas se establecerán por el Departamento competente en 
materia audiovisual dentro de los límites presupuestarios apro-
bados en cada ejercicio, fijándose los requisitos para la obtención 
de las ayudas en la correspondiente convocatoria. 
2. En la dotación de estas ayudas podrán participar entidades 
de gestión de derechos de propiedad intelectual, empresas de 
televisión y otras entidades con las que puedan establecerse con-
venios para esta finalidad. 
3. Las características y cuantías de las ayudas se establecerán 
reglamentariamente y podrán consistir en: 
a) Ayudas a pequeñas y medianas empresas del sector audiovisual 
de la Comunidad Valenciana para la promoción de sus productos 
audiovisuales en los mercados y favorecer su competitividad. 
b) Ayudas a la financiación de actividades de producción, distri-
bución y exhibición de obras cinematográficas y audiovisuales 
valencianas, y de las industrias técnicas relacionadas con dichas 
actividades, ayudas a la inversión en adquisición de equipamien-
to para la producción audiovisual, así como para el desarrollo 
de las infraestructuras e innovación tecnológica de la industria 

empleado, no excedan los límites territoriales de la Comunitat 
Valenciana, incluidas las emisiones de cobertura limitada al ám-
bito de la Comunitat Valenciana realizadas por medios de comu-
nicación cuyo ámbito de cobertura sea superior.  
b) A los servicios de difusión sonora y televisiva cuya prestación 
se realice directamente por La Generalitat o por operadores pú-
blicos y privados a los que ésta haya conferido un título habilitan-
te dentro del ámbito autonómico. 
c) A aquellas personas físicas o jurídicas que realicen actividades 
audiovisuales y a las que La Generalitat considere susceptibles de 
percibir aportaciones públicas para su fomento. 
 
Artículo 3. Principios generales y líneas fundamentales de la ac-
ción institucional.
1. La Generalitat reconoce el carácter estratégico del sector au-
diovisual por su importancia social y económica, y como instru-
mento para la promoción y divulgación de la cultura, historia y 
lengua propias, así como para la transmisión de los valores su-
periores de nuestra Constitución y de nuestro Estatuto de Au-
tonomía. 
2. Los poderes públicos de la Comunitat Valenciana deberán: 
a) Establecer instrumentos adecuados de fomento orientados a la 
consolidación del sector audiovisual como un factor estratégico 
de la economía de la Comunitat Valenciana, en el que deberán 
tenerse en cuenta los siguientes criterios: 
1. El fomento de la lengua y de la cultura propias. 
2. La innovación tecnológica, la investigación en todas sus facetas 
y el desarrollo sostenido del factor I+D+I. 
3. La formación de los trabajadores y profesionales relacionados 
con el sector audiovisual. 
4. La continuidad de las producciones. 
5. La contratación de residentes en la Comunitat Valenciana y la 
implicación de empresas valencianas. 
6. La realización de iniciativas con componentes de creatividad 
e innovación. 
7. La elaboración de planes de promoción, distribución y exhi-
bición. 
8. La protección de la accesibilidad de las personas con discapa-
cidad sensorial mediante la eliminación progresiva de barreras de 
comunicación, especialmente a través de la subtitulación y de la 
incorporación de la lengua de signos española (LSE) a las obras 
audiovisuales. Además, se promoverán servicios adicionales de 
televisión que la tecnología de la televisión digital terrestre per-
mite y que puedan servir para facilitar el acceso de las personas 
con discapacidad sensorial a los medios televisivos. 
9. La difusión y promoción de los derechos de los consumidores y 
usuarios en el ámbito del audiovisual. 
b) Proporcionar los instrumentos necesarios para la protección, 
conservación y salvaguarda del patrimonio audiovisual de la Co-
munitat Valenciana. 

c) Coordinar las acciones de La Generalitat en materia audiovi-
sual con las que promuevan, el resto de Comunidades Autóno-
mas, el Estado y la Unión Europea. 
d) Colaborar en el ámbito audiovisual con el conjunto de las ad-
ministraciones públicas, organizaciones empresariales y profesio-
nales, asociaciones de consumidores y usuarios y otras entidades 
relacionadas con el sector. 
e) Fomentar la presencia del sector audiovisual valenciano no 
sólo en el ámbito autonómico, sino también en los ámbitos na-
cional e internacional. Impulsar la proyección exterior mediante 
el diseño de acciones singulares, la creación de consorcios de co-
mercialización, la suscripción de convenios o cualesquiera otros 
instrumentos adecuados a este fin. 
f) Detectar las posiciones dominantes y las prácticas abusivas en 
el mercado audiovisual, en colaboración con el Consell Audiovi-
sual de la Comunitat Valenciana de la Comunitat Valenciana, de 
manera que se garantice la igualdad de oportunidades en el ám-
bito de la distribución; y poner en conocimiento de los órganos 
de defensa de la competencia los actos, acuerdos, prácticas o 
conductas de los que pudieran tener noticia y que pudieran resul-
tar contrarios a la legislación vigente en materia de defensa de la 
competencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de 
la Ley 15/2001, de 9 de julio, que regula el fomento y promoción 
de la cinematografía y el sector audiovisual. 
g) En general, todas aquellas líneas de actuación que fomenten la 
producción, distribución y exhibición de las obras audiovisuales 
valencianas, así como la ampliación, mejora e internacionaliza-
ción del sector audiovisual de la Comunitat Valenciana.

TÍTULO II  
Organización administrativa del sector audiovisual  

CAPÍTULO I 
Competencias de la Generalitat 

Artículo 4. Competencias de La Generalitat 
1. Corresponde a La Generalitat, a través del Departamento que 
ostente las competencias en materia audiovisual, el fomento de 
todas las actividades relacionadas con la creación, producción, 
investigación y conservación de obras audiovisuales valencianas, 
así como la regulación de su difusión dentro de su ámbito de 
competencia territorial. 
2. Corresponde al Departamento que ostente las competencias 
en materia audiovisual: 
a) Proponer al Consell de La Generalitat la estrategia general de 
las políticas públicas en materia audiovisual. 
b) La ejecución de programas y acciones para el desarrollo del sector 
audiovisual. 
c) La elaboración de los proyectos de reglamentos de desarrollo de la 
presente Ley, para su aprobación por el Consell de La Generalitat. 
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y de las empresas del sector, para establecer, mediante convenios 
anuales, los objetivos y las modalidades de la formación profe-
sional no cubiertas por los programas reglados y adaptada a las 
cambiantes necesidades concretas del sector. 
c) Fomentar la formación continuada y el reciclaje de técnicos y 
profesionales de común acuerdo con las asociaciones empresa-
riales, profesionales y con otras asociaciones o entidades directa-
mente vinculadas con el sector. 
d) Favorecer las iniciativas de formación que utilicen las nuevas 
tecnologías. 
5. El Departamento competente en materia audiovisual promove-
rá, de manera coordinada con otros Departamentos competentes 
de La Generalitat, la enseñanza del audiovisual en los niveles de 
la enseñanza no universitaria prestando una especial atención a 
aquellas iniciativas que redunden en la educación de nuevas au-
diencias sensibles a los valores implícitos en las obras audiovisua-
les y cinematográficas valencianas, españolas y europeas.  
6. El Departamento competente en materia audiovisual prestará 
un apoyo especial a cuantas acciones de mejora, innovación y 
excelencia de las distintas prácticas profesionales que concurren 
en la actividad audiovisual sean planteadas por las asociaciones 
o entidades interesadas.  

CAPÍTULO III 
Reserva de programación televisiva 
Artículo 10. Obras audiovisuales y cinematográficas valencianas 
 
1. Los operadores de televisión comprendidos en el ámbito de 
aplicación de la presente Ley, establecido en el artículo 2, debe-
rán reservar el 20% de su tiempo de emisión anual a la difusión 
de obras audiovisuales y cinematográficas valencianas. 
2. Tendrán la consideración de obras audiovisuales y cinemato-
gráficas valencianas, las obras originarias de la Comunitat Valen-
ciana realizadas por una empresa de producción establecida a 
todos los efectos en la Comunitat Valenciana, que cumplan los 
siguientes requisitos: 
a) Que los autores (guionistas, directores y músicos) de la obra 
sean residentes en la Comunitat Valenciana, al menos en un 75 
por 100. 
b) Que los integrantes de los equipos técnicos y artísticos que 
participen en su elaboración, tales como intérpretes (sin compu-
tar a tal efecto los de figuración), los directores de producción, 
de fotografía, de sonido, de montaje, de decorados y de vestua-
rio, sean, al menos, en un 75 por 100, residentes en la Comunitat 
Valenciana. 
c) Que el rodaje, salvo exigencias del guión, la posproducción en 
estudio y los trabajos de laboratorio, se realicen en territorio de 
la Comunitat Valenciana.  
3. Asimismo, tendrán la consideración de obras audiovisuales y 
cinematográficas valencianas las coproducidas por una empre-

sa de producción residente a todos los efectos en la Comunitat 
Valenciana, junto con otras empresas de producción de fuera de 
la Comunidad, siempre que la empresa valenciana tenga como 
mínimo una participación del 30 por 100 en el coste total de la 
producción y la contribución de los equipos técnicos y artísiticos 
valencianos a la misma alcance, al menos, el mismo porcentaje. 
4. Las ayudas económicas de La Generalitat que, en su caso, 
puedan concederse al coproductor valenciano con arreglo a la 
presente Ley y su posterior desarrollo reglamentario, y los con-
secuentes derechos y obligaciones que las mismas generen, le 
serán atribuidos a dicho coproductor exclusivamente, no admi-
tiéndose pacto en contrario. 
5. Por el organismo competente de La Generalitat será expedi-
do, a petición de los interesados, un certificado o título de obra 
audiovisual valenciana a aquéllas que cumplan los anteriores re-
quisitos.  
6. Las obras audiovisuales valencianas se realizarán en su versión 
original preferentemente en valenciano. 

Artículo 11. Obras audiovisuales y cinematográficas valencianas 
de productores independientes 
1. Los operadores de televisión, dentro del período de tiempo 
establecido en el apartado 1 del artículo anterior, reservarán un 
mínimo del 10% de su tiempo total de emisión a obras valen-
cianas de productores independientes respecto de las entidades 
titulares de servicios de televisión, de las que más de la mitad 
deberán haber sido producidas en los últimos cinco años. 
2. Se considerará productor independiente, a los efectos de esta 
Ley, a todo aquel productor que cumpla los requisitos estableci-
dos en la definición de “productor independiente” recogida en la 
normativa básica estatal. 

Artículo 12. Exclusión del cómputo 
1. A los efectos de los artículos anteriores de este capítulo, no 
se computará como tiempo de emisión el dedicado a informa-
ciones, transmisiones deportivas, concursos o juegos, publicidad, 
televenta y cualesquiera servicios interactivos. 
2. A los mismos efectos, en los servicios de pago para las emi-
siones de televisión de un operador que se contraten de forma 
conjunta e inseparable dentro de una determinada oferta, las 
disposiciones de los citados artículos se aplicarán a su tiempo 
total de emisión. 

Artículo 13. Programación accesible 
1. Los operadores de televisión autonómica comprendidos en el 
ámbito de aplicación de la presente Ley deberán reservar el 20% 
de la programación diaria a la emisión de programas accesibles 
a las personas con discapacidad sensorial auditiva mediante sub-
titulado y la inclusión de la lengua de signos española (LSE), y 
garantizar un incremento progresivo y constante. 

audiovisual, para lo cual podrán concertarse por La Generalitat 
los oportunos convenios de colaboración o cooperación con en-
tidades financieras. 
c) Ayudas para la amortización de los costes de producción de las 
obras cinematográficas valencianas teniendo en cuenta criterios 
objetivos de carácter automático como la aceptación de los es-
pectadores en el período de proyección en las salas de exhibición 
cinematográfica, y la recaudación obtenida por las mismas duran-
te el tiempo que reglamentariamente se determine. 
d) Ayudas directas y financieras para el desarrollo de proyectos 
y elaboración de guiones de obras cinematográficas y audiovi-
suales. 
4. La Generalitat destinará ayudas al sector audiovisual que se 
instrumentarán mediante la suscripción de Protocolos y Conve-
nios de Colaboración con otras Administraciones, instituciones, 
entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, em-
presas de televisión, asociaciones y federaciones empresariales y 
profesionales y otras entidades. 
5. Para establecer el importe de la ayuda general a la amortiza-
ción de costes de producción prevista en la letra c) del apartado 
3 se tendrá en consideración el crédito presupuestario destinado 
a estas ayudas, el volumen de las solicitudes existentes para cada 
convocatoria y la totalidad de la recaudación de las películas que 
concurren a la misma. 
6. La concesión de las ayudas para la creación y producción de 
películas y obras audiovisuales tendrá en cuenta su interés cul-
tural y social y su contribución a la transmisión de valores de-
mocráticos, así como su calidad y valores artísticos, la utilización 
del valenciano, la incorporación de las nuevas tecnologías de la 
comunicación, y las garantías de acceso a las películas para las 
personas con discapacidad. 
7. Una vez que se haya constituido y entre en funcionamiento 
el Registro General de Empresas Audiovisuales de la Comunitat 
Valenciana, sólo podrán optar a las ayudas y a las medidas de pro-
moción y fomento del sector audiovisual las empresas inscritas 
en él y aquellas empresas españolas y de otros Estados miembros 
de la Unión Europea y pertenecientes al Espacio Económico Eu-
ropeo que adquieran el compromiso de abrir una sede o sucursal 
en la Comunitat Valenciana e inscribirse en el citado Registro en 
el caso de ser beneficiarias de alguna ayuda. (5) 
8. A efectos de determinar el límite de las ayudas, que se esta-
blecerá reglamentariamente y que en ningún caso podrá ser de 
tal cuantía que, por sí sola o sumada a otras ayudas de carácter 
público, sea superior al coste total de la actividad para la que se 
solicite, se entenderá por inversión del productor o de la empresa 
audiovisual la cantidad aportada por la misma con recursos pro-
pios, con recursos ajenos de carácter reintegrable o en concepto 
de cesión de los derechos de explotación de la película u obra 
audiovisual. 
En ningún caso podrán computarse como inversión del productor 

o de la empresa audiovisual las subvenciones percibidas, ni las 
aportaciones realizadas en concepto de coproductor o de pro-
ductor asociado por cualquier Administración, entidad, empresa 
pública o sociedad que presten servicios de televisión. 
9. Las obras cinematográficas y audiovisuales que resulten ca-
lificadas “X” así como las que por sentencia fuesen declaradas 
en algún extremo constitutivas de delito, no tendrán acceso a 
ayudas públicas de La Generalitat. 
10. Tampoco tendrán acceso a las ayudas públicas de La Generali-
tat las películas publicitarias a excepción de las promocionales de 
intereses generales sectoriales, turísticos o culturales. 
 
CAPÍTULO II 
Fomento y coordinación de las actividades de investigación y for-
mación relativas al sector audiovisual 

Artículo 9. Estímulo de la investigación y la formación 
1. Con el fin de potenciar, actualizar y mejorar las acciones en 
curso, o de nueva implantación, relativas a la investigación de 
contenidos, mercados y nuevas tecnologías, por una parte, y re-
lativas a la formación de los técnicos y profesionales del sector 
audiovisual, por otra, el Departamento competente en esta mate-
ria establecerá medidas de coordinación y fomento dentro de los 
límites presupuestarios aprobados en cada ejercicio. 
2. Se procurará que las acciones de coordinación y estímulo de la 
investigación y de la formación cuenten con la colaboración de 
cuantas instituciones, públicas o privadas, concurren en el sector 
y potencian la sinergia de conjunto, como RTVV y la Ciudad de 
la Luz, y, de manera especial, las de naturaleza investigadora y 
docente.  
3. Las acciones de coordinación y fomento de la investigación 
irán dirigidas a: 
a) Identificar y promover nuevos programas, referidos a la inves-
tigación de contenidos, mercados, necesidades profesionales, 
desarrollos tecnológicos y otros, dentro de las estrategias que 
desarrollan las distintas Administraciones. 
b) Coordinar los recursos disponibles en el sector público valen-
ciano para satisfacer adecuadamente las exigencias de investiga-
ción y estudio planteadas por las actividades del Consell Audiovi-
sual de la Comunitat Valenciana.  
4. Las acciones de coordinación y fomento de la formación irán 
dirigidas a: 
a) Aprovechar los mecanismos de colaboración existentes, o 
crear otros nuevos cuando sea necesario, para establecer una 
actualización permanente de los curricula académicos de manera 
que se logre la mayor adecuación entre la oferta de formación de 
nuevos profesionales y las necesidades de creación y producción 
definidas por la actividad empresarial del sector.  
b) Aunar los recursos de los distintos Departamentos de La Gene-
ralitat, y de otras Administraciones como la estatal y la europea, 
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ble a las personas con discapacidad sensorial. 
2. Se estimará cumplida la previsión establecida en el apartado 
anterior, desde el momento en que el operador de televisión haga 
pública su programación por cualquier medio. 
3. Sólo serán posibles las modificaciones en la programación 
anunciada que sean consecuencia de sucesos ajenos a la vo-
luntad del operador de televisión y que no hubieran podido ser 
razonablemente previstas en el momento de hacerse pública su 
programación. 

Artículo 18. Contenido de la información 
1. En relación con la programación a que se refiere el artículo an-
terior, se deberá informar, como mínimo, sobre el título y el tipo o 
el género de todos los programas que se prevé emitir, salvo los de 
duración inferior a quince minutos. Reglamentariamente se desa-
rrollará el contenido de la información que deberá suministrarse. 
2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio 
de los acuerdos a los que se pueda llegar entre los operadores de 
televisión y los titulares de los medios de comunicación, respecto 
del suministro de cualquier información adicional. 

Artículo 19. Comunicaciones de interés público 
Las empresas y entidades públicas o privadas que presten servi-
cios de difusión de información por radio, televisión u otros so-
portes técnicos audiovisuales en la Comunitat Valenciana están 
obligadas a difundir, gratuitamente y con indicación de su origen, 
las comunicaciones o declaraciones que el Gobierno de España 
y el Consell de La Generalitat estimen necesarias en razón de su 
interés público, de acuerdo con lo establecido en la Ley 4/1980, 
de 10 de enero, por la que se aprueba el Estatuto de la Radio y 
Televisión, en la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Privada, 
y en la Ley 7/1984, de 4 de julio, de creación de la entidad pública 
Radiotelevisión Valenciana. 
Así mismo, estarán obligados a subtitular y emitir en lengua de 
signos española (LSE) todas aquellas comunicaciones que emitan 
de interés público efectuadas por el Gobierno de España o por el 
Consell de La Generalitat. 

Artículo 20. Obligaciones y Prohibiciones 
1. Las emisiones de televisión y de los demás medios de comu-
nicación audiovisuales no incluirán programas que fomenten el 
odio, el desprecio o la discriminación por motivos de nacimiento, 
sexo, religión, nacionalidad, discapacidad, opinión o cualquier 
otra circunstancia personal o social. 
2. Las emisiones de televisión y del resto de medios audiovisuales 
habrán de respetar, en todo caso, los preceptos constitucionales; 
en particular, los derechos al honor, a la intimidad personal y fa-
miliar y a la propia imagen. 
Artículo 21. Deberes de los presentadores y directores de progra-
mas de televisión 

1. Los presentadores y moderadores de programas de televisión y, 
en todo caso, los directores de los mismos, serán los responsables 
de adoptar las medidas adecuadas para evitar que en el progra-
ma se produzcan agresiones físicas, manifestaciones injuriosas o 
vejatorias o que puedan lesionar el derecho al honor o a la inti-
midad personal y familiar, actuaciones de contenido racista, xe-
nófobo o contrarias a la igualdad de género y a la libertad sexual, 
o cualquier otra conducta similar lesiva de los valores de la dig-
nidad humana y del respeto a los derechos de los ciudadanos, así 
como procurar una inmediata rectificación o reparación de los 
derechos de las personas afectadas, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas y de las responsabilidades civiles o penales que 
se puedan derivar. 
2. Los directores y productores de programas de televisión adop-
tarán las medidas necesarias para evitar que, en el transcurso de 
los mismos, se emitan mensajes telefónicos, de correo electróni-
co o de similares características con contenidos que incurran en 
lo previsto en el apartado anterior. 

CAPÍTULO III 
Protección a los menores 

Artículo 22. Protección de los menores 
No se podrán utilizar imágenes o mensajes que puedan perjudicar 
el desarrollo físico, mental o moral de los menores. A este efecto, 
se deberán respetar los siguientes principios: 
a) No se deberá incitar a los menores a la compra de un producto o 
de un servicio explotando su inexperiencia o su credulidad, ni a que 
persuadan a sus padres o tutores, o a los padres o tutores de terce-
ros, para que compren los productos o servicios de que se trate. 
b) En ningún caso se deberá explotar la especial confianza de los 
niños en sus padres, profesores o en otras personas, tales como 
profesionales de programas infantiles o, eventualmente, en per-
sonajes de ficción. 
c) No podrá, sin un motivo justificado, presentarse a los niños en 
situaciones peligrosas. 
d) En caso de publicidad o de televenta de juguetes, éstas no 
deberán inducir a error sobre las características de los mismos, 
ni sobre su seguridad, ni tampoco sobre la capacidad y aptitudes 
necesarias en el niño para utilizar dichos juguetes sin producir 
daño para sí o para terceros. 
e) No se deberán incluir programas, ni escenas, ni mensajes de 
cualquier tipo que puedan perjudicar seriamente el desarrollo fí-
sico, mental o moral de los menores, ni programas que fomenten 
el odio, el desprecio o la discriminación por motivos de nacimien-
to, raza, sexo, religión, nacionalidad, opinión o cualquier otra cir-
cunstancia personal o social. 
f) La emisión de programas susceptibles de perjudicar el desa-
rrollo físico, mental o moral de los menores sólo podrá realizarse 
entre las veintitrés horas del día y las seis horas del día siguiente, 

2. Los operadores autonómicos de televisión de titularidad públi-
ca reservarán el 50% de la programación diaria a la emisión de 
programas accesibles a las personas con discapacidad sensorial 
auditiva mediante subtitulado y la inclusión de la lengua de sig-
nos española (LSE). Este porcentaje se incrementará gradualmen-
te hasta alcanzar el 100% en el plazo de 10 años. 
3. Los operadores de televisión local comprendidos en el ámbito 
de aplicación de la presente Ley procurarán conseguir, de manera 
progresiva, el porcentaje de programación diaria establecidos en 
el apartado 1 de este artículo. 
4. Se otorgará una especial consideración y protección a los dere-
chos de accesibilidad de la infancia y juventud con discapacidad 
sensorial auditiva, para potenciar de esta manera su correcto de-
sarrollo físico, mental y moral. 
La exclusión del cómputo mencionado en el artículo 12 no será 
aplicable a lo señalado en el presente artículo. 

Artículo 14. Control de rendimientos de las obras cinematográficas
 1. Las salas de exhibición cinematográfica de la Comunitat Va-
lenciana cumplirán los procedimientos establecidos o que se 
puedan establecer reglamentariamente de control de asistencia 
y declaración de rendimientos que permitan conocer con la ma-
yor exactitud, rapidez y fiabilidad los ingresos que obtienen las 
películas a través de su explotación en las salas de exhibición 
cinematográfica, con el detalle suficiente para servir de soporte 
a la actuación administrativa y al ejercicio de derechos legítimos 
de los particulares. El procedimiento de control se basará en la 
utilización de billetes reglamentados que serán de entrega obli-
gatoria a todos los espectadores y se expedirán con las formali-
dades prescritas. 
 2. A los efectos de lo previsto en el apartado 1, podrá el órgano 
competente auxiliarse de la información suministrada por entida-
des creadas para la obtención de datos que tengan implantación 
en toda España y solvencia profesional reconocida.

TÍTULO IV  
Contenidos de la programación  
 
CAPÍTULO I 
Principios generales 

Artículo 15. Régimen jurídico 
1. El contenido de la programación de televisión dentro del ámbito 
de aplicación de esta Ley se ajustará a lo dispuesto en este Título, 
sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación básica del Estado. 
2. La programación de los medios audiovisuales de comunicación 
social se ajustará a los principios enunciados en el artículo si-
guiente. 
Artículo 16. Principios generales de la programación 
Las emisiones de las entidades o concesionarios que prestan los 

servicios de televisión y de radiodifusión sonora deben ajustarse 
a los siguientes principios: 
a) El respeto de los valores y principios que informan la Constitu-
ción Española y el Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valen-
ciana y los derechos y libertades que reconocen y garantizan. 
b) El respeto al pluralismo político, religioso, social, cultural, ideo-
lógico y lingüístico. 
c) El respeto al honor, la fama y la vida privada de las personas.  
d) El respeto y la promoción de los valores de igualdad y de no 
discriminación por razón de raza, sexo, nacimiento, religión, opi-
nión, discapacidad o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social. 
e) La objetividad, veracidad e imparcialidad de las informaciones, 
así como la diferenciación en los contenidos y formatos de lo que 
es información, de lo que es publicidad o propaganda. 
f) La adecuada separación entre informaciones y opiniones y la 
identificación de quienes sustentan estas últimas y su libre ex-
presión, con los límites establecidos por el artículo 20.4 de la 
Constitución Española. 
g) La protección de la juventud y de la infancia, velando así mis-
mo por los derechos y necesidades de los menores y jóvenes con 
discapacidades sensoriales, con una programación adecuada a 
sus necesidades en horarios específicos. 
h) La promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer. 
i) La defensa y la preservación del medio ambiente. 
j) La protección, fomento y normalización del valenciano. 
k) La promoción y difusión de la cultura valenciana, así como el 
respeto a la identidad, instituciones y símbolos de la Comunitat 
Valenciana, presentando y representando en todo momento el 
territorio de la Comunidad Autónoma como una realidad propia y 
diferenciada tanto en sus aspectos gráficos como en sus descrip-
ciones, de conformidad con el ordenamiento jurídico.  
l) La promoción de los intereses de la Comunitat Valenciana, im-
pulsando para ello la participación de sus grupos sociales, con 
objeto de fomentar, promover y defender la cultura y convivencia 
en ese ámbito, así como la vertebración territorial de la Comu-
nidad. 
 
CAPÍTULO II 
Derechos de los usuarios 

Artículo 17. Derecho a la información sobre la programación de 
televisión 
1. Constituye un derecho de los telespectadores, en cuanto usua-
rios, el conocer con antelación suficiente la programación de 
televisión, incluidas las películas cinematográficas y la retransmi-
sión de espectáculos. Para hacer efectivo este derecho de infor-
mación, los operadores de televisión habrán de hacer pública su 
programación diaria con la antelación que reglamentariamente 
se determine, con indicación expresa de la programación accesi-



074 075

Podrán insertarse, igualmente, publicidad y anuncios de televen-
ta en las emisiones deportivas en aquellos momentos en los que 
el desarrollo del acontecimiento retransmitido se encuentre deteni-
do, siempre que esta detención tenga una duración programada. 
3. En los programas de naturaleza distinta a la de los señalados en 
el apartado anterior, las interrupciones sucesivas para la inserción 
de publicidad y anuncios de televenta dentro de los programas 
deberán estar separadas por períodos de tiempo de veinte mi-
nutos como mínimo, sin perjuicio de lo que se dispone en los 
párrafos siguientes. 
El lapso de tiempo que transcurra entre la emisión de la publici-
dad y la televenta anterior o posterior a un programa y las prime-
ras o últimas interrupciones para insertar publicidad dentro de 
aquél podrá ser inferior a veinte minutos. 
Por una sola vez dentro de cada programa, el lapso de tiempo 
entre dos períodos dedicados a la publicidad y los anuncios de 
televenta podrá ser también inferior a veinte minutos, pero no 
menor a quince minutos, para respetar las pausas naturales del 
mismo. 
4. Las obras audiovisuales, como largometrajes cuya duración 
programada de transmisión sea superior a cuarenta y cinco minu-
tos, podrán ser interrumpidas una vez por cada período completo 
de cuarenta y cinco minutos, autorizándose otra interrupción si 
la duración total programada de la transmisión excede al menos 
en veinte minutos de dos o más de los citados periodos de cua-
renta y cinco minutos. Estas interrupciones deberán respetar la 
integridad y el valor de la obra, de la que no podrán omitirse 
los títulos de crédito, ni truncarse ni acortar su duración natural 
aumentando su velocidad. 
Se exceptúan de lo dispuesto en este apartado las series, seriales 
y emisiones de entretenimiento, a las cuales será de aplicación, en 
su caso, lo dispuesto en los restantes apartados de este artículo. 
5. Los programas informativos, documentales, religiosos e infanti-
les no podrán ser interrumpidos por la publicidad ni la televenta, 
salvo cuando su duración programada sea superior a treinta mi-
nutos, en cuyo caso se aplicará lo establecido en los apartados 1, 
2 y 3 de este artículo. 
6. No podrá insertarse publicidad ni televenta en la emisión de 
servicios religiosos. 
7. Se entiende como “duración programada”, a los efectos de este 
artículo, el lapso de tiempo total de duración del programa u obra 
incluidos los espacios publicitarios existentes dentro de la obra 
o programa. 
8. Durante los periodos dedicados a la publicidad y a los anun-
cios de televenta, las condiciones técnicas de emisión de la se-
ñal deberán, en todo caso, respetar los parámetros establecidos 
en la norma técnica aplicable al medio de transmisión de que 
se trate. Los operadores habilitados para la difusión de la señal 
de televisión deberán adoptar las medidas necesarias para que, 
en ningún caso, los procesos de tratamiento de las señales origi-

narias produzcan en el telespectador un efecto de incremento 
sonoro notoriamente perceptible, respecto de la emisión inme-
diatamente anterior. 
9. A los efectos de esta Ley, serán de aplicación las definiciones 
establecidas en el artículo 3 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, 
modificada por Ley 22/1999, de 7 de junio. 

Artículo 26. Tiempo de emisión dedicado a la publicidad en tele-
visión y a la televenta 
1. El tiempo total dedicado a la emisión de publicidad en todas 
sus formas y a la televenta, con exclusión de los programas de 
televenta regulados en el apartado 3 de este artículo, no será 
superior al 20 por 100 del tiempo diario de emisión. El tiempo de 
emisión dedicado a anuncios publicitarios no podrá superar el 15 
por 100 del tiempo total diario de emisión. 

2. Durante cada una de las horas naturales en que se divide el día, 
el tiempo de emisión dedicado a la publicidad en todas sus formas 
y a los anuncios de televenta, no podrá ser superior a diecisiete 
minutos. Respetando el límite anterior, el tiempo dedicado a los 
anuncios publicitarios y de televenta, excluida la autopromoción, 
no podrá superar los doce minutos durante el mismo período. 
3. Cada canal de televisión podrá dedicar hasta tres horas al día 
a la emisión de programas de televenta. Estos programas ten-
drán una duración mínima ininterrumpida de quince minutos y 
deberán identificarse como tales, con toda claridad, por medios 
ópticos o acústicos. 
El número máximo diario de programas de televenta difundidos 
por un canal de televisión no dedicado exclusivamente a esta ac-
tividad será de ocho. 
4. A efectos del presente artículo, no tendrán la consideración de 
publicidad los anuncios de servicio público o de carácter benéfi-
co, difundidos gratuitamente, ni los realizados por el operador de 
televisión en relación con sus propios programas. 

 Artículo 27. Canales de televenta y autopromoción 
1. Las limitaciones temporales impuestas a la televenta en esta 
ley no serán de aplicación a los canales de televisión dedicados 
exclusivamente a esta actividad. Dichos canales podrán emitir 
publicidad en las condiciones y dentro de los límites establecidos 
en la presente Ley. Sin embargo, no les será de aplicación lo pre-
visto en el apartado 2 del artículo 26. 
Para que les resulte de aplicación el régimen previsto en este 
apartado, los canales citados no podrán emitir programas distin-
tos de los de televenta y publicidad. 
2. Las limitaciones temporales impuestas a la publicidad no serán 
de aplicación a la relativa a la promoción de productos o servi-
cios del titular del canal, en los canales de televisión dedicados 
exclusivamente a ello. Dichos canales podrán emitir publicidad 
ajena, en las condiciones y dentro de los límites establecidos en 

y deberá ser objeto de advertencia sobre su contenido por me-
dios acústicos y ópticos. 
Cuando tales programas se emitan sin acceso condicional, debe-
rán ser identificados mediante la presencia de un símbolo visual 
durante toda su duración. 
Lo dispuesto en este apartado será también de aplicación a las 
emisiones dedicadas a la publicidad, a la televenta y a la promo-
ción de la propia programación. 
g) Al comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al 
reanudarse la misma después de cada interrupción para insertar 
publicidad y anuncios de televenta, una advertencia, realizada 
por medios ópticos y acústicos, y que contendrá una calificación 
orientativa, informará a los espectadores de su mayor o menor 
idoneidad para los menores de edad. 
En el caso de películas cinematográficas, esta calificación será la 
que hayan recibido para su difusión en salas de exhibición cine-
matográfica o en el mercado de la videograbación de uso domés-
tico, de acuerdo con su regulación específica. Ello se entiende sin 
perjuicio de que los operadores de televisión puedan completar 
la calificación con indicaciones más detalladas para mejor infor-
mación de los padres o responsables de los menores. 
En los restantes programas, corresponderá a los operadores, indivi-
dualmente o de manera coordinada, la calificación de sus emi-
siones. 
Para el caso en que los operadores de televisión no se hubieran 
puesto de acuerdo respecto al sistema uniforme de presentación 
de estas calificaciones, el Consell Audiovisual de la Comunitat 
Valenciana propondrá con carácter vinculante al Gobierno auto-
nómico las normas precisas para asegurar su funcionamiento.  
Lo dispuesto en el párrafo anterior se refiere únicamente a medi-
das de carácter adicional o complementario respecto a las adop-
tadas con carácter básico por la administración del Estado. 
Artículo 23. Emisión de obras cinematográficas pornográficas o 
de alto contenido violento 
1. La emisión de películas pornográficas o de alto contenido vio-
lento calificadas como “X” sólo podrá hacerse, con las advertencias 
legales oportunas, entre la una y las seis horas de la madrugada. 
2. Cuando la emisión de las obras descritas en el apartado ante-
rior se realice técnicamente a través de instrumentos de pago 
por visión, se deberá permitir al titular del servicio la posibilidad 
de impedir accesos no deseados sin coste complementario. En 
todo caso, las imágenes no se podrán visualizar fuera del horario 
de emisión legal. 
Asimismo, no será admisible la inserción de anuncios sobre estas 
obras cinematográficas fuera del referido horario restringido. 
 
CAPÍTULO IV 
Protección de los consumidores 
 
Artículo 24. Identificación y colocación de la publicidad en televi-

sión y los anuncios de televenta 
1. La publicidad y la televenta deberán ser fácilmente identifi-
cables y diferenciarse claramente de los programas, a través de 
medios ópticos o acústicos. 
2. Los anuncios publicitarios y de televenta se emitirán de forma 
agrupada. Sólo excepcionalmente se podrán emitir anuncios pu-
blicitarios y de televenta aislados. 
3. La publicidad televisiva y los anuncios de televenta deberán 
insertarse entre los programas. 
No obstante, con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente, 
también podrán insertarse interrumpiendo los programas, siem-
pre que no se perjudique su unidad ni se desmerezca el valor o 
la calidad de éstos y las interrupciones se realicen teniendo en 
cuenta las propias pausas naturales del programa, su duración 
y su naturaleza, y de modo que en ningún caso se perjudiquen 
los derechos de los titulares de los programas dentro de cuya 
emisión se produzcan. 
4. En la emisión de publirreportajes, telepromociones y, en ge-
neral, de aquellas formas de publicidad distintas de los anuncios 
televisivos que, por las características de su emisión, podrían 
confundir al espectador sobre su carácter publicitario, deberá 
superponerse, permanentemente y de forma claramente legible, 
una indicación gráfica con la palabra “publicidad”. 
5. En las emisiones deportivas podrán insertarse mensajes publi-
citarios y de televenta, utilizando elementos gráficos superpues-
tos o cualquier otro tratamiento de la imagen, únicamente en 
aquellos momentos en que el desarrollo del acontecimiento re-
transmitido se encuentre detenido y siempre que no se perturbe 
la visión del acontecimiento ni se empleen elementos gráficos 
superpuestos que ocupen más de una sexta parte de la pantalla. 
Estos mensajes consistirán, exclusivamente, en textos escritos y 
no podrán contener otras imágenes reales ni de animación que el 
logotipo estático de la marca. 

Artículo 25. Reglas especiales sobre la publicidad en televisión 
y la televenta 
1. En los programas compuestos de partes autónomas sólo podrá 
insertarse la publicidad y los anuncios de televenta entre aquellas 
partes autónomas. 
2. En las emisiones o programas deportivos o de acontecimientos 
o espectáculos de estructura similar que cuenten con intervalos 
de tiempo entre cada una de las partes que los compongan sólo 
podrá insertarse la publicidad y los anuncios de televenta durante 
estos intervalos. 
Para las emisiones deportivas a las que no sea de aplicación lo 
dispuesto en el párrafo anterior, regirá la regla fijada en el párrafo 
primero del apartado 3 de este artículo, con la salvedad de que 
no podrán interrumpirse para emitir publicidad y anuncios de te-
leventa en los momentos de máximo interés del acontecimiento 
retransmitido. 
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cuya publicidad esté prohibida, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 28 y 29 de esta Ley. No obstante, se autoriza el 
patrocinio de programas televisivos por parte de entidades que 
fabriquen, distribuyan o vendan medicamentos, productos sani-
tarios o tratamientos médicos siempre que sólo se haga mención 
al nombre de la entidad patrocinadora, sin referencia a los pro-
ductos o servicios que ofrezca. 
3. No podrán patrocinarse programas diarios sobre noticias ni de 
actualidad política. Tampoco serán patrocinables las partes en 
que puedan dividirse los referidos programas, salvo las dedicadas 
a información deportiva y meteorológica. 
Los períodos de tiempo dedicados a identificar el patrocinio te-
levisivo, a los que se hace referencia en el apartado 1.a) de este 
artículo, no se cuantificarán a efectos de los tiempos máximos de 
publicidad previstos en el artículo 26.

TÍTULO V  
De la televisión digital en la Comunitat Valenciana  

CAPÍTULO I 
Televisión digital terrenal de ámbito autonómico 

 Artículo 32. Canales de cobertura autonómica  
1. La Generalitat ostentará la titularidad de los canales múltiples 
digitales destinados a la cobertura del territorio de esta Comuni-
dad Autónoma que le sean asignados con arreglo a lo establecido 
en la legislación del Estado, en el Plan Técnico Nacional de Tele-
visión Digital Terrestre. 
2. En todo caso, corresponde a la Comunitat Valenciana la titulari-
dad de un canal múltiple digital, mediante red de multifrecuencia 
(MFN), con cobertura en el territorio de la Comunidad Autónoma, 
y con capacidad para efectuar desconexiones de ámbito provin-
cial, de conformidad con lo establecido en la legislación del Esta-
do, en el Plan Técnico Nacional de Televisión Digital Terrestre. 
3. Corresponde a la Comunitat Valenciana la titularidad de aque-
llos otros canales múltiples digitales de cobertura autonómica 
que puedan configurarse de acuerdo con las disponibilidades del 
espectro radioeléctrico en el territorio de la Comunitat Valenciana. 

Artículo 33. Gestión de los canales múltiples digitales de titula-
ridad autonómica  
1. En cada canal múltiple digital de cobertura autonómica serán 
objeto de aprovechamiento separado al menos cuatro programas 
de televisión digital. Dichos programas de televisión podrán ser 
gestionados por entidades diferentes de acuerdo con lo estable-
cido en esta Ley. 
2. Dentro del canal múltiple digital a que se refiere el apartado 
2 del artículo anterior se explotarán en régimen de gestión in-
directa, a través de las correspondientes concesiones adminis-

trativas, al menos dos programas de televisión digital de ámbito 
autonómico. 
3. La explotación de los programas integrados en los canales múl-
tiples digitales a que se refiere el apartado 3 del artículo anterior 
se llevará a cabo en régimen de gestión indirecta, a través de las 
correspondientes concesiones administrativas, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo siguiente. 

Artículo 34. Emisiones digitales del Ente Público Radio Televisión 
Valenciana  
El Ente Público Radio Televisión Valenciana colaborará activa-
mente con la administración Autonómica en el desarrollo e im-
pulso de la tecnología digital en el ámbito de la televisión. A estos 
efectos dispondrá de los programas de televisión digital necesa-
rios para la realización de sus emisiones y para atender las fun-
ciones de servicio público que tiene legalmente encomendadas, 
de acuerdo, en todo caso, con las disponibilidades del espectro 
radioeléctrico. 

Artículo 35. Concesión de títulos habilitantes de Televisión Digital 
Terrenal (TDT) de ámbito autonómico  
1. Corresponde a La Generalitat el otorgamiento de la concesión 
administrativa del aprovechamiento integral de los canales múl-
tiples digitales de ámbito autonómico regulados en este Capítulo, 
así como de cada uno de los programas integrados en los mismos 
cuando fueren objeto de explotación diferenciada. 
 2. Las concesiones administrativas reguladas en el apartado an-
terior se otorgarán mediante concurso público abierto con arre-
glo a la legislación general de contratos de las Administraciones 
Públicas de aplicación a La Generalitat. 
3. El impulso y gestión del procedimiento administrativo para el 
otorgamiento de los títulos habilitantes regulados en este artícu-
lo corresponderá a los órganos competentes del Departamento 
que ostente las competencias en materia audiovisual. 
 4. El otorgamiento de las concesiones administrativas correspon-
derá al Consell de La Generalitat. 
Artículo 36. Extensión y efectos de las concesiones administra-
tivas de Televisión Digital Terrenal (TDT) de ámbito autonómico: 
Garantía analógica 
 1. Los titulares de concesiones administrativas de Televisión Digi-
tal Terrenal (TDT) de ámbito autonómico que ostenten, a su vez, 
otros títulos habilitantes para la prestación del servicio público 
de televisión con tecnología analógica, podrán simultanear sus 
emisiones con ambas tecnologías hasta el momento en que se 
produzca el cese definitivo de emisiones televisivas analógicas 
con arreglo a lo dispuesto en la legislación general del Estado. 
2. Los titulares de concesiones administrativas de Televisión Digi-
tal Terrenal (TDT) de ámbito autonómico otorgadas en virtud de 
lo dispuesto en esta Ley podrán simultanear sus emisiones con 
tecnología analógica, siempre que las disponibilidades técnicas 

la presente Ley para la publicidad en general. 
Para poder acogerse a lo dispuesto en este apartado, los canales a 
los que se refiere no podrán emitir programas distintos de los desti-
nados a la autopromoción y a la publicidad por cuenta de terceros. 
Artículo 28. Publicidad en televisión y televenta ilícitas  
1. Además de las formas de publicidad indicadas en el artículo 
3 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, general de publicidad, 
son ilícitas, en todo caso, la publicidad en televisión y la televen-
ta que fomenten comportamientos perjudiciales para la salud o 
la seguridad humanas o para la protección del medio ambiente; 
atenten al debido respeto a la dignidad de las personas o a sus 
convicciones religiosas y políticas o las discriminen por motivos 
de nacimiento, raza, sexo, religión, discapacidad, nacionalidad, 
opinión, o cualquier otra circunstancia personal o social. 
2. Igualmente son ilícitas la publicidad y la televenta que inciten 
a la violencia o a comportamientos antisociales, que apelen al 
miedo o a la superstición o que puedan fomentar abusos, impru-
dencias, negligencias o conductas agresivas. 
3. Tendrán la misma consideración la publicidad y la televenta 
que inciten a la crueldad o al maltrato a las personas o a los ani-
males o a la destrucción de bienes de la naturaleza o culturales. 
4. Es también ilícita la publicidad de aquellos productos o ser-
vicios cuya efectividad para el resultado que se espera no sea 
demostrable mediante pruebas contrastadas. 
5. Asimismo, es ilícita la publicidad basada en la utilización de 
recomendaciones u opiniones de profesionales, o actores que 
los representen, cuya actividad esté relacionada con la rama del 
producto o servicio anunciado, cuando se utiliza el principio de au-
toridad. 
6. Resulta igualmente ilícita aquella publicidad de vehículos mo-
torizados que destaque de los mismos la potencia y velocidad 
alcanzable, y que potencie comportamientos imprudentes, como 
la rapidez de desplazamiento, para la seguridad vial. 
7. La publicidad y la televenta no deberán utilizar técnicas subli-
minales, entendiendo por tales las que contienen los elementos 
que se recogen en la citada Ley General de Publicidad para defi-
nir la publicidad subliminal. 

Artículo 29. Publicidad en televisión y televenta prohibidas 
1. Además de lo que resulta de lo dispuesto en el artículo 8 de la 
Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, queda 
prohibida la emisión por televisión de: 
a) Cualquier forma, directa o indirecta, de publicidad y de tele-
venta de cigarrillos y demás productos del tabaco. 
b) Cualquier forma directa o indirecta de publicidad de medica-
mentos y tratamientos médicos que sólo puedan obtenerse por 
prescripción facultativa. 
c) La publicidad de contenido esencial o primordialmente polí-
tico, o dirigida a la consecución de objetivos de tal naturaleza, 
sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de 

junio, del Régimen Electoral General, y en la Ley 1/1987, de 31 de 
marzo, de La Generalitat, Electoral Valenciana. 
d) La televenta de medicamentos, tratamientos médicos y pro-
ductos sanitarios. 
2. Quedan prohibidas la publicidad y la televenta encubiertas. 
Artículo 30. Publicidad en televisión y televenta de bebidas alcohólicas 
1. Queda prohibida cualquier forma directa o indirecta de publici-
dad y de televenta de bebidas con graduación alcohólica superior 
a veinte grados centesimales. 
2. La publicidad y la televenta de las restantes bebidas alcohólicas 
deberá respetar los siguientes principios: 
a) No podrán estar dirigidas específicamente a las personas me-
nores de edad ni, en particular, presentar a los menores consu-
miendo dichas bebidas. 
b) No deberán asociar el consumo de alcohol a una mejora del 
rendimiento físico o de la conducción de vehículos ni dar impre-
sión de que el consumo de alcohol contribuye al éxito social o 
sexual, sugerir que las bebidas alcohólicas tienen propiedades te-
rapéuticas o un efecto estimulante o sedante, o que constituyen 
un medio para resolver conflictos. 
c) No deberán estimular el consumo inmoderado de bebidas al-
cohólicas u ofrecer una imagen negativa de la abstinencia o de la 
sobriedad, ni subrayar como cualidad positiva de las bebidas su 
contenido alcohólico. 

Artículo 31. Patrocinio televisivo.  
1. Los programas de televisión patrocinados deberán cumplir los 
siguientes requisitos: 
a) La acción de patrocinio y el patrocinador habrán de estar clara-
mente identificados como tales mediante el nombre, el logotipo, 
la marca u otros signos distintivos de aquél, al principio, al final 
de su emisión, o en los dos momentos. 
La acción de patrocinio y el patrocinador podrán identificarse 
también en las interrupciones publicitarias, así como en el trans-
curso del programa patrocinado siempre que ello se haga de for-
ma esporádica y sin perturbar el desarrollo del programa. 
Esta identificación no podrá incluir mensajes publicitarios desti-
nados a promover de forma directa o expresa, la compra o contrata-
ción de productos o servicios del patrocinador o de un tercero. 
b) El contenido y la programación de una emisión patrocinada no 
podrán, en ningún caso, ser influidos por el patrocinador de tal 
forma que se atente contra la independencia editorial del opera-
dor de televisión, ni contener mensajes que inciten a la compra o 
contratación de sus productos o servicios o de los de un tercero, 
mediante referencias concretas de promoción a dichos productos 
o servicios, excepto durante los períodos dedicados a la publici-
dad y a la televenta regulados en los artículos 24 y 25. 
2. Los programas de televisión no podrán ser patrocinados por 
personas físicas o jurídicas cuya actividad principal sea la fa-
bricación o la venta de productos o la realización de servicios 
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deberán someterse, con carácter previo a la iniciación de otras 
acciones, a la mediación del Departamento que ostente las com-
petencias en materia audiovisual. También podrán someterse vo-
luntariamente a la decisión arbitral del citado Departamento, el 
cual resolverá con carácter ejecutivo de acuerdo con lo estableci-
do en la legislación general sobre procedimiento administrativo. 
7. El Gestor del Canal Múltiple, mediante acuerdo unánime de sus 
miembros, podrá constituirse en forma de Sociedad Mercantil, en 
cuyo capital social participarán dichos miembros en proporción a 
sus derechos de aprovechamiento sobre el Canal. Esta Sociedad 
se regirá por la Legislación Mercantil, si bien los títulos represen-
tativos de la participación en el capital social no serán transmisi-
bles a terceros, salvo autorización expresa y previa del Departa-
mento competente en materia audiovisual. En todo caso será de 
aplicación lo dispuesto en los apartados 4 y 6 de este artículo.  

CAPÍTULO II 
Televisión digital local 

Artículo 39. Canales de Televisión Digital Local 
1. Para la prestación del servicio público de Televisión Local Digi-
tal por ondas terrestres el territorio de la Comunitat Valenciana 
estará dividido en demarcaciones integradas por uno o varios 
municipios. Cada demarcación constituye el ámbito geográfico 
de prestación del servicio público. 
2. Las demarcaciones de Televisión Digital Local de la Comunitat 
Valenciana serán las determinadas en el Plan Técnico Nacional de 
la Televisión Digital Local, de conformidad con el procedimiento 
establecido a tal efecto en la legislación general del Estado sobre 
Televisión Digital Local. 
3. En cada demarcación existirá, al menos, un canal múltiple di-
gital de Televisión Local, en el cual se integrarán un mínimo de 
cuatro programas televisivos susceptibles de explotación y apro-
vechamiento independiente. 

Artículo 40. Programas reservados a los municipios 
1. Los Municipios que integran cada demarcación tendrán dere-
cho a obtener del Departamento que ostente las competencias 
en materia audiovisual la gestión de, al menos, un programa den-
tro de uno de los canales múltiples digitales asignados a dicho 
ámbito territorial. 
2. La solicitud la formularán los Alcaldes-Presidentes de las Cor-
poraciones con derecho a ello, dentro del plazo establecido al 
efecto, previo acuerdo del Pleno. 
3. En el supuesto de demarcaciones plurimunicipales la asigna-
ción del programa se realizará a favor del conjunto de los Munici-
pios que lo hubieren solicitado. 
4. Cuando una demarcación tenga asignado más de un canal múl-
tiple digital, el Departamento competente en materia audiovisual 
podrá acordar la reserva de programas adicionales a favor de los 

municipios integrados en la misma, previa solicitud de las Cor-
poraciones, en los términos establecidos en el apartado anterior, 
siempre que la legislación general del Estado así lo permita. 

Artículo 41. Gestión de programas Municipales 
1. En las demarcaciones plurimunicipales la gestión del programa 
asignado conjuntamente a varios municipios se realizará mediante la 
constitución de un consorcio dotado de personalidad jurídica propia. 
2. En el Consorcio Digital Local estarán integrados todos los muni-
cipios a los que hubiera sido asignada la gestión conjunta del pro-
grama. 
3. El Consorcio se regirá por unos Estatutos, cuyo proyecto deberá 
ser adoptado por el Pleno de las Corporaciones que lo integran. El 
proyecto de Estatutos será remitido al Departamento que osten-
te las competencias en materia audiovisual para su aprobación y 
publicación en el Diari Oficial de La Generalitat Valenciana. Una 
vez publicados los Estatutos, el Consorcio adquirirá personalidad 
jurídica y podrá iniciar la prestación del servicio público. 
4. Los Estatutos del Consorcio Digital Local establecerán como mínimo: 
a) Los órganos de gobierno del Consorcio y su composición, entre 
los cuales existirá, en todo caso, un Presidente y un Secretario, 
con voz pero sin voto. A las reuniones de los órganos de gobierno 
colegiados deberá necesariamente convocarse a un representan-
te del Departamento que ostente las competencias en materia 
audiovisual, que podrá participar en sus deliberaciones con voz 
pero sin voto. 
b) La forma de adopción de acuerdos, en la cual deberá respe-
tarse el principio de proporcionalidad respecto a la población de 
cada uno de los municipios. 
c) El régimen financiero del Consorcio. 
d) El régimen de prestación del servicio de Televisión Local Digital 
y los procedimientos y criterios para la fijación de los contenidos 
del programa. 
5. En las demarcaciones plurimunicipales la gestión del programa 
corresponderá al Consorcio, sin perjuicio de la posible contrata-
ción de servicios de contenidos televisivos con operadores públi-
cos o privados con sujeción a la Legislación General de Contratos 
de las Administraciones Públicas. 
6. En las demarcaciones integradas por un solo municipio la ges-
tión del servicio corresponderá a la Corporación con arreglo a lo 
establecido en la Legislación General del Estado. No obstante la 
Corporación podrá contratar servicios de contenidos televisivos 
con operadores públicos y privados con sujeción a la Legislación 
General de Contratos de las Administraciones Públicas. 

Artículo 42. Obligaciones de los municipios en la gestión del ser-
vicio público de televisión local 
1. Los municipios están obligados a gestionar el servicio público 
de televisión local con sujeción a los principios establecidos en la 
legislación general del Estado y en esta Ley. 

del espectro radioeléctrico así lo permitan y, en todo caso, con 
preferencia a cualquier otro operador privado de ámbito autonó-
mico o local. Estas emisiones analógicas simultáneas tendrán por 
único objeto la introducción progresiva de la tecnología digital. 
Cesarán cuando así lo disponga el Departamento competente en 
materia audiovisual y, en todo caso, cuando se produzca la ter-
minación definitiva de las emisiones analógicas con arreglo a lo 
establecido en la legislación general del Estado. 

Artículo 37. Obligaciones de los concesionarios de Televisión Digi-
tal Terrenal (TDT) de ámbito autonómico 
1. Los titulares de concesiones administrativas para la explota-
ción de canales o programas de Televisión Digital Terrenal (TDT) 
de ámbito autonómico estarán sometidos a las obligaciones im-
puestas por la legislación general del Estado y, en particular, a 
las siguientes: 
a) A garantizar la prestación del servicio en la totalidad del terri-
torio de la Comunitat Valenciana. 
b) A garantizar la posibilidad de acceder al servicio a la totalidad 
de los ciudadanos residentes en el territorio de la Comunidad 
Autónoma.  
c) A garantizar determinados tiempos mínimos de emisión al día 
y cuotas de producción propia así como a respetar los límites de 
emisión de espacios publicitarios establecidos en las condiciones 
del concurso público para el otorgamiento de las concesiones.  
d) A garantizar la accesibilidad de sus emisiones mediante el sub-
titulado y la inclusión de la lengua de signos española (LSE) según 
lo dispuesto en la presente ley. En las condiciones del concurso 
público para el otorgamiento de las concesiones se incentivará a 
aquellos operadores que incluyan mayor porcentaje de progra-
mación accesible a las personas con discapacidad sensorial. 
e) A garantizar un mínimo de emisiones adaptadas a las necesida-
des y singularidades territoriales existentes en la Comunitat Va-
lenciana mediante las desconexiones provinciales y comarcales 
establecidas en el título habilitante o cuando fuesen acordadas 
en cualquier momento por el Departamento que ostente las com-
petencias en materia audiovisual. 
2. Las obligaciones señaladas en el apartado anterior se exigirán 
por el Departamento competente en materia audiovisual de for-
ma progresiva, y, en todo caso, con arreglo a la secuencia tempo-
ral y territorial establecida en el Plan Técnico de Implantación que 
se aprobará por La Generalitat con ocasión de cada concurso que 
se convoque para la concesión de títulos habilitantes. Este Plan 
Técnico garantizará la viabilidad económica de las obligaciones 
de servicio impuestas a los concesionarios. 

Artículo 38. Gestión compartida de canales múltiples digitales 
1. Cuando en la explotación de un canal múltiple digital de ámbito 
autonómico concurran titulares independientes de concesiones 
administrativas para la gestión de programas u otros títulos habi-

litantes para el aprovechamiento de programas o servicios inte-
ractivos integrados deberá existir un Gestor del Canal Múltiple. 
2. Corresponde al Gestor del Canal Múltiple: 
a) La gestión de las infraestructuras y elementos tecnológicos de 
todo orden indispensables para la realización de las emisiones 
digitales y para la prestación de los servicios interactivos inte-
grados en las condiciones legalmente exigidas que no puedan ser 
objeto de gestión independiente por los titulares de las conce-
siones administrativas o de quienes ostenten otros títulos habi-
litantes. En caso de desacuerdo entre los titulares de derechos 
de aprovechamiento sobre la extensión de tales elementos, el 
Departamento que ostente las competencias en materia audio-
visual delimitará el ámbito de decisión necesariamente sometido 
al Gestor del Canal Múltiple, sin perjuicio de las competencias 
que, de acuerdo con la legislación básica estatal, corresponde a 
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 
b) La adopción de las decisiones relativas a la ordenación téc-
nica de las emisiones televisivas, a los servicios portadores que 
se utilizarán para la difusión del canal y a la organización de los 
servicios interactivos integrados que resulten necesarias para la 
gestión conjunta del canal. 
c) Las relaciones con el Departamento competente en materia 
audiovisual y con terceros en el ámbito de las funciones estable-
cidas en este artículo. 
3. El Gestor del Canal Múltiple estará integrado por un represen-
tante de cada uno de los titulares de derechos de explotación de 
programas de televisión digital dentro del canal. 
El Gestor del Canal Múltiple elegirá y renovará entre sus miem-
bros un Presidente y designará un Secretario, con voz pero sin 
voto. Todos sus acuerdos se adoptarán por mayoría simple, co-
rrespondiendo un voto por cada uno de los programas incluidos 
en el canal. En caso de empate resolverá el Presidente. Cuando 
en el canal estuvieren integrados titulares de derechos de apro-
vechamiento de servicios distintos a las emisiones de televisión, 
el Departamento competente en materia audiovisual resolverá 
sobre su forma de participar en la adopción de decisiones por el 
Gestor del Canal. 
4. A todas las reuniones del Gestor del Canal Múltiple será con-
vocado un representante del Departamento competente en ma-
teria audiovisual que podrá participar en sus deliberaciones con 
voz pero sin voto. 
5. Corresponde al Departamento que ostente las competencias 
en materia audiovisual suplir al Gestor del Canal Múltiple cuando 
no fuere posible la adopción de acuerdos en su seno o en caso de 
inacción del mismo. Asimismo, le corresponde designar al Presi-
dente del Gestor del Canal Múltiple cuando entre sus miembros 
no alcancen un acuerdo al respecto.  
6. Si surgieren diferencias entre los titulares de concesiones ad-
ministrativas de programas televisivos u otros títulos habilitantes 
y éstas no pudieran ser resueltas en el seno del Gestor del Canal 
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tencias en materia audiovisual y con terceros en el ámbito de las 
funciones establecidas en este artículo. 
3. El Gestor del Canal estará integrado por un representante de 
cada uno de los titulares de derechos de explotación de progra-
mas de televisión digital. 
El Gestor del Canal elegirá y renovará entre sus miembros un pre-
sidente y designará un secretario, con voz pero sin voto. Todos 
los acuerdos se adoptarán por mayoría simple, correspondiendo 
un voto por cada uno de los programas incluidos en el canal. En 
caso de empate resolverá el Presidente. Cuando en el canal estu-
vieren integrados titulares de derechos de aprovechamiento de 
servicios distintos a las emisiones de televisión, el departamento 
que ostente las competencias en materia audiovisual resolverá 
sobre su forma de participar en la adopción de decisiones por el 
Gestor del Canal. (6) 
4. A todas las reuniones del Gestor del Canal será convocado un 
representante del Departamento competente en materia audio-
visual que podrá participar, si lo estima oportuno, en sus delibe-
raciones con voz pero sin voto. 
5. Corresponde al Departamento que ostente las competencias 
en materia audiovisual suplir al Gestor del Canal cuando no fuere 
posible la adopción de acuerdos en su seno o en caso de inacción 
del mismo. Asimismo, le corresponde designar al Presidente del 
Gestor del Canal cuando sus miembros no alcancen un acuerdo 
al respecto. 
6. Si surgieren diferencias entre los titulares de concesiones ad-
ministrativas de programas televisivos u otros títulos habilitantes 
y estas no pudieran ser resueltas en el seno del Gestor del Ca-
nal deberán de someterse las mismas, con carácter previo a la 
iniciación de otras acciones, a la mediación del Departamento 
que ostente las competencias en materia audiovisual. También 
podrán someterse voluntariamente a la decisión arbitral del ci-
tado Departamento, el cual resolverá con carácter ejecutivo de 
acuerdo con lo establecido en la legislación general sobre proce-
dimiento administrativo.  
7. El Gestor del Canal Múltiple, mediante acuerdo unánime de sus 
miembros, podrá constituirse en forma de Sociedad Mercantil, en 
cuyo capital social participarán dichos miembros en proporción a 
sus derechos de aprovechamiento sobre el Canal. Esta Sociedad 
se regirá por la Legislación Mercantil, si bien los títulos represen-
tativos de la participación en el capital social no serán transmisi-
bles a terceros, salvo autorización expresa y previa del Departa-
mento competente en materia audiovisual. En todo caso será de 
aplicación lo dispuesto en los apartados 4 y 6 de este artículo. 
 
Artículo 46. Transición progresiva hacia la tecnología digital. Ex-
tinción definitiva de títulos habilitantes y derechos anteriores 
1. Los Municipios a los que se hubiere asignado en virtud de lo 
dispuesto en esta Ley la gestión de programas de Televisión Digi-
tal así como los operadores privados que obtengan una concesión 

administrativa para la gestión indirecta de programas de televi-
sión local digital a través del procedimiento regulado en esta Ley 
podrán emitir simultáneamente con tecnología analógica hasta 
el momento en que tenga lugar la cesación definitiva en todo el 
territorio nacional de las emisiones analógicas de televisión local 
con arreglo a lo dispuesto en la legislación general del Estado. 
Este derecho estará condicionado a las disponibilidades técnicas 
del espacio radioeléctrico en la demarcación. 
2. Una vez resuelto en una demarcación el concurso público para 
el otorgamiento de las concesiones administrativas reguladas en 
este Capítulo, quedarán definitivamente extinguidos en dicha 
demarcación, a todos los efectos, los títulos habilitantes, cual-
quiera que sea su clase o naturaleza, así como todos los derechos 
preexistentes, para realizar emisiones televisivas de ámbito o 
cobertura local. Como consecuencia de ello en dicho momento 
cesarán definitivamente la totalidad de las emisiones televisivas 
de ámbito local, analógicas y digitales de cualesquiera operado-
res, públicos o privados, que no hubiesen obtenido una concesión 
administrativa para la explotación de un programa de televisión 
digital en la demarcación correspondiente. 
3. El Departamento que ostente las competencias en materia au-
diovisual procederá, previo requerimiento a los afectados, a la 
clausura definitiva de aquellas estaciones, cabeceras o centros 
emisores de televisión local, analógica o digital, que no hubiesen 
obtenido una concesión administrativa con arreglo a lo estableci-
do en este Capítulo en la demarcación de que se trate. Asimismo 
adoptará, a través de los servicios inspectores competentes, las 
medidas necesarias para impedir nuevas emisiones de estas es-
taciones, cabeceras o centros emisores. 
TÍTULO VI  
Potestades inspectoras y sancionadoras  
 
CAPÍTULO I 
Competencias 

Artículo 47. Competencias de control y sanción 
1. Las facultades de inspección y control en materia audiovisual 
las ejercerá el departamento competente en La Generalitat y el 
Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana de la Comunitat 
Valenciana, de acuerdo con lo que establezca su Ley. 
2. El ejercicio de la potestad sancionadora en materia audiovisual 
lo ejercerá el departamento competente de La Generalitat. 
3. Corresponde al departamento competente de La Generalitat 
en materia audiovisual ejercer las competencias de inspección y 
control, así como las potestades sancionadoras que corresponden 
a La Generalitat en materia de servicios de telecomunicaciones 
de difusión. En particular, le corresponde ejercer las competen-
cias de inspección y control para asegura el cumplimiento de lo 
que dispone el Título V de esta Ley sobre la ordenación de la 
televisión digital. 

2. Los Municipios deberán garantizar el pluralismo ideológico, po-
lítico y social en todas sus emisiones, especialmente en los conte-
nidos informativos, así como el derecho de todos los ciudadanos 
a acceder, a través de las organizaciones políticas y sociales que 
los representan, a este medio de comunicación social. 
3. Los Municipios deberán velar por una adecuada protección de 
los menores, de los derechos de accesibilidad de las personas con 
discapacidad sensorial y de los consumidores en sus emisiones y, 
en general, por ofrecer unos contenidos de alta calidad acordes 
con los valores y principios en los que encuentran su fundamento 
la Constitución española y el Estatuto de Autonomía de la Comu-
nitat Valenciana. 

Artículo 43. Programas en régimen de gestión indirecta 
1. Los programas no asignados a las Entidades Locales dentro de 
los plazos legalmente establecidos serán explotados en régimen 
de gestión indirecta por operadores privados mediante la corres-
pondiente concesión administrativa. 
2. El otorgamiento de las concesiones administrativas se realizará 
mediante concurso público abierto en el que podrán participar 
los operadores privados en los que no concurran causas de exclu-
sión con arreglo a lo establecido en la legislación general del Estado. 
El impulso y gestión del concurso público corresponderá al Depar-
tamento que ostente las competencias en materia audiovisual. El 
otorgamiento de las concesiones administrativas corresponderá 
al Consell de La Generalitat. 
3. Las concesiones administrativas se otorgarán por el tiempo es-
tablecido en la legislación general del Estado. Si este plazo fuere 
aumentado por la legislación del Estado una vez otorgada la con-
cesión, se incrementará el tiempo de duración de la concesión 
administrativa original hasta alcanzar el establecido en la Ley. 
4. La transmisión, disposición o gravamen de las acciones de las 
sociedades concesionarias de programas de televisión digital 
local se sujetarán a los requisitos establecidos en la legislación 
estatal sobre televisión local por ondas terrestres. 
5. No podrá concederse más de un título habilitante en la misma 
demarcación a una Sociedad ni a Sociedades en las que coin-
cidan, mediante participaciones directas o indirectas, todos o 
alguno de los accionistas o partícipes. 

Artículo 44. Obligaciones de los titulares de concesiones adminis-
trativas y acuerdos de sindicación de contenidos 
1. Los titulares de concesiones administrativas para la explotación 
de canales o programas de Televisión Digital Terrenal (TDT) de 
ámbito local estarán sometidos a las obligaciones impuestas por 
la Legislación General del Estado y, en particular, a las siguientes: 
a) A garantizar la prestación del servicio en la totalidad del terri-
torio de la demarcación correspondiente. 
b) A garantizar la posibilidad de acceder al servicio a la totalidad 
de los ciudadanos residentes en el territorio de la demarcación.  

c) A fomentar la accesibilidad de sus emisiones mediante el sub-
titulado y la inclusión de la lengua de signos española (LSE) según 
lo dispuesto en la presente ley. En las condiciones del concurso 
público para el otorgamiento de las concesiones se incentivará a 
aquellos operadores que incluyan mayor porcentaje de progra-
mación accesible a las personas con discapacidad sensorial. 
d) A garantizar determinados tiempos mínimos de emisión al día 
y cuotas de producción propia así como a respetar los límites de 
emisión de espacios publicitarios establecidos en las condiciones 
del concurso público para el otorgamiento de las concesiones. 
2. Las obligaciones señaladas en el apartado anterior se exigirán 
por el Departamento que ostente las competencias en materia 
audiovisual de forma progresiva, y, en todo caso, con arreglo a la 
secuencia temporal y territorial establecida en el Plan Técnico de 
Implantación que se aprobará por la Generalitat con ocasión de 
cada concurso que se convoque para la concesión de títulos habi-
litantes. Este Plan Técnico garantizará la viabilidad económica de 
las obligaciones impuestas al concesionario. 
3. Los titulares de concesiones administrativas para la explota-
ción de programas de Televisión Digital Terrenal (TDT) de ámbito 
local podrán llegar a acuerdos para la sindicación de contenidos. 
Dichos acuerdos, que deberán ser previamente autorizados por el 
Departamento competente en materia audiovisual, podrán tener 
por objeto la producción y difusión conjunta de contenidos tele-
visivos. Reglamentariamente se establecerán los límites e instru-
mentos de control de los acuerdos de sindicación de contenidos 
entre los operadores de televisión digital local. 
 
Artículo 45. Gestión de los canales de Televisión Local Digital 
1. Cuando en la explotación de un canal múltiple digital de ámbito 
local concurran titulares independientes de concesiones adminis-
trativas para la gestión de programas u otros títulos habilitantes 
para el aprovechamiento de programas o servicios interactivos 
integrados deberá existir un Gestor del Canal.  
2. Corresponde al Gestor del Canal: 
a) La gestión de las infraestructuras y elementos tecnológicos de 
todo orden indispensables para la realización de las emisiones 
digitales y la prestación de los servicios interactivos integrados 
en las condiciones legalmente exigidas que no puedan ser objeto 
de gestión independiente por los titulares de las concesiones ad-
ministrativas o de quienes ostenten otros títulos habilitantes. En 
caso de desacuerdo entre los titulares de derechos de aprovecha-
miento sobre la extensión de tales elementos, el Departamento 
competente en materia audiovisual delimitará el ámbito de deci-
sión necesariamente sometido al Gestor del Canal. 
b) La adopción de las decisiones relativas a la ordenación técnica 
de las emisiones televisivas y gestión de los servicios interactivos 
integrados que resulten necesarias para la gestión conjunta del 
canal. 
c) Las relaciones con el Departamento que ostente las compe-
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Artículo 50. Prescripción 
1. Las infracciones reguladas en la presente Ley prescribirán, las 
muy graves, a los tres años; las graves, a los dos años, y las leves, 
a los seis meses. 
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a com-
putarse desde el día en que se hubieran cometido. Interrumpirá 
la prescripción, la iniciación, con conocimiento del interesado, 
del procedimiento sancionador. El plazo de prescripción se reanu-
dará si el expediente sancionador estuviera paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al presunto responsable. 
3. En el supuesto de infracción continuada, el plazo de prescrip-
ción no comenzará a contarse hasta el momento en que deje de 
realizarse la actividad infractora. 
4. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán 
a los tres años, las impuestas por faltas graves a los dos años y 
las impuestas por faltas leves, al año. El plazo de prescripción de 
las sanciones comenzará a computarse desde el día siguiente a 
aquél en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone 
la sanción. Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conoci-
miento del interesado, del procedimiento de ejecución, volvien-
do a correr el plazo si aquél está paralizado durante más de un 
mes por causa no imputable al infractor. 
 
CAPÍTULO III 
Procedimiento sancionador 
 
Artículo 51. Procedimiento sancionador 
1. Con carácter previo a la iniciación del expediente sancionador, 
podrá ordenarse la apertura de un período de información previa 
para el esclarecimiento de los hechos con el fin de conocer las 
circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar 
el procedimiento. 
Esta información previa podrá tener carácter reservado y su du-
ración no superará el plazo de dos meses, salvo que se acuerde 
expresamente su prórroga por otro u otros plazos determinados. 
2. El procedimiento se iniciará de oficio por el órgano compe-
tente de la Comunitat Valenciana, bien por propia iniciativa o a 
petición del Consell de La Generalitat o de otros órganos admi-
nistrativos, o por denuncia. 
3. La resolución por la que se inicie el expediente deberá conte-
ner como mínimo lo siguiente: 
a) Identificación de la persona o personas presuntamente res-
ponsables. 
b) Los hechos constatados que motivan la incoación del procedi-
miento, su posible calificación y las sanciones que pudieran co-
rresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción. 
c) Instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento. 
d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y 
norma que le atribuye la competencia. 
e) Medidas de carácter provisional que se acuerden por el órgano 

competente de la Comunitat Valenciana, sin perjuicio de las que 
se puedan adoptar durante el procedimiento. 
f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia 
en el procedimiento y de los plazos para su ejercicio. 
4. La resolución por la que se inicie el expediente sancionador 
se comunicará al instructor, con traslado de cuantas actuaciones 
existan al respecto, y se notificará al denunciante, en su caso, y al 
presunto responsable. En la notificación se advertirá a éste que, 
de no efectuar alegaciones sobre el contenido de la resolución de 
iniciación del procedimiento en el plazo establecido en el apar-
tado siguiente, la iniciación podrá ser considerada propuesta de 
resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca 
de la responsabilidad imputada, a los efectos previstos en los 
apartados 9 y 10 de este artículo. 
5. El inculpado dispondrá de un plazo de quince días hábiles para 
formular las alegaciones que estime pertinentes en defensa de 
sus derechos, así como para aportar datos, informaciones o docu-
mentos y proponer la prueba que estime oportuna. 
6. Si el expedientado reconoce voluntariamente su responsabili-
dad, el instructor elevará el expediente al órgano competente de 
la Comunitat Valenciana para resolver, sin perjuicio de que pueda 
continuar su tramitación si hay indicios razonables de fraude o 
encubrimiento de otras personas o entidades o si la cuestión susci-
tada por la incoación del procedimiento entrañase interés general. 
7. Se practicarán de oficio o se admitirán a propuesta del presun-
to responsable cuantas pruebas sean adecuadas para la determi-
nación de los hechos y de las posibles responsabilidades, y sólo 
podrán declararse improcedentes las que por su relación con los 
hechos no puedan alterar la resolución final a favor del presunto 
responsable. 
Las pruebas técnicas y los informes periciales contradictorios o 
dirimentes propuestos por los interesados interrumpirán, mien-
tras se realizan y se incorporan sus resultados al expediente, el 
cómputo del plazo para resolver el procedimiento. 
8. Si como consecuencia de la instrucción del procedimiento 
resultase modificada la determinación inicial de los hechos, de 
su posible calificación, de las sanciones imponibles o de las res-
ponsabilidades susceptibles de sanción, se notificará todo ello al 
inculpado en la propuesta de resolución. 
9. Concluida, en su caso, la prueba y las diligencias que se es-
timen necesarias, el instructor del procedimiento formulará 
propuesta de resolución en la que se fijarán de forma motivada 
los hechos, especificándose los que se consideren probados y su 
calificación jurídica, se determinará la infracción que, en su caso, 
aquéllos constituyan y la persona o personas que resulten respon-
sables, especificándose la sanción que propone que se imponga y 
las medidas provisionales que se hubiesen adoptado, en su caso, 
por el órgano competente de la Comunitat Valenciana o por el 
instructor del procedimiento; o bien se propondrá la declaración 
de no existencia de infracción o responsabilidad. 

4. Corresponderá al Consell Audiovisual de la Comunitat Valencia-
na en la forma que determine la Ley de Creación y su reglamento 
ejercer las facultades de inspección y control, a fin de asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley. 
5. El régimen sancionador establecido en este título se entiende 
sin perjuicio del régimen sancionador previsto en el Título VIII 
de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomuni-
caciones, que se aplicará en los supuestos y dentro del ámbito 
establecidos en la citada Ley. 
6. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá 
de conformidad con los principios establecidos en el Título IX 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
 
CAPÍTULO II 
Infracciones y sanciones 
 
Artículo 48. Infracciones 
1. Son infracciones leves: 
a) El incumplimiento de las obligaciones o deberes derivados de 
los artículos 10, 11, 14, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 
30, 31, 37, 42 y 44 de la presente Ley cuando no merezca la califi-
cación como infracción grave o muy grave. 
b) El incumplimiento de las condiciones que imponen a los con-
cesionarios las normativas reguladoras de las concesiones de 
servicios incluidos en el ámbito de la presente Ley, cuando tal 
incumplimiento no afecte a las condiciones esenciales de las 
concesiones. 
2. Son infracciones graves: 
a) El incumplimiento de las obligaciones o deberes derivados de 
los artículos 10, 11, 14, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 
30, 31, 37, 42 y 44 de la presente Ley, cuando sea susceptible de 
causar un daño considerable al interés público o a los derechos 
y libertades de las personas y no merezca su calificación como 
infracción muy grave con arreglo a lo dispuesto en el apartado 3. 
b) La violación de los principios recogidos en el artículo 16, excep-
to los establecidos en los apartados a), b), c) y d). 
c) El incumplimiento de las obligaciones y deberes impuestos en 
el artículo 22, relativo a la protección de los menores, cuando no 
constituya infracción muy grave con arreglo al apartado d) del 
apartado 3. 
d) El incumplimiento de las condiciones que imponen a los conce-
sionarios las normativas reguladoras de las concesiones de servi-
cios incluidos en el ámbito de la presente Ley, cuando tal incum-
plimiento afecte a las condiciones esenciales de las concesiones. 
e) La negativa, resistencia u obstrucción que impida, dificulte o 
retrase el ejercicio de las facultades de inspección del Consell 
Audiovisual de la Comunitat Valenciana, cuando no constituya 
infracción muy grave, con arreglo a la letra f) del apartado 3.  

3. Son infracciones muy graves: 
a) La violación de los principios recogidos en los apartados a), b), 
c) y d) del artículo 16. 
b) La violación reiterada de los deberes de programación y de los 
límites y exigencias impuestos a la emisión de publicidad. 
c) La violación, declarada en resolución firme, de la normativa 
vigente sobre el derecho al honor, a la intimidad personal y a la 
propia imagen, del derecho de rectificación, de la distribución de 
espacios entre los grupos políticos y sociales, campañas electora-
les y difusión de sondeos. 
d) El incumplimiento de las obligaciones y deberes impuestos en 
el artículo 22, relativo a la protección de los menores, cuando 
sea susceptible de causar un daño considerable a su formación 
y crecimiento. 
e) La realización de actividades incluidas en el ámbito de la pre-
sente Ley sin título habilitante cuando sea legalmente necesario. 
f) La negativa, resistencia u obstrucción que impida, dificulte o 
retrase el ejercicio de las facultades de inspección del Consell Au-
diovisual de la Comunitat Valenciana, cuando como consecuencia 
de ello se deriven graves perjuicios para el interés público. 

 Artículo 49. Sanciones  
1. Las infracciones serán sancionadas de la siguiente forma: 
a) Las leves, con una multa de hasta 10.000 euros. El órgano 
competente de la Comunitat Valenciana podrá también acordar 
la suspensión de las emisiones o de una parte de la programación 
por espacio de una semana como máximo. 
b) Las graves, con una multa de entre 10.001 y 60.000 euros. El 
órgano competente de la Comunitat Valenciana también puede 
acordar la suspensión de las emisiones o de una parte de la pro-
gramación por espacio de un mes como máximo. 
c) Las muy graves, con una multa de entre 60.001 y 1.000.000 de 
euros. Esta clase de infracciones podrá dar lugar a la suspensión 
de eficacia del título habilitante para la prestación del servicio de 
televisión o de radiodifusión sonora y, en caso de reincidencia, a 
la revocación del mismo, sin derecho a indemnización alguna. 
2. En todo caso, la cuantía de la sanción que se imponga, dentro 
de los límites indicados, se graduará teniendo en cuenta, además 
de lo previsto en el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, lo siguiente: 
a) La gravedad de las infracciones cometidas anteriormente por 
el sujeto al que se sanciona. 
b) La repercusión social de la infracción. 
c) El beneficio que le haya reportado al infractor el hecho objeto 
de la infracción. 
d) El daño causado. 
e) La gravedad del incumplimiento. 
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Valencia, 19 de abril de 2006 
El president de la Generalitat, 

1. Véase el artículo 56.3 de la Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, 
de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana (§ 1), mo-
dificada por la Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril. De conformi-
dad con lo previsto en el artículo citado, la Ley de Les Corts de 
creación del Consell del Audiovisual de la Comunitat Valenciana 
deberá ser aprobada por una mayoría de tres quintas partes. 
 2. Modificado por el artículo 51 de la Ley 16/2008, de 22 diciem-
bre, de la Generalitat, de Medidas Fiscales, de Gestión Adminis-
trativa y Financiera y de Organización de la Generalitat (DOCV 
núm. 5922 de 29.12.2008) 
3. Modificado por el artículo 52 de la Ley 16/2008, de 22 diciem-
bre, de la Generalitat, de Medidas Fiscales, de Gestión Adminis-
trativa y Financiera y de Organización de la Generalitat (DOCV 
núm. 5922 de 29.12.2008). 
4. Suprimido por el artículo 53 de la Ley 16/2008, de 22 diciembre, 
de la Generalitat, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrati-
va y Financiera y de Organización de la Generalitat (DOCV núm. 
5922 de 29.12.2008) 
5. Modificado por el artículo 54 de la Ley 16/2008, de 22 diciem-
bre, de la Generalitat, de Medidas Fiscales, de Gestión Adminis-
trativa y Financiera y de Organización de la Generalitat (DOCV 
núm. 5922 de 29.12.2008) 
6. Redacción dada por el artículo 26 de la Ley 10/2006, de 26 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, de Gestión Administrativa y Fi-
nanciera, y de Organización de la Generalitat (DOGV num. 5.416, 
de 28 de diciembre de 2006).

10. La propuesta de resolución se notificará al inculpado, indi-
cándole la puesta de manifiesto del expediente, y concediéndole 
un plazo de quince días para formular alegaciones y presentar 
los documentos e informaciones que estime pertinentes ante el 
instructor. 
11. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figu-
ren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta otros hechos 
ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas, en su caso, por 
el interesado. 
12. Cumplido el trámite de audiencia, la propuesta de resolución 
se cursará inmediatamente al órgano competente de la Comu-
nitat Valenciana, junto con todos los documentos, alegaciones e 
informaciones que obren en el expediente. 
13. El órgano competente de la Comunitat Valenciana, antes de 
dictar resolución, podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la 
realización de las actuaciones complementarias indispensables 
para resolver el procedimiento. Estas actuaciones deberán prac-
ticarse en un plazo no superior a un mes. El plazo para resolver 
el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación de las 
actuaciones complementarias. 
14. El órgano competente de la Comunitat Valenciana dictará re-
solución, que habrá de ser motivada y resolverá todas las cuestio-
nes planteadas en el expediente. 
La resolución no podrá aceptar hechos distintos de los determi-
nados en el curso del procedimiento, con independencia de su 
diferente valoración jurídica. 
La resolución, además de contener los elementos previstos en el 
artículo 89.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, contendrá, en su caso, la valoración de las 
pruebas practicadas, especialmente de aquellas que constituyan 
los fundamentos básicos de la decisión, fijará los hechos y, en su 
caso, la persona o personas responsables, la infracción o infrac-
ciones cometidas, y la sanción o sanciones que se imponen. 
Asimismo, se hará referencia, si cabe, a los pronunciamientos 
necesarios sobre la exigencia al infractor de la reposición de la 
situación alterada a su estado original. 
En la resolución se adoptarán, en su caso, las disposiciones cau-
telares precisas para garantizar su eficacia en tanto no sea ejecu-
tiva. Estas disposiciones podrán consistir en el mantenimiento de 
las medidas provisionales que, en su caso, se hubiesen adoptado. 
La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía adminis-
trativa. 
15. La sanción deberá abonarse en el plazo máximo de un mes, a 
contar desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza en 
vía administrativa. 
16. El plazo máximo en que debe dictarse y notificarse la resolu-
ción sancionadora será de seis meses, contados desde la fecha en 
que se adoptó la resolución de iniciación del expediente sancio-
nador. Dicho plazo podrá ampliarse, como máximo por otros tres 

meses, mediante resolución motivada del órgano competente de 
la Comunitat Valenciana. 

 Artículo 52. Actas de inspección y requerimientos del Consell 
Audiovisual de la Comunitat Valenciana 
1. Las actas de inspección que se extiendan por funcionarios a los 
que se reconoce la condición de autoridad tendrán naturaleza de 
documento público y estarán dotadas de presunción de certeza y 
valor probatorio, respecto de los hechos reflejados en las mismas, 
salvo prueba en contrario. 
2. El Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana de la Co-
munitat Valenciana podrá requerir de los operadores públicos o 
privados los datos que estime necesarios para el ejercicio de sus 
funciones. 
A estos efectos, todos los operadores de televisión y de radiodi-
fusión sonora deberán archivar durante un plazo de tres años, a 
contar desde la fecha de su última emisión, todos los programas 
emitidos, incluidas la publicidad y la televenta, y registrar los da-
tos relativos a tales programas. 
La información así obtenida será confidencial, y no podrá utilizar-
se para fines distintos a los previstos en esta Ley. 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL 
Unica. Estudio técnico del espectro radioeléctrico en el territorio 
de la Comunitat Valenciana 
El Departamento competente en materia audiovisual elaborará 
en el plazo máximo de tres meses desde la fecha de publicación 
de la Ley en el Diari Oficial de La Generalitat Valenciana, un estudio 
Técnico del Espectro Radioeléctrico en el territorio de la Comunitat 
Valenciana a los efectos establecidos en el apartado 3 del artículo 
32, así como para planificar adecuadamente los plazos y condicio-
nes de los procedimientos administrativos relativos al otorgamien-
to de títulos habilitantes en materia de televisión digital. 

 
DISPOSICIONES FINALES 
Primera. Habilitación al Consell de La Generalitat 
Se habilita al Consell de La Generalitat a dictar las disposicio-
nes reglamentarias necesarias para la adecuada aplicación de esta 
Ley. 
 
Segunda. Entrada en vigor 
La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publica-
ción en el Diari Oficial de La Generalitat Valenciana excepto lo 
dispuesto en el Título V, que entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación. 
Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos, tribunales, autorida-
des y poderes públicos a los que corresponda, observen y hagan 
cumplir esta ley. 
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de los derechos constitucionales, aunque contiene una regula-
ción más detallada en aquellos ámbitos de competencia, básica o 
legislativa plena, del Estado.
La complejidad que deriva del alcance horizontal del principio 
de igualdad se expresa también en la estructura de la Ley. Ésta 
se ocupa en su articulado de la proyección general del principio 
en los diferentes ámbitos normativos, y concreta en sus disposi-
ciones adicionales la correspondiente modificación de las muy 
diversas leyes que resultan afectadas. De este modo, la Ley nace 
con la vocación de erigirse en la ley-código de la igualdad entre 
mujeres y hombres.
La ordenación general de las políticas públicas, bajo la óptica del 
principio de igualdad y la perspectiva de género, se plasma en el 
establecimiento de criterios de actuación de todos los poderes 
públicos en los que se integra activamente, de un modo expreso 
y operativo, dicho principio; y con carácter específico o sectorial, 
se incorporan también pautas favorecedoras de la igualdad en 
políticas como la educativa, la sanitaria, la artística y cultural, de 
la sociedad de la información, de desarrollo rural o de vivienda, 
deporte, cultura, ordenación del territorio o de cooperación in-
ternacional para el desarrollo.
Instrumentos básicos serán, en este sentido, y en el ámbito de 
la Administración General del Estado, un Plan Estratégico de 
Igualdad de Oportunidades, la creación de una Comisión Intermi-
nisterial de Igualdad con responsabilidades de coordinación, los 
informes de impacto de género, cuya obligatoriedad se amplía 
desde las normas legales a los planes de especial relevancia eco-
nómica y social, y los informes o evaluaciones periódicos sobre la 
efectividad del principio de igualdad.
Merece, asimismo, destacarse que la Ley prevea, con el fin de 
alcanzar esa igualdad real efectiva entre mujeres y hombres, un 
marco general para la adopción de las llamadas acciones positi-
vas. Se dirige, en este sentido, a todos los poderes públicos un 
mandato de remoción de situaciones de constatable desigualdad 
fáctica, no corregibles por la sola formulación del principio de 
igualdad jurídica o formal. Y en cuanto estas acciones puedan 
entrañar la formulación de un derecho desigual en favor de las 
mujeres, se establecen cautelas y condicionamientos para asegu-
rar su licitud constitucional.
El logro de la igualdad real y efectiva en nuestra sociedad requie-
re no sólo del compromiso de los sujetos públicos, sino también 
de su promoción decidida en la órbita de las relaciones entre par-
ticulares. La regulación del acceso a bienes y servicios es objeto 
de atención por la Ley, conjugando los principios de libertad y 
autonomía contractual con el fomento de la igualdad entre mu-
jeres y hombres. También se ha estimado conveniente establecer 
determinadas medidas de promoción de la igualdad efectiva en 
las empresas privadas, como las que se recogen en materia de 
contratación o de subvenciones públicas o en referencia a los 
consejos de administración.

Especial atención presta la Ley a la corrección de la desigual-
dad en el ámbito específico de las relaciones laborales. Mediante 
una serie de previsiones, se reconoce el derecho a la conciliación 
de la vida personal, familiar y laboral y se fomenta una mayor 
corresponsabilidad entre mujeres y hombres en la asunción de 
obligaciones familiares, criterios inspiradores de toda la norma 
que encuentran aquí su concreción más significativa.
La Ley pretende promover la adopción de medidas concretas en 
favor de la igualdad en las empresas, situándolas en el marco de 
la negociación colectiva, para que sean las partes, libre y respon-
sablemente, las que acuerden su contenido.
Dentro del mismo ámbito del empleo, pero con características 
propias, se consignan en la Ley medidas específicas sobre los pro-
cesos de selección y para la provisión de puestos de trabajo en el 
seno de la Administración General del Estado. Y la proyección de 
la igualdad se extiende a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y a 
las Fuerzas Armadas.
De la preocupación por el alcance de la igualdad efectiva en nues-
tra sociedad no podía quedar fuera el ámbito de la participación 
política, tanto en su nivel estatal como en los niveles autonómico 
y local, así como en su proyección de política internacional de 
cooperación para el desarrollo. El llamado en la Ley principio de 
presencia o composición equilibrada, con el que se trata de ase-
gurar una representación suficientemente significativa de ambos 
sexos en órganos y cargos de responsabilidad, se lleva así también 
a la normativa reguladora del régimen electoral general, optando 
por una fórmula con la flexibilidad adecuada para conciliar las 
exigencias derivadas de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución 
con las propias del derecho de sufragio pasivo incluido en el artí-
culo 23 del mismo texto constitucional. Se asumen así los recien-
tes textos internacionales en la materia y se avanza en el camino 
de garantizar una presencia equilibrada de mujeres y hombres 
en el ámbito de la representación política, con el objetivo funda-
mental de mejorar la calidad de esa representación y con ella de 
nuestra propia democracia.
IV
La Ley se estructura en un Título preliminar, ocho Títulos, treinta 
y una disposiciones adicionales, once disposiciones transitorias, 
una disposición derogatoria y ocho disposiciones finales.
El Título Preliminar establece el objeto y el ámbito de aplicación 
de la Ley.
El Título Primero define, siguiendo las indicaciones de las Directi-
vas de referencia, los conceptos y categorías jurídicas básicas re-
lativas a la igualdad, como las de discriminación directa e indirec-
ta, acoso sexual y acoso por razón de sexo, y acciones positivas. 
Asimismo, determina las consecuencias jurídicas de las conductas 
discriminatorias e incorpora garantías de carácter procesal para 
reforzar la protección judicial del derecho de igualdad.
En el Título Segundo, Capítulo Primero, se establecen las pautas 
generales de actuación de los poderes públicos en relación con 
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TEXTO
JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en 
sancionar la siguiente Ley Orgánica.

I
El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a 
la igualdad y a la no discriminación por razón de sexo. Por su par-
te, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos 
de promover las condiciones para que la igualdad del individuo y 
de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.
La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico 
universal reconocido en diversos textos internacionales sobre 
derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en 
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo 
ámbito procede evocar los avances introducidos por conferencias 
mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing 
de 1995.
La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión 
Europea. Desde la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam, el 
1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eli-
minación de las desigualdades entre unas y otros son un objetivo 
que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la Unión 
y de sus miembros.
Con amparo en el antiguo artículo 111 del Tratado de Roma, se 
ha desarrollado un acervo comunitario sobre igualdad de sexos 
de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transpo-
sición se dirige, en buena medida, la presente Ley. En particular, 

esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en ma-
teria de igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Direc-
tiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del principio de igualdad 
de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso 
al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las 
condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre aplica-
ción del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en el acceso a bienes y servicios y su suministro.
II
El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun 
habiendo comportado, sin duda, un paso decisivo, ha resultado 
ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, 
la discriminación en las pensiones de viudedad, el mayor des-
empleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en 
puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, 
o los problemas de conciliación entre la vida personal, laboral y 
familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres 
y hombres, aquella «perfecta igualdad que no admitiera poder ni 
privilegio para unos ni incapacidad para otros», en palabras es-
critas por John Stuart Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una 
tarea pendiente que precisa de nuevos instrumentos jurídicos.
Resulta necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a 
combatir todas las manifestaciones aún subsistentes de discri-
minación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover 
la igualdad real entre mujeres y hombres, con remoción de los 
obstáculos y estereotipos sociales que impiden alcanzarla. Esta 
exigencia se deriva de nuestro ordenamiento constitucional e in-
tegra un genuino derecho de las mujeres, pero es a la vez un ele-
mento de enriquecimiento de la propia sociedad española, que 
contribuirá al desarrollo económico y al aumento del empleo.
Se contempla, asimismo, una especial consideración con los 
supuestos de doble discriminación y las singulares dificultades 
en que se encuentran las mujeres que presentan especial vulne-
rabilidad, como son las que pertenecen a minorías, las mujeres 
migrantes y las mujeres con discapacidad.
III
La mayor novedad de esta Ley radica, con todo, en la prevención 
de esas conductas discriminatorias y en la previsión de políticas 
activas para hacer efectivo el principio de igualdad. Tal opción 
implica necesariamente una proyección del principio de igualdad 
sobre los diversos ámbitos del ordenamiento de la realidad social, 
cultural y artística en que pueda generarse o perpetuarse la des-
igualdad. De ahí la consideración de la dimensión transversal de 
la igualdad, seña de identidad del moderno derecho antidiscrimi-
natorio, como principio fundamental del presente texto.
La Ley se refiere a la generalidad de las políticas públicas en Es-
paña, tanto estatales como autonómicas y locales. Y lo hace al 
amparo de la atribución constitucional al Estado de la competen-
cia para la regulación de las condiciones básicas que garanticen 
la igualdad de todos los españoles y las españolas en el ejercicio 
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El Título VII contempla la realización voluntaria de acciones de 
responsabilidad social por las empresas en materia de igualdad, 
que pueden ser también objeto de concierto con la represen-
tación de los trabajadores y trabajadoras, las organizaciones de 
consumidores, las asociaciones de defensa de la igualdad o los 
organismos de igualdad. Específicamente, se regula el uso de es-
tas acciones con fines publicitarios.
En este Título, y en el marco de la responsabilidad social cor-
porativa, se ha incluido el fomento de la presencia equilibrada 
de mujeres y hombres en los consejos de administración de las 
sociedades mercantiles, concediendo para ello un plazo razona-
ble. Es finalidad de esta medida que el criterio prevalente en la 
incorporación de consejeros sea el talento y el rendimiento pro-
fesional, ya que, para que el proceso esté presidido por el criterio 
de imparcialidad, el sexo no debe constituir un obstáculo como 
factor de elección.
El Título VIII de la Ley establece una serie de disposiciones or-
ganizativas, con la creación de una Comisión Interministerial de 
Igualdad entre mujeres y hombres y de las Unidades de Igualdad 
en cada Ministerio. Junto a lo anterior, la Ley constituye un Con-
sejo de participación de la mujer, como órgano colegiado que ha de 
servir de cauce para la participación institucional en estas materias.
Como se expuso anteriormente, las disposiciones adicionales re-
cogen las diversas modificaciones de preceptos de Leyes vigentes 
necesarias para su acomodación a las exigencias y previsiones 
derivadas de la presente Ley. Junto a estas modificaciones del 
ordenamiento, se incluyen también regulaciones específicas para 
definir el principio de composición o presencia equilibrada, crear 
un fondo en materia de sociedad de la información, nuevos su-
puestos de nulidad de determinadas extinciones de la relación la-
boral, designar al Instituto de la Mujer a efectos de las Directivas 
objeto de incorporación.
Las disposiciones transitorias establecen el régimen aplicable 
temporalmente a determinados aspectos de la Ley, como los re-
lativos a nombramientos y procedimientos, medidas preventivas 
del acoso en la Administración General del Estado, el distintivo 
empresarial en materia de igualdad, las tablas de mortalidad y 
supervivencia, los nuevos derechos de maternidad y paternidad, 
la composición equilibrada de las listas electorales, así como a la 
negociación de nuevos convenios colectivos.
Las disposiciones finales se refieren a la naturaleza de la Ley, a su 
fundamento constitucional y a su relación con el ordenamiento 
comunitario, habilitan para el desarrollo reglamentario, estable-
cen las fechas de su entrada en vigor y un mandato de evalua-
ción de los resultados de la negociación colectiva en materia de 
igualdad.

TÍTULO PRELIMINAR
Objeto y ámbito de la Ley
Artículo 1. Objeto de la Ley.

1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, 
e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene por objeto ha-
cer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades 
entre mujeres y hombres, en particular mediante la eliminación 
de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia 
o condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singu-
larmente, en las esferas política, civil, laboral, económica, social 
y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la 
Constitución, alcanzar una sociedad más democrática, más justa 
y más solidaria.
2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de 
los Poderes Públicos, regula derechos y deberes de las personas 
físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas 
destinadas a eliminar y corregir en los sectores público y privado, 
toda forma de discriminación por razón de sexo.
Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del prin-
cipio de igualdad de trato y de la prohibición de discriminación 
por razón de sexo.
2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación 
a toda persona, física o jurídica, que se encuentre o actúe en te-
rritorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio 
o residencia.
TÍTULO I
El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación
Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone 
la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por ra-
zón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la 
asunción de obligaciones familiares y el estado civil.
Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpreta-
ción y aplicación de las normas.
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres 
es un principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, 
se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las 
normas jurídicas.
Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al 
empleo, en la formación y en la promoción profesionales, y en las 
condiciones de trabajo.
El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre muje-
res y hombres, aplicable en el ámbito del empleo privado y en el 
del empleo público, se garantizará, en los términos previstos en 
la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo 
por cuenta propia, en la formación profesional, en la promoción 
profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retribu-
tivas y las de despido, y en la afiliación y participación en las 

la igualdad, se define el principio de transversalidad y los instru-
mentos para su integración en la elaboración, ejecución y aplica-
ción de las normas. También se consagra el principio de presencia 
equilibrada de mujeres y hombres en las listas electorales y en 
los nombramientos realizados por los poderes públicos, con las 
consiguientes modificaciones en las Disposiciones adicionales de 
la Ley Electoral, regulándose, asimismo, los informes de impacto 
de género y la planificación pública de las acciones en favor de la 
igualdad, que en la Administración General del Estado se plasma-
rán en un Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades.
En el Capítulo II de este Título se establecen los criterios de orien-
tación de las políticas públicas en materia de educación, cultura y 
sanidad. También se contempla la promoción de la incorporación 
de las mujeres a la sociedad de la información, la inclusión de 
medidas de efectividad de la igualdad en las políticas de acceso a 
la vivienda, y en las de desarrollo del medio rural.
El Título III contiene medidas de fomento de la igualdad en los 
medios de comunicación social, con reglas específicas para los 
de titularidad pública, así como instrumentos de control de los 
supuestos de publicidad de contenido discriminatorio.
El Título IV se ocupa del derecho al trabajo en igualdad de opor-
tunidades, incorporando medidas para garantizar la igualdad en-
tre mujeres y hombres en el acceso al empleo, en la formación y 
en la promoción profesionales, y en las condiciones de trabajo. Se 
incluye además, entre los derechos laborales de los trabajadores 
y las trabajadoras, la protección frente al acoso sexual y al acoso 
por razón de sexo.
Además del deber general de las empresas de respetar el princi-
pio de igualdad en el ámbito laboral, se contempla, específica-
mente, el deber de negociar planes de igualdad en las empresas 
de más de doscientos cincuenta trabajadores o trabajadoras. La 
relevancia del instrumento de los planes de igualdad explica tam-
bién la previsión del fomento de su implantación voluntaria en las 
pequeñas y medianas empresas.
Para favorecer la incorporación de las mujeres al mercado de 
trabajo, se establece un objetivo de mejora del acceso y la per-
manencia en el empleo de las mujeres, potenciando su nivel 
formativo y su adaptabilidad a los requerimientos del mercado 
de trabajo mediante su posible consideración como grupo de po-
blación prioritario de las políticas activas de empleo. Igualmente, 
la ley recoge una serie de medidas sociales y laborales concretas, 
que quedan reguladas en las distintas disposiciones adicionales 
de la Ley.
La medida más innovadora para favorecer la conciliación de la 
vida personal, familiar y laboral es el permiso de paternidad de 
trece días de duración, ampliable en caso de parto múltiple en 
dos días más por cada hijo o hija a partir del segundo. Se trata 
de un derecho individual y exclusivo del padre, que se reconoce 
tanto en los supuestos de paternidad biológica como en los de 
adopción y acogimiento. También se introducen mejoras en el 

actual permiso de maternidad, ampliándolo en dos semanas para 
los supuestos de hijo o hija con discapacidad, pudiendo hacer uso 
de esta ampliación indistintamente ambos progenitores.
Estas mismas mejoras se introducen igualmente para los trabaja-
dores y trabajadoras autónomos y de otros regímenes especiales 
de la Seguridad Social.
En relación con la reducción de jornada por guarda legal se am-
plía, por una parte, la edad máxima del menor que da derecho a 
la reducción, que pasa de seis a ocho años, y se reduce, por otra, 
a un octavo de la jornada el límite mínimo de dicha reducción. 
También se reduce a cuatro meses la duración mínima de la exce-
dencia voluntaria y se amplía de uno a dos años la duración máxi-
ma de la excedencia para el cuidado de familiares. Se reconoce 
la posibilidad de que tanto la excedencia por cuidado de hijo o 
hija como la de por cuidado de familiares puedan disfrutarse de 
forma fraccionada.
Asimismo, se adaptan las infracciones y sanciones y los meca-
nismos de control de los incumplimientos en materia de no dis-
criminación, y se refuerza el papel de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social. Es particularmente novedosa, en este ámbito, 
la posibilidad de conmutar sanciones accesorias por el estableci-
miento de Planes de Igualdad.
Las modificaciones en materia laboral comportan la introducción 
de algunas novedades en el ámbito de Seguridad Social, recogi-
das en las Disposiciones adicionales de la Ley. Entre ellas deben 
destacarse especialmente la flexibilización de los requisitos de 
cotización previa para el acceso a la prestación de maternidad, 
el reconocimiento de un nuevo subsidio por la misma causa para 
trabajadoras que no acrediten dichos requisitos o la creación de 
la prestación económica por paternidad.
El Título V, en su Capítulo I regula el principio de igualdad en el 
empleo público, estableciéndose los criterios generales de actua-
ción a favor de la igualdad para el conjunto de las Administra-
ciones públicas y, en su Capítulo II, la presencia equilibrada de 
mujeres y hombres en los nombramientos de órganos directivos 
de la Administración General del Estado, que se aplica también a 
los órganos de selección y valoración del personal y en las desig-
naciones de miembros de órganos colegiados, comités y consejos 
de administración de empresas en cuya capital participe dicha 
Administración. El Capítulo III de este Título se dedica a las medi-
das de igualdad en el empleo en el ámbito de la Administración 
General del Estado, en sentido análogo a lo previsto para las re-
laciones de trabajo en el sector privado, y con la previsión espe-
cífica del mandato de aprobación de un protocolo de actuación 
frente al acoso sexual y por razón de sexo.
Los Capítulos IV y V regulan, de forma específica, el respeto del 
principio de igualdad en las Fuerzas Armadas y en las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado.
El Título VI de la Ley está dedicado a la igualdad de trato en el ac-
ceso a bienes y servicios, con especial referencia a los seguros.
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TÍTULO II
Políticas públicas para la igualdad
CAPÍTULO I
Principios generales

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos.
A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de 
los Poderes Públicos:
1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de 
igualdad entre mujeres y hombres.
2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportu-
nidades en el conjunto de las políticas económica, laboral, social, 
cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y 
eliminar las diferencias retributivas, así como potenciar el cre-
cimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos que 
abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mu-
jeres, incluido el doméstico.
3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administra-
ciones públicas en la aplicación del principio de igualdad de trato 
y de oportunidades.
4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las can-
didaturas electorales y en la toma de decisiones.
5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de 
la violencia de género, la violencia familiar y todas las formas de 
acoso sexual y acoso por razón de sexo.
6. La consideración de las singulares dificultades en que se en-
cuentran las mujeres de colectivos de especial vulnerabilidad 
como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, 
las niñas, las mujeres con discapacidad, las mujeres mayores, las 
mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, 
para las cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, 
medidas de acción positiva.
7. La protección de la maternidad, con especial atención a la 
asunción por la sociedad de los efectos derivados del embarazo, 
parto y lactancia.
8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del 
trabajo y de la vida personal y familiar de las mujeres y los hom-
bres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores 
domésticas y en la atención a la familia.
9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas 
Administraciones públicas y los agentes sociales, las asociaciones 
de mujeres y otras entidades privadas.
10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre 
mujeres y hombres en las relaciones entre particulares.
11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito admi-
nistrativo y su fomento en la totalidad de las relaciones sociales, 
culturales y artísticas.
12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán 
e integrarán de igual manera en la política española de coopera-
ción internacional para el desarrollo.

Artículo 15. Transversalidad del principio de igualdad de trato en-
tre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato y oportunidades entre muje-
res y hombres informará, con carácter transversal, la actuación 
de todos los Poderes Públicos. Las Administraciones públicas lo 
integrarán, de forma activa, en la adopción y ejecución de sus 
disposiciones normativas, en la definición y presupuestación de 
políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del con-
junto de todas sus actividades.
Artículo 16. Nombramientos realizados por los Poderes Públicos.
Los Poderes Públicos procurarán atender al principio de presen-
cia equilibrada de mujeres y hombres en los nombramientos y de-
signaciones de los cargos de responsabilidad que les correspondan.
Artículo 17. Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades.
El Gobierno, en las materias que sean de la competencia del Es-
tado, aprobará periódicamente un Plan Estratégico de Igualdad 
de Oportunidades, que incluirá medidas para alcanzar el objetivo 
de igualdad entre mujeres y hombres y eliminar la discriminación 
por razón de sexo.
Artículo 18. Informe periódico.
En los términos que reglamentariamente se determinen, el Go-
bierno elaborará un informe periódico sobre el conjunto de sus 
actuaciones en relación con la efectividad del principio de igual-
dad entre mujeres y hombres. De este informe se dará cuenta a 
las Cortes Generales.
Artículo 19. Informes de impacto de género.
Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes 
de especial relevancia económica, social, cultural y artística que 
se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán in-
corporar un informe sobre su impacto por razón de género.
Artículo 20. Adecuación de las estadísticas y estudios.
Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta 
Ley y que se garantice la integración de modo efectivo de la pers-
pectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos, 
en la elaboración de sus estudios y estadísticas, deberán:
a) Incluir sistemáticamente la variable de sexo en las estadísticas, 
encuestas y recogida de datos que lleven a cabo.
b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos in-
dicadores que posibiliten un mejor conocimiento de las diferen-
cias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y 
necesidades de mujeres y hombres, su manifestación e interac-
ción en la realidad que se vaya a analizar.
c) Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios 
que permitan el conocimiento de la incidencia de otras variables 
cuya concurrencia resulta generadora de situaciones de discrimi-
nación múltiple en los diferentes ámbitos de intervención.
d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que 
las diversas variables incluidas puedan ser explotadas y analiza-
das en función de la variable de sexo.
e) Explotar los datos de que disponen de modo que se puedan 

organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier organi-
zación cuyos miembros ejerzan una profesión concreta, incluidas 
las prestaciones concedidas por las mismas.
No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida 
la formación necesaria, una diferencia de trato basada en una 
característica relacionada con el sexo cuando, debido a la natura-
leza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el 
que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito 
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objeti-
vo sea legítimo y el requisito proporcionado.
Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situa-
ción en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudie-
ra ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable 
que otra en situación comparable.
2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la si-
tuación en que una disposición, criterio o práctica aparentemen-
te neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular 
con respecto a personas del otro, salvo que dicha disposición, 
criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención 
a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha fi-
nalidad sean necesarios y adecuados.
3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de 
discriminar, directa o indirectamente, por razón de sexo.
Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos 
de esta Ley constituye acoso sexual cualquier comportamiento, 
verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o pro-
duzca el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en 
particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante 
u ofensivo.
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento 
realizado en función del sexo de una persona, con el propósito 
o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno 
intimidatorio, degradante u ofensivo.
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y 
el acoso por razón de sexo.
4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de 
derecho a la aceptación de una situación constitutiva de acoso 
sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto 
de discriminación por razón de sexo.
Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato 
desfavorable a las mujeres relacionado con el embarazo o la ma-
ternidad.
Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.
También se considerará discriminación por razón de sexo cual-
quier trato adverso o efecto negativo que se produzca en una 
persona como consecuencia de la presentación por su parte de 
queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso, de cualquier 

tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el cumpli-
miento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres 
y hombres.
Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discrimi-
natorias.
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan 
o causen discriminación por razón de sexo se considerarán nulos 
y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un siste-
ma de reparaciones o indemnizaciones que sean reales, efectivas 
y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a tra-
vés de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga 
la realización de conductas discriminatorias.
Artículo 11. Acciones positivas.
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la 
igualdad, los Poderes Públicos adoptarán medidas específicas en 
favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de des-
igualdad de hecho respecto de los hombres. Tales medidas, que 
serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de 
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo per-
seguido en cada caso.
2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adop-
tar este tipo de medidas en los términos establecidos en la pre-
sente Ley.
Artículo 12. Tutela judicial efectiva.
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del 
derecho a la igualdad entre mujeres y hombres, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras 
la terminación de la relación en la que supuestamente se ha pro-
ducido la discriminación.
2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos 
civiles, sociales y contencioso-administrativos que versen sobre 
la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y 
jurídicas con interés legítimo, determinadas en las Leyes regula-
doras de estos procesos.
3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre 
acoso sexual y acoso por razón de sexo.
Artículo 13. Prueba.
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimien-
tos en los que las alegaciones de la parte actora se fundamenten 
en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponde-
rá a la persona demandada probar la ausencia de discriminación 
en las medidas adoptadas y su proporcionalidad.
A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano 
judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo estimase útil y 
pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos com-
petentes.
2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a 
los procesos penales.
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d) Que se respete y se garantice la representación equili-
brada en los distintos órganos consultivos, científicos y de 
decisión existentes en el organigrama artístico y cultural.
e) Adoptar medidas de acción positiva a la creación y pro-
ducción artística e intelectual de las mujeres, propiciando el 
intercambio cultural, intelectual y artístico, tanto nacional 
como internacional, y la suscripción de convenios con los 
organismos competentes.
f) En general y al amparo del artículo 11 de la presente Ley, 
todas las acciones positivas necesarias para corregir las si-
tuaciones de desigualdad en la producción y creación inte-
lectual artística y cultural de las mujeres.
Artículo 27. Integración del principio de igualdad en la polí-
tica de salud.
1. Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán, 
en su formulación, desarrollo y evaluación, las distintas ne-
cesidades de mujeres y hombres y las medidas necesarias 
para abordarlas adecuadamente.
2. Las Administraciones públicas garantizarán un igual de-
recho a la salud de las mujeres y hombres, a través de la 
integración activa, en los objetivos y en las actuaciones de la 
política de salud, del principio de igualdad de trato, evitando 
que por sus diferencias biológicas o por los estereotipos so-
ciales asociados, se produzcan discriminaciones entre unas 
y otros.
3. Las Administraciones públicas, a través de sus Servicios de 
Salud y de los órganos competentes en cada caso, desarro-
llarán, de acuerdo con el principio de igualdad de oportuni-
dades, las siguientes actuaciones:
a) La adopción sistemática, dentro de las acciones de edu-
cación sanitaria, de iniciativas destinadas a favorecer la 
promoción específica de la salud de las mujeres, así como a 
prevenir su discriminación.
b) El fomento de la investigación científica que atienda las 
diferencias entre mujeres y hombres en relación con la pro-
tección de su salud, especialmente en lo referido a la accesi-
bilidad y el esfuerzo diagnóstico y terapéutico, tanto en sus 
aspectos de ensayos clínicos como asistenciales.
c) La consideración, dentro de la protección, promoción y 
mejora de la salud laboral, del acoso sexual y el acoso por 
razón de sexo.
d) La integración del principio de igualdad en la formación 
del personal al servicio de las organizaciones sanitarias, ga-
rantizando en especial su capacidad para detectar y atender 
las situaciones de violencia de género.
e) La presencia equilibrada de mujeres y hombres en los 
puestos directivos y de responsabilidad profesional del con-
junto del Sistema Nacional de Salud.
f) La obtención y el tratamiento desagregados por sexo, 
siempre que sea posible, de los datos contenidos en regis-

tros, encuestas, estadísticas u otros sistemas de información 
médica y sanitaria.
Artículo 28. Sociedad de la Información.
1. Todos los programas públicos de desarrollo de la Sociedad de 
la Información incorporarán la efectiva consideración del princi-
pio de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en su 
diseño y ejecución.
2. El Gobierno promoverá la plena incorporación de las mujeres 
en la Sociedad de la Información mediante el desarrollo de pro-
gramas específicos, en especial, en materia de acceso y forma-
ción en tecnologías de la información y de las comunicaciones, 
contemplando las de colectivos de riesgo de exclusión y del ám-
bito rural.
3. El Gobierno promoverá los contenidos creados por mujeres en 
el ámbito de la Sociedad de la Información.
4. En los proyectos del ámbito de las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación sufragados total o parcialmente con di-
nero público, se garantizará que su lenguaje y contenidos sean 
no sexistas.
Artículo 29. Deportes.
1. Todos los programas públicos de desarrollo del deporte incor-
porarán la efectiva consideración del principio de igualdad real y 
efectiva entre mujeres y hombres en su diseño y ejecución.
2. El Gobierno promoverá el deporte femenino y favorecerá la 
efectiva apertura de las disciplinas deportivas a las mujeres, me-
diante el desarrollo de programas específicos en todas las etapas 
de la vida y en todos los niveles, incluidos los de responsabilidad 
y decisión.
Artículo 30. Desarrollo rural.
1. A fin de hacer efectiva la igualdad entre mujeres y hombres en 
el sector agrario, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta-
ción y el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales desarrollarán la 
figura jurídica de la titularidad compartida, para que se reconoz-
can plenamente los derechos de las mujeres en el sector agrario, 
la correspondiente protección de la Seguridad Social, así como el 
reconocimiento de su trabajo.
2. En las actuaciones encaminadas al desarrollo del medio rural, 
se incluirán acciones dirigidas a mejorar el nivel educativo y de 
formación de las mujeres, y especialmente las que favorezcan su 
incorporación al mercado de trabajo y a los órganos de dirección 
de empresas y asociaciones.
3. Las Administraciones públicas promoverán nuevas actividades 
laborales que favorezcan el trabajo de las mujeres en el mundo 
rural.
4. Las Administraciones públicas promoverán el desarrollo de 
una red de servicios sociales para atender a menores, mayores 
y dependientes como medida de conciliación de la vida laboral, 
familiar y personal de hombres y mujeres en mundo rural.
5. Los poderes públicos fomentarán la igualdad de oportunidades 
en el acceso a las tecnologías de la información y la comunicación 

conocer las diferentes situaciones, condiciones, aspiraciones y 
necesidades de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de 
intervención.
f) Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas exis-
tentes con objeto de contribuir al reconocimiento y valoración 
del trabajo de las mujeres y evitar la estereotipación negativa de 
determinados colectivos de mujeres.
Sólo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aproba-
do por el órgano competente, podrá justificarse el incumplimien-
to de alguna de las obligaciones anteriormente especificadas.
Artículo 21. Colaboración entre las Administraciones públicas.
1. La Administración General del Estado y las Administraciones 
de las Comunidades Autónomas cooperarán para integrar el de-
recho de igualdad entre mujeres y hombres en el ejercicio de sus 
respectivas competencias y, en especial, en sus actuaciones de 
planificación. En el seno de la Conferencia Sectorial de la Mujer 
podrán adoptarse planes y programas conjuntos de actuación con 
esta finalidad.
2. Las Entidades Locales integrarán el derecho de igualdad en el 
ejercicio de sus competencias y colaborarán, a tal efecto, con el 
resto de las Administraciones públicas.
Artículo 22. Acciones de planificación equitativa de los tiempos.
Con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiem-
pos entre mujeres y hombres, las corporaciones locales podrán 
establecer Planes Municipales de organización del tiempo de la 
ciudad. Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades 
Autónomas, el Estado podrá prestar asistencia técnica para la 
elaboración de estos planes.
CAPÍTULO II
Acción administrativa para la igualdad
Artículo 23. La educación para la igualdad de mujeres y hombres.
El sistema educativo incluirá entre sus fines la educación en el 
respeto de los derechos y libertades fundamentales y en la igual-
dad de derechos y oportunidades entre mujeres y hombres.
Asimismo, el sistema educativo incluirá, dentro de sus princi-
pios de calidad, la eliminación de los obstáculos que dificultan 
la igualdad efectiva entre mujeres y hombres y el fomento de la 
igualdad plena entre unas y otros.
Artículo 24. Integración del principio de igualdad en la política 
de educación.
1. Las Administraciones educativas garantizarán un igual derecho 
a la educación de mujeres y hombres a través de la integración 
activa, en los objetivos y en las actuaciones educativas, del prin-
cipio de igualdad de trato, evitando que, por comportamientos 
sexistas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan 
desigualdades entre mujeres y hombres.
2. Las Administraciones educativas, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, desarrollarán, con tal finalidad, las siguientes 
actuaciones:
a) La atención especial en los currículos y en todas las etapas 

educativas al principio de igualdad entre mujeres y hombres.
b) La eliminación y el rechazo de los comportamientos y conte-
nidos sexistas y estereotipos que supongan discriminación entre 
mujeres y hombres, con especial consideración a ello en los libros 
de texto y materiales educativos.
c) La integración del estudio y aplicación del principio de igual-
dad en los cursos y programas para la formación inicial y perma-
nente del profesorado.
d) La promoción de la presencia equilibrada de mujeres y hom-
bres en los órganos de control y de gobierno de los centros do-
centes.
e) La cooperación con el resto de las Administraciones educativas 
para el desarrollo de proyectos y programas dirigidos a fomentar 
el conocimiento y la difusión, entre las personas de la comunidad 
educativa, de los principios de coeducación y de igualdad efecti-
va entre mujeres y hombres.
f) El establecimiento de medidas educativas destinadas al reco-
nocimiento y enseñanza del papel de las mujeres en la Historia.
Artículo 25. La igualdad en el ámbito de la educación superior.
1. En el ámbito de la educación superior, las Administraciones pú-
blicas en el ejercicio de sus respectivas competencias fomenta-
rán la enseñanza y la investigación sobre el significado y alcance 
de la igualdad entre mujeres y hombres.
2. En particular, y con tal finalidad, las Administraciones públicas 
promoverán:
a) La inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de ense-
ñanzas en materia de igualdad entre mujeres y hombres.
b) La creación de postgrados específicos.
c) La realización de estudios e investigaciones especializadas en 
la materia.
Artículo 26. La igualdad en el ámbito de la creación y producción 
artística e intelectual.
1. Las autoridades públicas, en el ámbito de sus competencias, 
velarán por hacer efectivo el principio de igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres en todo lo concerniente 
a la creación y producción artística e intelectual y a la difusión 
de la misma.
2. Los distintos organismos, agencias, entes y demás estructuras 
de las administraciones públicas que de modo directo o indirecto 
configuren el sistema de gestión cultural, desarrollarán las si-
guientes actuaciones:
a) Adoptar iniciativas destinadas a favorecer la promoción espe-
cífica de las mujeres en la cultura y a combatir su discriminación 
estructural y/o difusa.
b) Políticas activas de ayuda a la creación y producción artística 
e intelectual de autoría femenina, traducidas en incentivos de 
naturaleza económica, con el objeto de crear las condiciones para 
que se produzca una efectiva igualdad de oportunidades.
c) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en la 
oferta artística y cultural pública.
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conocimiento y la difusión del principio de igualdad entre mu-
jeres y hombres.
Artículo 37. Corporación RTVE.
1. La Corporación RTVE, en el ejercicio de su función de servicio 
público, perseguirá en su programación los siguientes objetivos:
a) Reflejar adecuadamente la presencia de las mujeres en los di-
versos ámbitos de la vida social.
b) Utilizar el lenguaje en forma no sexista.
c) Adoptar, mediante la autorregulación, códigos de conducta 
tendentes a transmitir el contenido del principio de igualdad.
d) Colaborar con las campañas institucionales dirigidas a fomen-
tar la igualdad entre mujeres y hombres y a erradicar la violencia 
de género.
2. La Corporación RTVE promoverá la incorporación de las muje-
res a puestos de responsabilidad directiva y profesional. Asimis-
mo, fomentará la relación con asociaciones y grupos de mujeres 
para identificar sus necesidades e intereses en el ámbito de la 
comunicación.
Artículo 38. Agencia EFE.
1. En el ejercicio de sus actividades, la Agencia EFE velará por el 
respeto del principio de igualdad entre mujeres y hombres y, en 
especial, por la utilización no sexista del lenguaje, y perseguirá en 
su actuación los siguientes objetivos:
a) Reflejar adecuadamente la presencia de la mujer en los diver-
sos ámbitos de la vida social.
b) Utilizar el lenguaje en forma no sexista.
c) Adoptar, mediante la autorregulación, códigos de conducta 
tendentes a transmitir el contenido del principio de igualdad.
d) Colaborar con las campañas institucionales dirigidas a fomen-
tar la igualdad entre mujeres y hombres y a erradicar la violencia 
de género.
2. La Agencia EFE promoverá la incorporación de las mujeres a 
puestos de responsabilidad directiva y profesional. Asimismo, fo-
mentará la relación con asociaciones y grupos de mujeres para 
identificar sus necesidades e intereses en el ámbito de la comu-
nicación.
Artículo 39. La igualdad en los medios de comunicación social de 
titularidad privada.
1. Todos los medios de comunicación respetarán la igualdad entre 
mujeres y hombres, evitando cualquier forma de discriminación.
2. Las Administraciones públicas promoverán la adopción por 
parte de los medios de comunicación de acuerdos de autorre-
gulación que contribuyan al cumplimiento de la legislación en 
materia de igualdad entre mujeres y hombres, incluyendo las ac-
tividades de venta y publicidad que en aquellos se desarrollen.
Artículo 40. Autoridad audiovisual.
Las Autoridades a las que corresponda velar por que los medios 
audiovisuales cumplan sus obligaciones adoptarán las medidas 
que procedan, de acuerdo con su regulación, para asegurar un 
tratamiento de las mujeres conforme con los principios y valores 

constitucionales.
Artículo 41. Igualdad y publicidad.
La publicidad que comporte una conducta discriminatoria de 
acuerdo con esta Ley se considerará publicidad ilícita, de confor-
midad con lo previsto en la legislación general de publicidad y de 
publicidad y comunicación institucional.
TÍTULO IV
El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades
CAPÍTULO I
Igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral
Artículo 42. Programas de mejora de la empleabilidad de las mujeres.
1. Las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos 
prioritarios aumentar la participación de las mujeres en el mer-
cado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva entre mujeres y 
hombres. Para ello, se mejorará la empleabilidad y la permanen-
cia en el empleo de las mujeres, potenciando su nivel formativo y 
su adaptabilidad a los requerimientos del mercado de trabajo.
2. Los Programas de inserción laboral activa comprenderán todos 
los niveles educativos y edad de las mujeres, incluyendo los de 
Formación Profesional, Escuelas Taller y Casas de Oficios, dirigi-
dos a personas en desempleo, se podrán destinar prioritariamen-
te a colectivos específicos de mujeres o contemplar una determi-
nada proporción de mujeres.
Artículo 43. Promoción de la igualdad en la negociación colectiva.
De acuerdo con lo establecido legalmente, mediante la negocia-
ción colectiva se podrán establecer medidas de acción positiva 
para favorecer el acceso de las mujeres al empleo y la aplicación 
efectiva del principio de igualdad de trato y no discriminación en 
las condiciones de trabajo entre mujeres y hombres.
CAPÍTULO II
Igualdad y conciliación
Artículo 44. Los derechos de conciliación de la vida personal, fa-
miliar y laboral.
1. Los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y labo-
ral se reconocerán a los trabajadores y las trabajadoras en forma 
que fomenten la asunción equilibrada de las responsabilidades 
familiares, evitando toda discriminación basada en su ejercicio.
2. El permiso y la prestación por maternidad se concederán en los 
términos previstos en la normativa laboral y de Seguridad Social.
3. Para contribuir a un reparto más equilibrado de las responsabi-
lidades familiares, se reconoce a los padres el derecho a un per-
miso y una prestación por paternidad, en los términos previstos 
en la normativa laboral y de Seguridad Social.
CAPÍTULO III
Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de pro-
moción de la igualdad
Artículo 45. Elaboración y aplicación de los planes de igualdad.
1. Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y 
de oportunidades en el ámbito laboral y, con esta finalidad, de-
berán adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discri-

mediante el uso de políticas y actividades dirigidas a la mujer 
rural, y la aplicación de soluciones alternativas tecnológicas allá 
donde la extensión de estas tecnologías no sea posible.
Artículo 31. Políticas urbanas, de ordenación territorial y vivienda.
1. Las políticas y planes de las Administraciones públicas en ma-
teria de acceso a la vivienda incluirán medidas destinadas a hacer 
efectivo el principio de igualdad entre mujeres y hombres.
Del mismo modo, las políticas urbanas y de ordenación del terri-
torio tomarán en consideración las necesidades de los distintos 
grupos sociales y de los diversos tipos de estructuras familiares, y 
favorecerán el acceso en condiciones de igualdad a los distintos 
servicios e infraestructuras urbanas.
2. El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, fomentará el 
acceso a la vivienda de las mujeres en situación de necesidad 
o en riesgo de exclusión, y de las que hayan sido víctimas de la 
violencia de género, en especial cuando, en ambos casos, tengan 
hijos menores exclusivamente a su cargo.
3. Las Administraciones públicas tendrán en cuenta en el dise-
ño de la ciudad, en las políticas urbanas, en la definición y eje-
cución del planeamiento urbanístico, la perspectiva de género, 
utilizando para ello, especialmente, mecanismos e instrumentos 
que fomenten y favorezcan la participación ciudadana y la trans-
parencia.
Artículo 32. Política española de cooperación para el desarrollo.
1. Todas las políticas, planes, documentos de planificación estraté-
gica, tanto sectorial como geográfica, y herramientas de progra-
mación operativa de la cooperación española para el desarrollo, 
incluirán el principio de igualdad entre mujeres y hombres como 
un elemento sustancial en su agenda de prioridades, y recibirán 
un tratamiento de prioridad transversal y específica en sus conte-
nidos, contemplando medidas concretas para el seguimiento y la 
evaluación de logros para la igualdad efectiva en la cooperación 
española al desarrollo.
2. Además, se elaborará una Estrategia Sectorial de Igualdad 
entre mujeres y hombres para la cooperación española, que se 
actualizará periódicamente a partir de los logros y lecciones 
aprendidas en los procesos anteriores.
3. La Administración española planteará un proceso progresivo, a 
medio plazo, de integración efectiva del principio de igualdad y 
del enfoque de género en desarrollo (GED), en todos los niveles 
de su gestión, que haga posible y efectiva la aplicación de la Es-
trategia Sectorial de Igualdad entre mujeres y hombres, que con-
temple actuaciones específicas para alcanzar la transversalidad 
en las actuaciones de la cooperación española, y la promoción de 
medidas de acción positiva que favorezcan cambios significativos 
en la implantación del principio de igualdad, tanto dentro de la 
Administración como en el mandato de desarrollo de la propia 
cooperación española.
Artículo 33. Contratos de las Administraciones públicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, a través de sus órganos de contratación y, en rela-
ción con la ejecución de los contratos que celebren, podrán esta-
blecer condiciones especiales con el fin de promover la igualdad 
entre mujeres y hombres en el mercado de trabajo, de acuerdo 
con lo establecido en la legislación de contratos del sector público.
Artículo 34. Contratos de la Administración General del Estado.
1. Anualmente, el Consejo de Ministros, a la vista de la evolución 
e impacto de las políticas de igualdad en el mercado laboral, de-
terminará los contratos de la Administración General del Estado y 
de sus organismos públicos que obligatoriamente deberán incluir 
entre sus condiciones de ejecución medidas tendentes a promo-
ver la igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el mercado 
de trabajo, conforme a lo previsto en la legislación de contratos 
del sector público.
En el Acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrán estable-
cerse, en su caso, las características de las condiciones que deban 
incluirse en los pliegos atendiendo a la naturaleza de los contra-
tos y al sector de actividad donde se generen las prestaciones.
2. Los órganos de contratación podrán establecer en los pliegos 
de cláusulas administrativas particulares la preferencia en la ad-
judicación de los contratos de las proposiciones presentadas por 
aquellas empresas que, en el momento de acreditar su solvencia 
técnica o profesional, cumplan con las directrices del apartado 
anterior, siempre que estas proposiciones igualen en sus térmi-
nos a las más ventajosas desde el punto de vista de los criterios 
objetivos que sirvan de base a la adjudicación y respetando, en 
todo caso, la prelación establecida en el apartado primero de la 
disposición adicional octava del Texto Refundido de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.
Artículo 35. Subvenciones públicas.
Las Administraciones públicas, en los planes estratégicos de sub-
venciones que adopten en el ejercicio de sus competencias, de-
terminarán los ámbitos en que, por razón de la existencia de una 
situación de desigualdad de oportunidades entre mujeres y hom-
bres, las bases reguladoras de las correspondientes subvenciones 
puedan incluir la valoración de actuaciones de efectiva consecu-
ción de la igualdad por parte de las entidades solicitantes.
A estos efectos podrán valorarse, entre otras, las medidas de con-
ciliación de la vida personal, laboral y familiar, de responsabilidad 
social de la empresa, o la obtención del distintivo empresarial en 
materia de igualdad regulado en el Capítulo IV del Título IV de 
la presente Ley.
TÍTULO III
Igualdad y medios de comunicación
Artículo 36. La igualdad en los medios de comunicación social de 
titularidad pública.
Los medios de comunicación social de titularidad pública velarán 
por la transmisión de una imagen igualitaria, plural y no estereo-
tipada de mujeres y hombres en la sociedad, y promoverán el 
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5. El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales controlará que las 
empresas que obtengan el distintivo mantengan permanente-
mente la aplicación de políticas de igualdad de trato y de oportu-
nidades con sus trabajadores y trabajadoras y, en caso de incum-
plirlas, les retirará el distintivo.
TÍTULO V
El principio de igualdad en el empleo público
CAPÍTULO I
Criterios de actuación de las Administraciones públicas
Artículo 51. Criterios de actuación de las Administraciones pú-
blicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias y en aplicación del principio de igualdad entre mu-
jeres y hombres, deberán:
a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cual-
quier tipo de discriminación con el fin de ofrecer condiciones de 
igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el acceso al em-
pleo público y en el desarrollo de la carrera profesional.
b) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, 
sin menoscabo de la promoción profesional.
c) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al em-
pleo público como a lo largo de la carrera profesional.
d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los 
órganos de selección y valoración.
e) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso 
sexual y al acoso por razón de sexo.
f) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discrimi-
nación retributiva, directa o indirecta, por razón de sexo.
g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad 
en sus respectivos ámbitos de actuación.
CAPÍTULO II
El principio de presencia equilibrada en la Administración Gene-
ral del Estado y en los organismos públicos vinculados o depen-
dientes de ella
Artículo 52. Titulares de órganos directivos.
El Gobierno atenderá al principio de presencia equilibrada de 
mujeres y hombres en el nombramiento de las personas titulares 
de los órganos directivos de la Administración General del Estado 
y de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella, 
considerados en su conjunto, cuya designación le corresponda.
Artículo 53. Órganos de selección y Comisiones de valoración.
Todos los tribunales y órganos de selección del personal de la 
Administración General del Estado y de los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella responderán al principio de 
presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo por razones 
fundadas y objetivas, debidamente motivadas.
Asimismo, la representación de la Administración General del 
Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes 
de ella en las comisiones de valoración de méritos para la provi-
sión de puestos de trabajo se ajustará al principio de composición 

equilibrada de ambos sexos.
Artículo 54. Designación de representantes de la Administración 
General del Estado.
La Administración General del Estado y los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella designarán a sus representan-
tes en órganos colegiados, comités de personas expertas o comi-
tés consultivos, nacionales o internacionales, de acuerdo con el 
principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, salvo 
por razones fundadas y objetivas, debidamente motivadas.
Asimismo, la Administración General del Estado y los organis-
mos públicos vinculados o dependientes de ella observarán el 
principio de presencia equilibrada en los nombramientos que le 
corresponda efectuar en los consejos de administración de las 
empresas en cuyo capital participe.
CAPÍTULO III
Medidas de Igualdad en el empleo para la Administración General 
del Estado y para los organismos públicos vinculados o depen-
dientes de ella
Artículo 55. Informe de impacto de género en las pruebas de ac-
ceso al empleo público.
La aprobación de convocatorias de pruebas selectivas para el ac-
ceso al empleo público deberá acompañarse de un informe de 
impacto de género, salvo en casos de urgencia y siempre sin per-
juicio de la prohibición de discriminación por razón de sexo.
Artículo 56. Permisos y beneficios de protección a la maternidad 
y la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
Sin perjuicio de las mejoras que pudieran derivarse de acuerdos 
suscritos entre la Administración General del Estado o los orga-
nismos públicos vinculados o dependientes de ella con los repre-
sentantes del personal al servicio de la Administración Pública, 
la normativa aplicable a los mismos establecerá un régimen de 
excedencias, reducciones de jornada, permisos u otros beneficios 
con el fin de proteger la maternidad y facilitar la conciliación de 
la vida personal, familiar y laboral. Con la misma finalidad se reco-
nocerá un permiso de paternidad, en los términos que disponga 
dicha normativa.
Artículo 57. Conciliación y provisión de puestos de trabajo.
En las bases de los concursos para la provisión de puestos de 
trabajo se computará, a los efectos de valoración del trabajo de-
sarrollado y de los correspondientes méritos, el tiempo que las 
personas candidatas hayan permanecido en las situaciones a que 
se refiere el artículo anterior.
Artículo 58. Licencia por riesgo durante el embarazo y lactancia.
Cuando las condiciones del puesto de trabajo de una funciona-
ria incluida en el ámbito de aplicación del mutualismo adminis-
trativo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer, 
del hijo e hija, podrá concederse licencia por riesgo durante el 
embarazo, en los mismos términos y condiciones previstas en la 
normativa aplicable. En estos casos, se garantizará la plenitud de 
los derechos económicos de la funcionaria durante toda la dura-

minación laboral entre mujeres y hombres, medidas que deberán 
negociar, y en su caso acordar, con los representantes legales de los 
trabajadores en la forma que se determine en la legislación laboral.
2. En el caso de las empresas de más de doscientos cincuenta 
trabajadores, las medidas de igualdad a que se refiere el aparta-
do anterior deberán dirigirse a la elaboración y aplicación de un 
plan de igualdad, con el alcance y contenido establecidos en este 
capítulo, que deberá ser asimismo objeto de negociación en la 
forma que se determine en la legislación laboral.
3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las em-
presas deberán elaborar y aplicar un plan de igualdad cuando así 
se establezca en el convenio colectivo que sea aplicable, en los 
términos previstos en el mismo.
4. Las empresas también elaborarán y aplicarán un plan de igual-
dad, previa negociación o consulta, en su caso, con la representa-
ción legal de los trabajadores y trabajadoras, cuando la autoridad 
laboral hubiera acordado en un procedimiento sancionador la 
sustitución de las sanciones accesorias por la elaboración y apli-
cación de dicho plan, en los términos que se fijen en el indicado 
acuerdo.
5. La elaboración e implantación de planes de igualdad será vo-
luntaria para las demás empresas, previa consulta a la represen-
tación legal de los trabajadores y trabajadoras.
Artículo 46. Concepto y contenido de los planes de igualdad de 
las empresas.
1. Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto orde-
nado de medidas, adoptadas después de realizar un diagnóstico 
de situación, tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de 
trato y de oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la 
discriminación por razón de sexo.
Los planes de igualdad fijarán los concretos objetivos de igualdad 
a alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su consecu-
ción, así como el establecimiento de sistemas eficaces de segui-
miento y evaluación de los objetivos fijados.
2. Para la consecución de los objetivos fijados, los planes de 
igualdad podrán contemplar, entre otras, las materias de acce-
so al empleo, clasificación profesional, promoción y formación, 
retribuciones, ordenación del tiempo de trabajo para favorecer, 
en términos de igualdad entre mujeres y hombres, la conciliación 
laboral, personal y familiar, y prevención del acoso sexual y del 
acoso por razón de sexo.
3. Los planes de igualdad incluirán la totalidad de una empresa, 
sin perjuicio del establecimiento de acciones especiales adecua-
das respecto a determinados centros de trabajo.
Artículo 47. Transparencia en la implantación del plan de igualdad.
Se garantiza el acceso de la representación legal de los trabaja-
dores y trabajadoras o, en su defecto, de los propios trabajadores 
y trabajadoras, a la información sobre el contenido de los Planes 
de igualdad y la consecución de sus objetivos.
Lo previsto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del 

seguimiento de la evolución de los acuerdos sobre planes de 
igualdad por parte de las comisiones paritarias de los convenios 
colectivos a las que éstos atribuyan estas competencias.
Artículo 48. Medidas específicas para prevenir el acoso sexual y el 
acoso por razón de sexo en el trabajo.
1. Las empresas deberán promover condiciones de trabajo que 
eviten el acoso sexual y el acoso por razón de sexo y arbitrar pro-
cedimientos específicos para su prevención y para dar cauce a las 
denuncias o reclamaciones que puedan formular quienes hayan 
sido objeto del mismo.
Con esta finalidad se podrán establecer medidas que deberán ne-
gociarse con los representantes de los trabajadores, tales como la 
elaboración y difusión de códigos de buenas prácticas, la realiza-
ción de campañas informativas o acciones de formación.
2. Los representantes de los trabajadores deberán contribuir a 
prevenir el acoso sexual y el acoso por razón de sexo en el traba-
jo mediante la sensibilización de los trabajadores y trabajadoras 
frente al mismo y la información a la dirección de la empresa de 
las conductas o comportamientos de que tuvieran conocimiento 
y que pudieran propiciarlo.
Artículo 49. Apoyo para la implantación voluntaria de planes de 
igualdad.
Para impulsar la adopción voluntaria de planes de igualdad, el Go-
bierno establecerá medidas de fomento, especialmente dirigidas 
a las pequeñas y las medianas empresas, que incluirán el apoyo 
técnico necesario.
CAPÍTULO IV
Distintivo empresarial en materia de igualdad
Artículo 50. Distintivo para las empresas en materia de igualdad.
1. El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales creará un distintivo 
para reconocer a aquellas empresas que destaquen por la aplica-
ción de políticas de igualdad de trato y de oportunidades con sus 
trabajadores y trabajadoras, que podrá ser utilizado en el tráfico 
comercial de la empresa y con fines publicitarios.
2. Con el fin de obtener este distintivo, cualquier empresa, sea de 
capital público o privado, podrá presentar al Ministerio de Trabajo 
y Asuntos Sociales un balance sobre los parámetros de igualdad 
implantados respecto de las relaciones de trabajo y la publicidad 
de los productos y servicios prestados.
3. Reglamentariamente, se determinarán la denominación de 
este distintivo, el procedimiento y las condiciones para su con-
cesión, las facultades derivadas de su obtención y las condiciones 
de difusión institucional de las empresas que lo obtengan y de las 
políticas de igualdad aplicadas por ellas.
4. Para la concesión de este distintivo se tendrán en cuenta, en-
tre otros criterios, la presencia equilibrada de mujeres y hombres 
en los órganos de dirección y en los distintos grupos y categorías 
profesionales de la empresa, la adopción de planes de igualdad u 
otras medidas innovadoras de fomento de la igualdad, así como la 
publicidad no sexista de los productos o servicios de la empresa.
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Artículo 67. Respeto del principio de igualdad.
Las normas reguladoras de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado promoverán la igualdad efectiva entre mujeres y hom-
bres, impidiendo cualquier situación de discriminación profesio-
nal, especialmente, en el sistema de acceso, formación, ascensos, 
destinos y situaciones administrativas.
Artículo 68. Aplicación de las normas referidas al personal de las 
Administraciones públicas.
Las normas referidas al personal al servicio de las Administracio-
nes públicas en materia de igualdad, prevención de la violencia 
de género y conciliación de la vida personal, familiar y profesional 
serán de aplicación en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, adaptándose, en su caso, a las peculiaridades de las fun-
ciones que tienen encomendadas, en los términos establecidos 
por su normativa específica.
TÍTULO VI
Igualdad de trato en el acceso a bienes y servicios y su suministro
Artículo 69. Igualdad de trato en el acceso a bienes y servicios.
1. Todas las personas físicas o jurídicas que, en el sector público 
o en el privado, suministren bienes o servicios disponibles para 
el público, ofrecidos fuera del ámbito de la vida privada y fami-
liar, estarán obligadas, en sus actividades y en las transacciones 
consiguientes, al cumplimiento del principio de igualdad de trato 
entre mujeres y hombres, evitando discriminaciones, directas o 
indirectas, por razón de sexo.
2. Lo previsto en el apartado anterior no afecta a la libertad de 
contratación, incluida la libertad de la persona de elegir a la otra 
parte contratante, siempre y cuando dicha elección no venga de-
terminada por su sexo.
3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, serán ad-
misibles las diferencias de trato en el acceso a bienes y servicios 
cuando estén justificadas por un propósito legítimo y los medios 
para lograrlo sean adecuados y necesarios.
Artículo 70. Protección en situación de embarazo.
En el acceso a bienes y servicios, ningún contratante podrá inda-
gar sobre la situación de embarazo de una mujer demandante de 
los mismos, salvo por razones de protección de su salud.
Artículo 71. Factores actuariales.
1. Se prohíbe la celebración de contratos de seguros o de servicios 
financieros afines en los que, al considerar el sexo como factor de 
cálculo de primas y prestaciones, se generen diferencias en las 
primas y prestaciones de las personas aseguradas.
No obstante, reglamentariamente, se podrán fijar los supuestos 
en los que sea admisible determinar diferencias proporcionadas 
de las primas y prestaciones de las personas consideradas indivi-
dualmente, cuando el sexo constituya un factor determinante de 
la evaluación del riesgo a partir de datos actuariales y estadísti-
cos pertinentes y fiables.
2. Los costes relacionados con el embarazo y el parto no justi-
ficarán diferencias en las primas y prestaciones de las personas 

consideradas individualmente, sin que puedan autorizarse dife-
rencias al respecto.
Artículo 72. Consecuencias del incumplimiento de las prohibiciones.
1. Sin perjuicio de otras acciones y derechos contemplados en la 
legislación civil y mercantil, la persona que, en el ámbito de apli-
cación del artículo 69, sufra una conducta discriminatoria, tendrá 
derecho a indemnización por los daños y perjuicios sufridos.
2. En el ámbito de los contratos de seguros o de servicios finan-
cieros afines, y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 10 de 
esta Ley, el incumplimiento de la prohibición contenida en el artí-
culo 71 otorgará al contratante perjudicado el derecho a reclamar 
la asimilación de sus primas y prestaciones a las del sexo más 
beneficiado, manteniéndose en los restantes extremos la validez 
y eficacia del contrato.
TÍTULO VII
La igualdad en la responsabilidad social de las empresas
Artículo 73. Acciones de responsabilidad social de las empresas 
en materia de igualdad.
Las empresas podrán asumir la realización voluntaria de acciones 
de responsabilidad social, consistentes en medidas económicas, 
comerciales, laborales, asistenciales o de otra naturaleza, desti-
nadas a promover condiciones de igualdad entre las mujeres y los 
hombres en el seno de la empresa o en su entorno social.
La realización de estas acciones podrá ser concertada con la re-
presentación de los trabajadores y las trabajadoras, las organiza-
ciones de consumidores y consumidoras y usuarios y usuarias, las 
asociaciones cuyo fin primordial sea la defensa de la igualdad de 
trato entre mujeres y hombres y los Organismos de Igualdad.
Se informará a los representantes de los trabajadores de las ac-
ciones que no se concierten con los mismos.
A las decisiones empresariales y acuerdos colectivos relativos a 
medidas laborales les será de aplicación la normativa laboral.
Artículo 74. Publicidad de las acciones de responsabilidad social 
en materia de igualdad.
Las empresas podrán hacer uso publicitario de sus acciones de 
responsabilidad en materia de igualdad, de acuerdo con las con-
diciones establecidas en la legislación general de publicidad.
El Instituto de la Mujer, u órganos equivalentes de las Comuni-
dades Autónomas, estarán legitimados para ejercer la acción de 
cesación cuando consideren que pudiera haberse incurrido en 
supuestos de publicidad engañosa.
Artículo 75. Participación de las mujeres en los Consejos de admi-
nistración de las sociedades mercantiles.
Las sociedades obligadas a presentar cuenta de pérdidas y ga-
nancias no abreviada procurarán incluir en su Consejo de ad-
ministración un número de mujeres que permita alcanzar una 
presencia equilibrada de mujeres y hombres en un plazo de ocho 
años a partir de la entrada en vigor de esta Ley.
Lo previsto en el párrafo anterior se tendrá en cuenta para los 
nombramientos que se realicen a medida que venza el mandato 

ción de la licencia, de acuerdo con lo establecido en la legislación 
específica.
Lo dispuesto en el párrafo anterior será también de aplicación 
durante el período de lactancia natural.
Artículo 59. Vacaciones.
Sin perjuicio de las mejoras que pudieran derivarse de acuer-
dos suscritos entre la Administración General del Estado o los 
organismos públicos vinculados o dependientes de ella con la 
representación de los empleados y empleadas al servicio de la 
Administración Pública, cuando el periodo de vacaciones coinci-
da con una incapacidad temporal derivada del embarazo, parto 
o lactancia natural, o con el permiso de maternidad, o con su 
ampliación por lactancia, la empleada pública tendrá derecho a 
disfrutar las vacaciones en fecha distinta, aunque haya terminado 
el año natural al que correspondan.
Gozarán de este mismo derecho quienes estén disfrutando de 
permiso de paternidad.
Artículo 60. Acciones positivas en las actividades de formación.
1. Con el objeto de actualizar los conocimientos de los emplea-
dos y empleadas públicas, se otorgará preferencia, durante un 
año, en la adjudicación de plazas para participar en los cursos 
de formación a quienes se hayan incorporado al servicio activo 
procedentes del permiso de maternidad o paternidad, o hayan 
reingresado desde la situación de excedencia por razones de 
guarda legal y atención a personas mayores dependientes o per-
sonas con discapacidad.
2. Con el fin de facilitar la promoción profesional de las emplea-
das públicas y su acceso a puestos directivos en la Administración 
General del Estado y en los organismos públicos vinculados o de-
pendientes de ella, en las convocatorias de los correspondientes 
cursos de formación se reservará al menos un 40% de las plazas para 
su adjudicación a aquéllas que reúnan los requisitos establecidos.
Artículo 61. Formación para la igualdad.
1. Todas las pruebas de acceso al empleo público de la Administra-
ción General del Estado y de los organismos públicos vinculados 
o dependientes de ella contemplarán el estudio y la aplicación 
del principio de igualdad entre mujeres y hombres en los diversos 
ámbitos de la función pública.
2. La Administración General del Estado y los organismos públicos 
vinculados o dependientes de ella impartirán cursos de forma-
ción sobre la igualdad de trato y oportunidades entre mujeres 
y hombres y sobre prevención de la violencia de género, que se 
dirigirán a todo su personal.
Artículo 62. Protocolo de actuación frente al acoso sexual y al 
acoso por razón de sexo.
Para la prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo, 
las Administraciones públicas negociarán con la representación 
legal de las trabajadoras y trabajadores, un protocolo de actua-
ción que comprenderá, al menos, los siguientes principios:
a) El compromiso de la Administración General del Estado y de los 

organismos públicos vinculados o dependientes de ella de preve-
nir y no tolerar el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
b) La instrucción a todo el personal de su deber de respetar la 
dignidad de las personas y su derecho a la intimidad, así como la 
igualdad de trato entre mujeres y hombres.
c) El tratamiento reservado de las denuncias de hechos que pu-
dieran ser constitutivos de acoso sexual o de acoso por razón de 
sexo, sin perjuicio de lo establecido en la normativa de régimen 
disciplinario.
d) La identificación de las personas responsables de atender a 
quienes formulen una queja o denuncia.
Artículo 63. Evaluación sobre la igualdad en el empleo público.
Todos los Departamentos Ministeriales y Organismos Públicos 
remitirán, al menos anualmente, a los Ministerios de Trabajo y 
Asuntos Sociales y de Administraciones Públicas, información re-
lativa a la aplicación efectiva en cada uno de ellos del principio de 
igualdad entre mujeres y hombres, con especificación, mediante 
la desagregación por sexo de los datos, de la distribución de su 
plantilla, grupo de titulación, nivel de complemento de destino y 
retribuciones promediadas de su personal.
Artículo 64. Plan de Igualdad en la Administración General del Es-
tado y en los organismos públicos vinculados o dependientes de ella.
El Gobierno aprobará, al inicio de cada legislatura, un Plan para la 
Igualdad entre mujeres y hombres en la Administración General 
del Estado y en los organismos públicos vinculados o dependien-
tes de ella. El Plan establecerá los objetivos a alcanzar en materia 
de promoción de la igualdad de trato y oportunidades en el em-
pleo público, así como las estrategias o medidas a adoptar para 
su consecución. El Plan será objeto de negociación, y en su caso 
acuerdo, con la representación legal de los empleados públicos 
en la forma que se determine en la legislación sobre negociación 
colectiva en la Administración Pública y su cumplimiento será 
evaluado anualmente por el Consejo de Ministros.
CAPÍTULO IV
Fuerzas Armadas
Artículo 65. Respeto del principio de igualdad.
Las normas sobre personal de las Fuerzas Armadas procurarán la 
efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres, 
en especial en lo que se refiere al régimen de acceso, formación, 
ascensos, destinos y situaciones administrativas.
Artículo 66. Aplicación de las normas referidas al personal de las 
Administraciones públicas.
Las normas referidas al personal al servicio de las Administracio-
nes públicas en materia de igualdad, prevención de la violencia 
de género y conciliación de la vida personal, familiar y profesional 
serán de aplicación en las Fuerzas Armadas, con las adaptaciones 
que resulten necesarias y en los términos establecidos en su nor-
mativa específica.
CAPÍTULO V
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado



100 101

54; 58; 59; 60; 61; 62; 63; 65; 66; 68; 69; 70.1 y 3; 72; 73; 74; 75; 85; 
86.1; 90; 91; 92; 93; 94; 95.3; 96; 103.2; 108.2 y 8; 109 a 119; 125 a 
130; 131.2; 132; 135 a 152.»
Cinco. Se añade una nueva disposición transitoria séptima, redac-
tada en los siguientes términos:
«En las convocatorias a elecciones municipales que se produzcan 
antes de 2011, lo previsto en el artículo 44 bis solo será exigible 
en los municipios con un número de residentes superior a 5.000 
habitantes, aplicándose a partir del 1 de enero de ese año la cifra 
de habitantes prevista en el segundo párrafo del apartado 2 del 
artículo 187 de la presente Ley.»
Disposición adicional tercera. Modificaciones de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial.
Se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judi-
cial, en los siguientes términos:
Uno. Se añade un último inciso en el apartado 1 del artículo 109, 
que queda en los siguientes términos:
«1. El Consejo General del Poder Judicial elevará anualmente a las 
Cortes Generales una Memoria sobre el estado, funcionamiento y 
actividades del propio Consejo y de los Juzgados y Tribunales de 
Justicia. Asimismo, incluirá las necesidades que, a su juicio, exis-
tan en materia de personal, instalaciones y de recursos, en gene-
ral, para el correcto desempeño de las funciones que la Consti-
tución y las leyes asignan al Poder Judicial. Incluirá también un 
capítulo sobre el impacto de género en el ámbito judicial.»
Dos. Se añade un nuevo párrafo, intercalado entre el primero y el 
segundo, al apartado 3 del artículo 110, con la siguiente redacción:
«En todo caso, se elaborará un informe previo de impacto de género.»
Tres. Se añade, en el artículo 122.1, después de «Comisión de Ca-
lificación», la expresión «Comisión de Igualdad».
Cuatro. Se añade un artículo 136 bis que integrará la nueva Sec-
ción 7.ª del Capítulo IV, Título II, Libro II, rubricada como «De la 
Comisión de Igualdad», con la siguiente redacción:
«Artículo 136 bis.
1. El Pleno del Consejo General del Poder Judicial elegirá anual-
mente, de entre sus Vocales, por mayoría de tres quintos y 
atendiendo al principio de presencia equilibrada entre mujeres 
y hombres, a los componentes de la Comisión de Igualdad, que 
estará integrada por cinco miembros.
2. La Comisión de Igualdad deberá actuar con la asistencia de to-
dos sus componentes y bajo la presidencia del miembro de la mis-
ma que sea elegido por mayoría. En caso de transitoria imposibilidad 
o ausencia justificada de alguno de los miembros, se procederá 
a su sustitución por otro Vocal del Consejo, preferentemente del 
mismo sexo, que será designado por la Comisión Permanente.
3. Corresponderá a la Comisión de Igualdad asesorar al Pleno 
sobre las medidas necesarias o convenientes para integrar ac-
tivamente el principio de igualdad entre mujeres y hombres en 
el ejercicio de las atribuciones del Consejo General del Poder 
Judicial y, en particular, le corresponderá elaborar los informes 

previos sobre impacto de género de los reglamentos y mejorar los 
parámetros de igualdad en la Carrera Judicial.»
Cinco. Se modifica el artículo 310, que tendrá la siguiente redacción:
«Todas las pruebas selectivas para el ingreso y la promoción en las 
Carreras Judicial y Fiscal contemplarán el estudio del principio de 
igualdad entre mujeres y hombres, incluyendo las medidas contra 
la violencia de género, y su aplicación con carácter transversal en 
el ámbito de la función jurisdiccional.»
Seis. Se modifica el primer párrafo del apartado e) del artículo 
356, que queda redactado como sigue:
«e) También tendrán derecho a un período de excedencia, de 
duración no superior a tres años, para atender al cuidado de un 
familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo grado in-
clusive de consanguinidad o afinidad que, por razones de edad, 
accidente o enfermedad, no pueda valerse por sí mismo y no des-
empeñe actividad retribuida.»
Siete. Se añade una nueva letra e) en el artículo 348, en los si-
guientes términos:
«e) Excedencia por razón de violencia sobre la mujer.»
Ocho. Se modifica el artículo 357, que pasa a tener la siguiente redacción:
«Artículo 357.
Cuando un magistrado del Tribunal Supremo solicitara la exce-
dencia voluntaria y le fuere concedida, perderá su condición de 
tal, salvo en el supuesto previsto en las letras d) y e) del artículo 
anterior y en el artículo 360 bis. En los demás casos quedará in-
tegrado en situación de excedencia voluntaria, dentro de la cate-
goría de Magistrado.»
Nueve. Se modifica el artículo 358.2 en los siguientes términos:
«2. Se exceptúan de lo previsto en el apartado anterior las ex-
cedencias voluntarias para el cuidado de hijos y para atender al 
cuidado de un familiar a que se refieren los apartados d) y e) del 
artículo 356, en las que el periodo de permanencia en dichas si-
tuaciones será computable a efectos de trienios y derechos pasi-
vos. Durante los dos primeros años se tendrá derecho a la reserva 
de la plaza en la que se ejerciesen sus funciones y al cómputo de 
la antigüedad. Transcurrido este periodo, dicha reserva lo será a 
un puesto en la misma provincia y de igual categoría, debiendo 
solicitar, en el mes anterior a la finalización del periodo máximo 
de permanencia en la misma, el reingreso al servicio activo; de no 
hacerlo, será declarado de oficio en la situación de excedencia 
voluntaria por interés particular.»
Diez. Se añade un nuevo artículo 360 bis con la siguiente redacción:
«Artículo 360 bis.
1. Las juezas y magistradas víctimas de violencia de género ten-
drán derecho a solicitar la situación de excedencia por razón 
de violencia sobre la mujer sin necesidad de haber prestado 
un tiempo mínimo de servicios previos. En esta situación admi-
nistrativa se podrá permanecer un plazo máximo de tres años.
2. Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la reserva 
del puesto de trabajo que desempeñaran, siendo computable di-

de los consejeros designados antes de la entrada en vigor de esta Ley.
TÍTULO VIII
Disposiciones organizativas
Artículo 76. Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres 
y hombres.
La Comisión Interministerial de Igualdad entre mujeres y hom-
bres es el órgano colegiado responsable de la coordinación de las 
políticas y medidas adoptadas por los departamentos ministeria-
les con la finalidad de garantizar el derecho a la igualdad entre 
mujeres y hombres y promover su efectividad.
Su composición y funcionamiento se determinarán reglamenta-
riamente.
Artículo 77. Las Unidades de Igualdad.
En todos los Ministerios se encomendará a uno de sus órganos 
directivos el desarrollo de las funciones relacionadas con el prin-
cipio de igualdad entre mujeres y hombres en el ámbito de las 
materias de su competencia y, en particular, las siguientes:
a) Recabar la información estadística elaborada por los órganos 
del Ministerio y asesorar a los mismos en relación con su elaboración.
b) Elaborar estudios con la finalidad de promover la igualdad 
entre mujeres y hombres en las áreas de actividad del Depar-
tamento.
c) Asesorar a los órganos competentes del Departamento en la 
elaboración del informe sobre impacto por razón de género.
d) Fomentar el conocimiento por el personal del Departamento 
del alcance y significado del principio de igualdad mediante la 
formulación de propuestas de acciones formativas.
e) Velar por el cumplimiento de esta Ley y por la aplicación efec-
tiva del principio de igualdad.
Artículo 78. Consejo de Participación de la Mujer.
1. Se crea el Consejo de Participación de la Mujer, como órgano 
colegiado de consulta y asesoramiento, con el fin esencial de ser-
vir de cauce para la participación de las mujeres en la consecu-
ción efectiva del principio de igualdad de trato y de oportunida-
des entre mujeres y hombres, y la lucha contra la discriminación 
por razón de sexo.
2. Reglamentariamente, se establecerán su régimen de funcio-
namiento, competencias y composición, garantizándose, en todo 
caso, la participación del conjunto de las Administraciones públi-
cas y de las asociaciones y organizaciones de mujeres de ámbito 
estatal.
Disposición adicional primera. Presencia o composición equilibrada.
A los efectos de esta Ley, se entenderá por composición equi-
librada la presencia de mujeres y hombres de forma que, en el 
conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no superen el 
sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento.
Disposición adicional segunda. Modificación de la Ley Orgánica 
de Régimen Electoral General.
Se modifica la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen 
Electoral General, en los siguientes términos:

Uno. Se añade un nuevo artículo 44 bis, redactado en los siguien-
tes términos:
«Artículo 44 bis.
1. Las candidaturas que se presenten para las elecciones de di-
putados al Congreso, municipales y de miembros de los consejos 
insulares y de los cabildos insulares canarios en los términos pre-
vistos en esta Ley, diputados al Parlamento Europeo y miembros 
de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas de-
berán tener una composición equilibrada de mujeres y hombres, 
de forma que en el conjunto de la lista los candidatos de cada 
uno de los sexos supongan como mínimo el cuarenta por ciento. 
Cuando el número de puestos a cubrir sea inferior a cinco, la 
proporción de mujeres y hombres será lo más cercana posible al 
equilibrio numérico.
En las elecciones de miembros de las Asambleas Legislativas de 
las Comunidades Autónomas, las leyes reguladoras de sus res-
pectivos regímenes electorales podrán establecer medidas que 
favorezcan una mayor presencia de mujeres en las candidaturas 
que se presenten a las Elecciones de las citadas Asambleas Le-
gislativas.
2. También se mantendrá la proporción mínima del cuarenta por 
ciento en cada tramo de cinco puestos. Cuando el último tramo 
de la lista no alcance los cinco puestos, la referida proporción 
de mujeres y hombres en ese tramo será lo más cercana posible 
al equilibrio numérico, aunque deberá mantenerse en cualquier 
caso la proporción exigible respecto del conjunto de la lista.
3. A las listas de suplentes se aplicarán las reglas contenidas en 
los anteriores apartados.
4. Cuando las candidaturas para el Senado se agrupen en listas, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 171 de esta Ley, tales 
listas deberán tener igualmente una composición equilibrada de 
mujeres y hombres, de forma que la proporción de unas y otros 
sea lo más cercana posible al equilibrio numérico.»
Dos. Se añade un nuevo párrafo al apartado 2 del artículo 187, 
redactado en los siguientes términos:
«Lo previsto en el artículo 44 bis de esta ley no será exigible en 
las candidaturas que se presenten en los municipios con un nú-
mero de residentes igual o inferior a 3.000 habitantes.»
Tres. Se añade un nuevo párrafo al apartado 3 del artículo 201, 
redactado en los siguientes términos:
«Lo previsto en el artículo 44 bis de esta ley no será exigible en 
las candidaturas que se presenten en las islas con un número de 
residentes igual o inferior a 5.000 habitantes.»
Cuatro. Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional pri-
mera, que queda redactado en los siguientes términos:
«2. En aplicación de las competencias que la Constitución reserva 
al Estado se aplican también a las elecciones a Asambleas Le-
gislativas de Comunidades Autónomas convocadas por éstas, los 
siguientes artículos del título primero de esta Ley Orgánica:
1 al 42; 44; 44 bis; 45; 46.1, 2, 4, 5, 6 y 8; 47.4; 49; 51.2 y 3; 52; 53; 
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Dos. Se modifica el supuesto 5.º del apartado 1 del artículo 188 de 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, que quedará 
redactado del siguiente modo:
«5. Por muerte, enfermedad o imposibilidad absoluta o baja por 
maternidad o paternidad del abogado de la parte que pidiere la 
suspensión, justificadas suficientemente, a juicio del Tribunal, 
siempre que tales hechos se hubiesen producido cuando ya no 
fuera posible solicitar nuevo señalamiento conforme a lo dispues-
to en el artículo 183, siempre que se garantice el derecho a la 
tutela judicial efectiva y no se cause indefensión.
Igualmente, serán equiparables a los supuestos anteriores y con 
los mismos requisitos, otras situaciones análogas previstas en 
otros sistemas de previsión social y por el mismo tiempo por el 
que se otorgue la baja y la prestación de los permisos previstos 
en la legislación de la Seguridad Social.»
Tres. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 217 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, pasando sus ac-
tuales apartados 5 y 6 a ser los números 6 y 7, respectivamente, 
con la siguiente redacción:
«5. De acuerdo con las leyes procesales, en aquellos procedimien-
tos en los que las alegaciones de la parte actora se fundamenten 
en actuaciones discriminatorias por razón del sexo, correspon-
derá al demandado probar la ausencia de discriminación en las 
medidas adoptadas y de su proporcionalidad.
A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judi-
cial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo estimase útil y perti-
nente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.»
Disposición adicional sexta. Modificaciones de la Ley reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
Se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa en los siguientes términos:
Uno. Se añade una letra i) al apartado 1 del artículo 19, con la 
siguiente redacción:
«i) Para la defensa del derecho de igualdad de trato entre muje-
res y hombres, además de los afectados y siempre con su auto-
rización, estarán también legitimados los sindicatos y las asocia-
ciones legalmente constituidas cuyo fin primordial sea la defensa 
de la igualdad de trato entre mujeres y hombres, respecto de sus 
afiliados y asociados, respectivamente.
Cuando los afectados sean una pluralidad de personas indetermi-
nada o de difícil determinación, la legitimación para demandar en 
juicio la defensa de estos intereses difusos corresponderá exclu-
sivamente a los organismos públicos con competencia en la ma-
teria, a los sindicatos más representativos y a las asociaciones de 
ámbito estatal cuyo fin primordial sea la igualdad entre mujeres y 
hombres, sin perjuicio, si los afectados estuvieran determinados, 
de su propia legitimación procesal.
La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre 
acoso sexual y acoso por razón de sexo.»
Dos. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 60, con la siguiente redacción:

«7. De acuerdo con las leyes procesales, en aquellos procedimien-
tos en los que las alegaciones de la parte actora se fundamenten 
en actuaciones discriminatorias por razón del sexo, correspon-
derá al demandado probar la ausencia de discriminación en las 
medidas adoptadas y su proporcionalidad.
A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano 
judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo estimase útil y 
pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos com-
petentes.»
Disposición adicional séptima. Modificaciones de la Ley por la 
que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
89/552/CEE.
Se añade una nueva letra e) en el apartado 1 del artículo 16 de 
la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se incorpora al ordena-
miento jurídico español la Directi-va 89/552/CEE, sobre la coordi-
nación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas 
de los Estados miembros relativas al ejercicio de la radiodifusión 
televisiva, en los siguientes términos:
«e) La publicidad o la tele venta dirigidas a menores deberá 
transmitir una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de 
mujeres y hombres.»
Disposición adicional octava. Modificaciones de la Ley General 
de Sanidad.
Uno. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 3 de la Ley 14/1986, 
de 25 de abril, General de Sanidad, que queda redactado en los 
siguientes términos:
«4. Las políticas, estrategias y programas de salud integrarán ac-
tivamente en sus objetivos y actuaciones el principio de igualdad 
entre mujeres y hombres, evitando que, por sus diferencias físi-
cas o por los estereotipos sociales asociados, se produzcan discri-
minaciones entre ellos en los objetivos y actuaciones sanitarias.»
Dos. Se añade un nuevo apartado 2 al artículo 6 de la Ley 14/1986, 
de 25 de abril, General de Sanidad, pasando su actual contenido a 
ser el apartado 1, en los siguientes términos:
«2. En la ejecución de lo previsto en el apartado anterior, las Ad-
ministraciones públicas sanitarias asegurarán la integración del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres, garantizando su 
igual derecho a la salud.»
Tres. Se modifican los apartados 1, 4, 9, 14 y 15 del artículo 18 de 
la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y se añade un 
nuevo apartado 17, que quedan redactados respectivamente en 
los siguientes términos:
«1. Adopción sistemática de acciones para la educación sanitaria 
como elemento primordial para la mejora de la salud individual y 
comunitaria, comprendiendo la educación diferenciada sobre los 
riesgos, características y necesidades de mujeres y hombres, y la 
formación contra la discriminación de las mujeres.»
«4. La prestación de los productos terapéuticos precisos, aten-
diendo a las necesidades diferenciadas de mujeres y hombres.»
«9. La protección, promoción y mejora de la salud laboral, con 

cho periodo a efectos de ascensos, trienios y derechos pasivos.
Esto no obstante, cuando de las actuaciones de tutela judicial re-
sultase que la efectividad del derecho de protección de la víctima 
lo exigiere, se podrá prorrogar por periodos de tres meses, con 
un máximo de dieciocho, el periodo en el que, de acuerdo con 
el párrafo anterior, se tendrá derecho a la reserva del puesto de 
trabajo, con idénticos efectos a los señalados en dicho párrafo.
3. Las juezas y magistradas en situación de excedencia por razón 
de violencia sobre la mujer percibirán, durante los dos primeros 
meses de esta excedencia, las retribuciones íntegras y, en su caso, 
las prestaciones familiares por hijo a cargo.
4. El reingreso en el servicio activo de las juezas y magistradas 
en situación administrativa de excedencia por razón de violencia 
sobre la mujer de duración no superior a seis meses se producirá 
en el mismo órgano jurisdiccional respecto del que tenga reserva 
del puesto de trabajo que desempeñaran con anterioridad; si el 
periodo de duración de la excedencia es superior a 6 meses el 
reingreso exigirá que las juezas y magistradas participen en todos 
los concursos que se anuncien para cubrir plazas de su categoría 
hasta obtener destino. De no hacerlo así, se les declarará en situa-
ción de excedencia voluntaria por interés particular.»
Once. Se suprime el artículo 370.
Doce. Se modifica el apartado 5 del artículo 373, con la siguiente 
redacción:
«5. Por el fallecimiento, accidente o enfermedad graves del cón-
yuge, de persona a la que estuviese unido por análoga relación de 
afectividad o de un familiar dentro del primer grado de consan-
guinidad o afinidad, los jueces o magistrados podrán disponer de 
un permiso de tres días hábiles, que podrá ser de hasta cinco días 
hábiles cuando a tal efecto sea preciso un desplazamiento a otra 
localidad, en cuyo caso será de cinco días hábiles.
Estos permisos quedarán reducidos a dos y cuatro días hábiles, 
respectivamente, cuando el fallecimiento y las otras circunstan-
cias señaladas afecten a familiares en segundo grado de afinidad 
o consanguinidad.»
Trece. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 373, con la si-
guiente redacción:
«6. Por el nacimiento, acogimiento o adopción de un hijo, el juez 
o magistrado tendrá derecho a disfrutar de un permiso de pater-
nidad de quince días, a partir de la fecha del nacimiento, de la de-
cisión administrativa o judicial de acogimiento o de la resolución 
judicial por la que se constituya la adopción.»
Catorce. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 373, con la si-
guiente redacción:
«7. Los jueces y magistrados tendrán derecho a permisos y licen-
cias para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, y 
por razón de violencia de género. El Consejo General del Poder 
Judicial, mediante reglamento, adaptará a las particularidades de 
la carrera judicial la normativa de la Administración General del 
Estado vigente en la materia.»

Quince. Se añade un apartado 5 al artículo 433 bis, con la siguien-
te redacción:
«5. El Plan de Formación Continuada de la Carrera Judicial con-
templará la formación de los Jueces y Magistrados en el principio 
de igualdad entre mujeres y hombres y la perspectiva de género.
La Escuela Judicial impartirá anualmente cursos de formación 
sobre la tutela jurisdiccional del principio de igualdad entre mu-
jeres y hombres y la violencia de género.»
Dieciséis. Se añade un segundo párrafo al apartado 2 del artículo 
434, con la siguiente redacción:
«El Centro de Estudios Jurídicos impartirá anualmente cursos de 
formación sobre el principio de igualdad entre mujeres y hom-
bres y su aplicación con carácter transversal por los miembros 
de la Carrera Fiscal, el Cuerpo de Secretarios y demás personal al 
servicio de la Administración de Justicia, así como sobre la detec-
ción y el tratamiento de situaciones de violencia de género.»
Disposición adicional cuarta. Modificación del Estatuto Orgánico 
del Ministerio Fiscal.
Se modifica la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se 
aprueba el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal en los siguien-
tes términos:
Se añade un último párrafo en el apartado 1 del artículo 14, que 
tendrá la siguiente redacción:
«Habrá de integrarse en el seno del Consejo Fiscal una Comisión 
de Igualdad para el estudio de la mejora de los parámetros de 
igualdad en la Carrera Fiscal, cuya composición quedará determi-
nada en la normativa que rige la constitución y funcionamiento 
del Consejo Fiscal.»
Disposición adicional quinta. Modificaciones de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil.
Uno. Se introduce un nuevo artículo 11 bis a la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, en los siguientes términos:
«Artículo 11 bis. Legitimación para la defensa del derecho a la 
igualdad de trato entre mujeres y hombres.
1. Para la defensa del derecho de igualdad de trato entre mujeres 
y hombres, además de los afectados y siempre con su autoriza-
ción, estarán también legitimados los sindicatos y las asociacio-
nes legalmente constituidas cuyo fin primordial sea la defensa 
de la igualdad de trato entre mujeres y hombres, respecto de sus 
afiliados y asociados, respectivamente.
2. Cuando los afectados sean una pluralidad de personas indeter-
minada o de difícil determinación, la legitimación para demandar 
en juicio la defensa de estos intereses difusos corresponderá ex-
clusivamente a los organismos públicos con competencia en la 
materia, a los sindicatos más representativos y a las asociaciones 
de ámbito estatal cuyo fin primordial sea la igualdad entre muje-
res y hombres, sin perjuicio, si los afectados estuvieran determi-
nados, de su propia legitimación procesal.
3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre 
acoso sexual y acoso por razón de sexo.»
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personas del sexo menos representado en el grupo o categoría 
profesional de que se trate.
Asimismo, la negociación colectiva podrá establecer este tipo 
de medidas en las condiciones de clasificación profesional, pro-
moción y formación, de modo que, en igualdad de condiciones 
de idoneidad, tengan preferencia las personas del sexo menos 
representado para favorecer su acceso en el grupo, categoría 
profesional o puesto de trabajo de que se trate.»
«5. El establecimiento de planes de igualdad en las empresas se 
ajustará a lo dispuesto en esta ley y en la Ley Orgánica para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres.»
Tres. Se introduce un apartado 8 en el artículo 34, con la siguiente 
redacción:
«8. El trabajador tendrá derecho a adaptar la duración y distribu-
ción de la jornada de trabajo para hacer efectivo su derecho a la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral en los términos 
que se establezcan en la negociación colectiva o en el acuerdo a 
que llegue con el empresario respetando, en su caso, lo previsto 
en aquélla.»
Cuatro. Se modifica la letra b) del apartado 3 del artículo 37, que 
queda redactado del modo siguiente:
«b) Dos días por el nacimiento de hijo y por el fallecimiento, 
accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención 
quirúrgica sin hospitalización que precise reposo domiciliario, de 
parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad. 
Cuando con tal motivo el trabajador necesite hacer un desplaza-
miento al efecto, el plazo será de cuatro días.»
Cinco. Se modifican el apartado 4 y el párrafo primero del apar-
tado 5 del artículo 37, quedando redactados en los siguientes 
términos:
«4. Las trabajadoras, por lactancia de un hijo menor de nueve 
meses, tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo, que 
podrán dividir en dos fracciones. La duración del permiso se in-
crementará proporcionalmente en los casos de parto múltiple.
La mujer, por su voluntad, podrá sustituir este derecho por una 
reducción de su jornada en media hora con la misma finalidad o 
acumularlo en jornadas completas en los términos previstos en la 
negociación colectiva o en el acuerdo a que llegue con el empre-
sario respetando, en su caso, lo establecido en aquélla.
Este permiso podrá ser disfrutado indistintamente por la madre o 
el padre en caso de que ambos trabajen.»
«5. Quien por razones de guarda legal tenga a su cuidado directo 
algún menor de ocho años o una persona con discapacidad física, 
psíquica o sensorial, que no desempeñe una actividad retribuida, 
tendrá derecho a una reducción de la jornada de trabajo, con la 
disminución proporcional del salario entre, al menos, un octavo y 
un máximo de la mitad de la duración de aquélla.»
Seis. Se añade un párrafo segundo al apartado 3 del artículo 38, 
en los siguientes términos:
«Cuando el período de vacaciones fijado en el calendario de 

vacaciones de la empresa al que se refiere el párrafo anterior 
coincida en el tiempo con una incapacidad temporal derivada 
del embarazo, el parto o la lactancia natural o con el período de 
suspensión del contrato de trabajo previsto en el artículo 48.4 de 
esta Ley, se tendrá derecho a disfrutar las vacaciones en fecha 
distinta a la de la incapacidad temporal o a la del disfrute del 
permiso que por aplicación de dicho precepto le correspondiera, 
al finalizar el período de suspensión, aunque haya terminado el 
año natural a que correspondan.»
Siete. Se modifica la letra d) del apartado 1 del ar-tículo 45, que-
dando redactada en los siguientes términos:
«d) Maternidad, paternidad, riesgo durante el embarazo, ries-
go durante la lactancia natural de un menor de nueve meses y 
adopción o acogimiento, tanto preadoptivo como permanente o 
simple, de conformidad con el Código Civil o las leyes civiles de 
las Comunidades Autónomas que lo regulen, siempre que su du-
ración no sea inferior a un año, aunque éstos sean provisionales, 
de menores de seis años o de menores de edad que sean mayores 
de seis años cuando se trate de menores discapacitados o que 
por sus circunstancias y experiencias personales o por provenir 
del extranjero, tengan especiales dificultades de inserción social 
y familiar debidamente acreditadas por los servicios sociales 
competentes.»
Ocho. Se modifica el apartado 2 del artículo 46, que queda redac-
tado del modo siguiente:
«2. El trabajador con al menos una antigüedad en la empresa de 
un año tiene derecho a que se le reconozca la posibilidad de si-
tuarse en excedencia voluntaria por un plazo no menor a cuatro 
meses y no mayor a cinco años. Este derecho sólo podrá ser ejer-
citado otra vez por el mismo trabajador si han transcurrido cuatro 
años desde el final de la anterior excedencia.»
Nueve. Se modifican los párrafos primero, segundo y tercero del 
apartado 3 del artículo 46, que quedan redactados del modo si-
guiente:
«Los trabajadores tendrán derecho a un período de excedencia 
de duración no superior a tres años para atender al cuidado de 
cada hijo, tanto cuando lo sea por naturaleza, como por adop-
ción, o en los supuestos de acogimiento, tanto permanente como 
preadoptivo, aunque éstos sean provisionales, a contar desde la 
fecha de nacimiento o, en su caso, de la resolución judicial o ad-
ministrativa.
También tendrán derecho a un período de excedencia, de dura-
ción no superior a dos años, salvo que se establezca una duración 
mayor por negociación colectiva, los trabajadores para atender al 
cuidado de un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad 
o afinidad, que por razones de edad, accidente, enfermedad o 
discapacidad no pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe 
actividad retribuida.
La excedencia contemplada en el presente apartado, cuyo perio-
do de duración podrá disfrutarse de forma fraccionada, constitu-

especial atención al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.»
«14. La mejora y adecuación de las necesidades de formación 
del personal al servicio de la organización sanitaria, incluyendo 
actuaciones formativas dirigidas a garantizar su capacidad para 
detectar, prevenir y tratar la violencia de género.»
«15. El fomento de la investigación científica en el campo especí-
fico de los problemas de salud, atendiendo a las diferencias entre 
mujeres y hombres.»
«17. El tratamiento de los datos contenidos en registros, encues-
tas, estadísticas u otros sistemas de información médica para 
permitir el análisis de género, incluyendo, siempre que sea posi-
ble, su desagregación por sexo.»
Cuatro. Se da nueva redacción al inciso inicial del apartado 1 del 
artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, 
que queda redactado en los siguientes términos:
«1. La actuación sanitaria en el ámbito de la salud laboral, que 
integrará en todo caso la perspectiva de género, comprenderá los 
siguientes aspectos.»
Disposición adicional novena. Modificaciones de la Ley de Cohe-
sión y Calidad del Sistema Nacional de Salud.
Uno. Se modifica la letra a) del artículo 2 de la Ley 16/2003, de 28 
de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, 
que queda redactada en los siguientes términos:
«a) La prestación de los servicios a los usuarios del Sistema Na-
cional de Salud en condiciones de igualdad efectiva y calidad, 
evitando especialmente toda discriminación entre mujeres y 
hombres en las actuaciones sanitarias.»
Dos. Se modifica la letra g) del apartado 2 del artículo 11, que 
queda redactada en los siguientes términos:
«g) La promoción y protección de la salud laboral, con especial 
consideración a los riesgos y necesidades específicos de las tra-
bajadoras.»
Tres. Se modifica la letra f) del apartado 2 del artículo 12, que 
queda redactada en los siguientes términos:
«f) Las atenciones y servicios específicos relativos a las mujeres, 
que específicamente incluirán la detección y tratamiento de las 
situaciones de violencia de género; la infancia; la adolescencia; 
los adultos; la tercera edad; los grupos de riesgo y los enfermos 
crónicos.»
Cuatro. Se incluye un nuevo apartado e) en el artículo 34, con la 
siguiente redacción:
«e) La inclusión de la perspectiva de género en las actuaciones 
formativas.»
Cinco. Se incluye un nuevo apartado f) en el artículo 44, con la 
siguiente redacción:
«f) Promover que la investigación en salud atienda las especifici-
dades de mujeres y hombres.»
Seis. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 53, que quedan 
redactados en los siguientes términos:
«2. El sistema de información sanitaria contendrá información so-

bre las prestaciones y la cartera de servicios en atención sanitaria 
pública y privada, e incorporará, como datos básicos, los relativos 
a población protegida, recursos humanos y materiales, actividad 
desarrollada, farmacia y productos sanitarios, financiación y resul-
tados obtenidos, así como las expectativas y opinión de los ciuda-
danos, todo ello desde un enfoque de atención integral a la salud, 
desagregando por sexo todos los datos susceptibles de ello.»
«3. Con el fin de lograr la máxima fiabilidad de la información que 
se produzca, el Ministerio de Sanidad y Consumo, previo acuerdo 
del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud, esta-
blecerá la definición y normalización de datos y flujos, la selec-
ción de indicadores y los requerimientos técnicos necesarios para 
la integración de la información y para su análisis desde la pers-
pectiva del principio de igualdad entre mujeres y hombres.»
Siete. Se añade, al final del artículo 63, la siguiente frase:
«Este informe contendrá análisis específicos de la salud de mu-
jeres y hombres.»
Disposición adicional décima. Fondo en materia de Sociedad de 
la información.
A los efectos previstos en el artículo 28 de la presente Ley, se 
constituirá un fondo especial que se dotará con 3 millones de 
euros en cada uno de los ejercicios presupuestarios de 2007, 
2008 y 2009.
Disposición adicional décimo primera. Modificaciones del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.
El texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, 
queda modificado como sigue:
Uno. Se modifica el párrafo e) del apartado 2 del artículo 4, que 
queda redactado en los términos siguientes:
«e) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida a su 
dignidad, comprendida la protección frente al acoso por razón 
de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad u orientación sexual, y frente al acoso sexual y al acoso por 
razón de sexo.»
Dos. Se modifica el párrafo segundo del apartado 1 y se añaden 
dos nuevos apartados 4 y 5 al artículo 17, en los siguientes tér-
minos:
«Serán igualmente nulas las órdenes de discriminar y las decisio-
nes del empresario que supongan un trato desfavorable de los 
trabajadores como reacción ante una reclamación efectuada en 
la empresa o ante una acción administrativa o judicial destinada 
a exigir el cumplimiento del principio de igualdad de trato y no 
discriminación.»
«4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, la 
negociación colectiva podrá establecer medidas de acción posi-
tiva para favorecer el acceso de las mujeres a todas las profesio-
nes. A tal efecto podrá establecer reservas y preferencias en las 
condiciones de contratación de modo que, en igualdad de condi-
ciones de idoneidad, tengan preferencia para ser contratadas las 
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«Artículo 48 bis. Suspensión del contrato de trabajo por paternidad.
En los supuestos de nacimiento de hijo, adopción o acogimien-
to de acuerdo con el artículo 45.1.d) de esta Ley, el trabajador 
tendrá derecho a la suspensión del contrato durante trece días 
ininterrumpidos, ampliables en el supuesto de parto, adopción o 
acogimiento múltiples en dos días más por cada hijo a partir del 
segundo. Esta suspensión es independiente del disfrute compar-
tido de los periodos de descanso por maternidad regulados en el 
artículo 48.4.
En el supuesto de parto, la suspensión corresponde en exclusiva 
al otro progenitor. En los supuestos de adopción o acogimien-
to, este derecho corresponderá sólo a uno de los progenitores, 
a elección de los interesados; no obstante, cuando el período de 
descanso regulado en el artículo 48.4 sea disfrutado en su tota-
lidad por uno de los progenitores, el derecho a la suspensión por 
paternidad únicamente podrá ser ejercido por el otro.
El trabajador que ejerza este derecho podrá hacerlo durante el 
periodo comprendido desde la finalización del permiso por na-
cimiento de hijo, previsto legal o convencionalmente, o desde la 
resolución judicial por la que se constituye la adopción o a partir 
de la decisión administrativa o judicial de acogimiento, hasta que 
finalice la suspensión del contrato regulada en el artículo 48.4 o 
inmediatamente después de la finalización de dicha suspensión.
La suspensión del contrato a que se refiere este artículo podrá 
disfrutarse en régimen de jornada completa o en régimen de jornada 
parcial de un mínimo del 50 por 100, previo acuerdo entre el empre-
sario y el trabajador, y conforme se determine reglamentariamente.
El trabajador deberá comunicar al empresario, con la debida an-
telación, el ejercicio de este derecho en los términos estableci-
dos, en su caso, en los convenios colectivos.»
Doce. Se modifica el apartado 4 del artículo 53 que queda redac-
tado en los siguientes términos:
«4. Cuando el empresario no cumpliese los requisitos estableci-
dos en el apartado 1 de este artículo o la decisión extintiva del 
empresario tuviera como móvil algunas de las causas de discrimi-
nación prohibidas en la Constitución o en la Ley o bien se hubiera 
producido con violación de derechos fundamentales y libertades 
públicas del trabajador, la decisión extintiva será nula, debiendo 
la autoridad judicial hacer tal declaración de oficio. La no conce-
sión del preaviso no anulará la extinción, si bien el empresario, 
con independencia de los demás efectos que procedan, estará 
obligado a abonar los salarios correspondientes a dicho periodo. 
La posterior observancia por el empresario de los requisitos in-
cumplidos no constituirá, en ningún caso, subsanación del pri-
mitivo acto extintivo, sino un nuevo acuerdo de extinción con 
efectos desde su fecha.
Será también nula la decisión extintiva en los siguientes supuestos:
a) La de los trabajadores durante el período de suspensión del 
contrato de trabajo por maternidad, riesgo durante el embarazo, 
riesgo durante la lactancia natural, enfermedades causadas por 

embarazo, parto o lactancia natural, adopción o acogimiento o 
paternidad al que se refiere la letra d) del apartado 1 del artículo 
45, o el notificado en una fecha tal que el plazo de preaviso con-
cedido finalice dentro de dicho periodo.
b) La de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio 
del embarazo hasta el comienzo del periodo de suspensión a que 
se refiere la letra a), y la de los trabajadores que hayan solicitado 
uno de los permisos a los que se refieren los apartados 4, 4 bis y 
5 del artículo 37, o estén disfrutando de ellos, o hayan solicitado 
o estén disfrutando la excedencia prevista en el apartado 3 del 
artículo 46; y la de las trabajadoras víctimas de violencia de gé-
nero por el ejercicio de los derechos de reducción o reordenación 
de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de 
centro de trabajo o de suspensión de la relación laboral en los 
términos y condiciones reconocidos en esta Ley.
c) La de los trabajadores después de haberse reintegrado al 
trabajo al finalizar los periodos de suspensión del contrato por 
maternidad, adopción o acogimiento o paternidad, siempre que 
no hubieran transcurrido más de nueve meses desde la fecha de 
nacimiento, adopción o acogimiento del hijo.
Lo establecido en las letras anteriores será de aplicación, salvo 
que, en esos casos, se declare la procedencia de la decisión extin-
tiva por motivos no relacionados con el embarazo o con el ejerci-
cio del derecho a los permisos y excedencia señalados.»
Trece. Se modifica la letra g) del apartado 2 del artículo 54, que-
dando redactado en los siguientes términos:
«g) El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convic-
ciones, discapacidad, edad u orientación sexual y el acoso sexual 
o por razón de sexo al empresario o a las personas que trabajan 
en la empresa.»
Catorce. Se modifica el apartado 5 del artículo 55, que queda re-
dactado del siguiente modo:
«Será nulo el despido que tenga por móvil alguna de las causas de 
discriminación prohibidas en la Constitución o en la Ley, o bien se 
produzca con violación de derechos fundamentales y libertades 
públicas del trabajador.
Será también nulo el despido en los siguientes supuestos:
a) El de los trabajadores durante el período de suspensión del 
contrato de trabajo por maternidad, riesgo durante el embarazo, 
riesgo durante la lactancia natural, enfermedades causadas por 
embarazo, parto o lactancia natural, adopción o acogimiento o 
paternidad al que se refiere la letra d) del apartado 1 del artículo 
45, o el notificado en una fecha tal que el plazo de preaviso con-
cedido finalice dentro de dicho período.
b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio 
del embarazo hasta el comienzo del período de suspensión a que 
se refiere la letra a), y el de los trabajadores que hayan solicitado 
uno de los permisos a los que se refieren los apartados 4, 4 bis y 
5 del artículo 37, o estén disfrutando de ellos, o hayan solicitado 
o estén disfrutando la excedencia prevista en el apartado 3 del 

ye un derecho individual de los trabajadores, hombres o mujeres. 
No obstante, si dos o más trabajadores de la misma empresa ge-
nerasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresa-
rio podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones justificadas 
de funcionamiento de la empresa.»
Diez. Se modifican los apartados 4 y 5 del artículo 48, quedando 
redactados en los siguientes términos:
«4. En el supuesto de parto, la suspensión tendrá una duración 
de dieciséis semanas ininterrumpidas, ampliables en el supues-
to de parto múltiple en dos semanas más por cada hijo a partir 
del segundo. El período de suspensión se distribuirá a opción de 
la interesada siempre que seis semanas sean inmediatamente 
posteriores al parto. En caso de fallecimiento de la madre, con 
independencia de que ésta realizara o no algún trabajo, el otro 
progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la 
parte que reste del período de suspensión, computado desde la 
fecha del parto, y sin que se descuente del mismo la parte que 
la madre hubiera podido disfrutar con anterioridad al parto. En el 
supuesto de fallecimiento del hijo, el período de suspensión no 
se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas 
de descanso obligatorio, la madre solicitara reincorporarse a su 
puesto de trabajo.
No obstante lo anterior, y sin perjuicio de las seis semanas inme-
diatamente posteriores al parto de descanso obligatorio para la 
madre, en el caso de que ambos progenitores trabajen, la madre, 
al iniciarse el período de descanso por maternidad, podrá optar 
por que el otro progenitor disfrute de una parte determinada e 
ininterrumpida del período de descanso posterior al parto bien 
de forma simultánea o sucesiva con el de la madre. El otro pro-
genitor podrá seguir haciendo uso del período de suspensión por 
maternidad inicialmente cedido, aunque en el momento previsto 
para la reincorporación de la madre al trabajo ésta se encuentre 
en situación de incapacidad temporal.
En el caso de que la madre no tuviese derecho a suspender su 
actividad profesional con derecho a prestaciones de acuerdo con 
las normas que regulen dicha actividad, el otro progenitor tendrá 
derecho a suspender su contrato de trabajo por el periodo que 
hubiera correspondido a la madre, lo que será compatible con el 
ejercicio del derecho reconocido en el artículo siguiente.
En los casos de parto prematuro y en aquéllos en que, por cual-
quier otra causa, el neonato deba permanecer hospitalizado a 
continuación del parto, el período de suspensión podrá compu-
tarse, a instancia de la madre, o en su defecto, del otro progeni-
tor, a partir de la fecha del alta hospitalaria. Se excluyen de dicho 
cómputo las seis semanas posteriores al parto, de suspensión 
obligatoria del contrato de la madre.
En los casos de partos prematuros con falta de peso y aquellos 
otros en que el neonato precise, por alguna condición clínica, 
hospitalización a continuación del parto, por un período superior 
a siete días, el período de suspensión se ampliará en tantos días 

como el nacido se encuentre hospitalizado, con un máximo de 
trece semanas adicionales, y en los términos en que reglamenta-
riamente se desarrolle.
En los supuestos de adopción y de acogimiento, de acuerdo con 
el artículo 45.1.d) de esta Ley, la suspensión tendrá una duración 
de dieciséis semanas ininterrumpidas, ampliable en el supuesto 
de adopción o acogimiento múltiples en dos semanas por cada 
menor a partir del segundo. Dicha suspensión producirá sus 
efectos, a elección del trabajador, bien a partir de la resolución 
judicial por la que se constituye la adopción, bien a partir de la 
decisión administrativa o judicial de acogimiento, provisional o 
definitivo, sin que en ningún caso un mismo menor pueda dar 
derecho a varios períodos de suspensión.
En caso de que ambos progenitores trabajen, el período de sus-
pensión se distribuirá a opción de los interesados, que podrán 
disfrutarlo de forma simultánea o sucesiva, siempre con períodos 
ininterrumpidos y con los límites señalados.
En los casos de disfrute simultáneo de períodos de descanso, la 
suma de los mismos no podrá exceder de las dieciséis semanas 
previstas en los párrafos anteriores o de las que correspondan en 
caso de parto, adopción o acogimiento múltiples.
En el supuesto de discapacidad del hijo o del menor adoptado o 
acogido, la suspensión del contrato a que se refiere este apartado 
tendrá una duración adicional de dos semanas. En caso de que 
ambos progenitores trabajen, este período adicional se distribui-
rá a opción de los interesados, que podrán disfrutarlo de forma 
simultánea o sucesiva y siempre de forma ininterrumpida.
Los períodos a los que se refiere el presente apartado podrán 
disfrutarse en régimen de jornada completa o a tiempo parcial, 
previo acuerdo entre los empresarios y los trabajadores afecta-
dos, en los términos que reglamentariamente se determinen.
En los supuestos de adopción internacional, cuando sea necesa-
rio el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen 
del adoptado, el período de suspensión, previsto para cada caso 
en el presente apartado, podrá iniciarse hasta cuatro semanas 
antes de la resolución por la que se constituye la adopción.
Los trabajadores se beneficiarán de cualquier mejora en las con-
diciones de trabajo a la que hubieran podido tener derecho du-
rante la suspensión del contrato en los supuestos a que se refiere 
este apartado, así como en los previstos en el siguiente apartado 
y en el artículo 48 bis.»
«5. En el supuesto de riesgo durante el embarazo o de riesgo 
durante la lactancia natural, en los términos previstos en el artí-
culo 26 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales, la suspensión del contrato finalizará el día en 
que se inicie la suspensión del contrato por maternidad biológica 
o el lactante cumpla nueve meses, respectivamente, o, en ambos 
casos, cuando desaparezca la imposibilidad de la trabajadora de 
reincorporarse a su puesto anterior o a otro compatible con su estado.»
Once. Se incluye un nuevo artículo 48 bis, con la siguiente redacción:
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principio de igualdad entre mujeres y hombres, considerando las 
variables relacionadas con el sexo tanto en los sistemas de reco-
gida y tratamiento de datos como en el estudio e investigación 
generales en materia de prevención de riesgos laborales, con el 
objetivo de detectar y prevenir posibles situaciones en las que los 
daños derivados del trabajo puedan aparecer vinculados con el 
sexo de los trabajadores.»
Dos. Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el aparta-
do 4 del artículo 26, que quedan redactados en los siguientes 
términos:
«2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de tra-
bajo no resultase posible o, a pesar de tal adaptación, las condi-
ciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en 
la salud de la trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifi-
quen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad 
Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la 
empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesiona-
les, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que 
asista facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar 
un puesto de trabajo o función diferente y compatible con su 
estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los 
representantes de los trabajadores, la relación de los puestos de 
trabajo exentos de riesgos a estos efectos.»
«4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será tam-
bién de aplicación durante el período de lactancia natural, si las 
condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud 
de la mujer o del hijo y así lo certifiquen los Servicios Médicos 
del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en 
función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la 
cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico 
del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la 
trabajadora o a su hijo. Podrá, asimismo, declararse el pase de 
la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato 
por riesgo durante la lactancia natural de hijos menores de nue-
ve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los 
Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 
3 de este artículo.»
Disposición adicional decimotercera. Modificaciones de la Ley de 
Procedimiento Laboral.
El texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de abril, queda modifi-
cado como sigue:
Uno. Se añade un nuevo párrafo segundo en el apartado 2 del 
artículo 27 en los siguientes términos:
«Lo anterior se entiende sin perjuicio de la posibilidad de recla-
mar, en los anteriores juicios, la indemnización derivada de dis-
criminación o lesión de derechos fundamentales conforme a los 
artículos 180 y 181 de esta Ley.»
Dos. El apartado 2 del artículo 108 queda redactado del siguiente 
modo:

«2. Será nulo el despido que tenga como móvil alguna de las cau-
sas de discriminación prevista en la Constitución y en la Ley, o se 
produzca con violación de derechos fundamentales y libertades 
públicas del trabajador.
Será también nulo el despido en los siguientes supuestos:
a) El de los trabajadores durante el período de suspensión del 
contrato de trabajo por maternidad, riesgo durante el embarazo, 
riesgo durante la lactancia natural, enfermedades causadas por 
embarazo, parto o lactancia natural, adopción o acogimiento o 
paternidad al que se refiere la letra d) del apartado 1 del artículo 
45 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
o el notificado en una fecha tal que el plazo de preaviso concedi-
do finalice dentro de dicho período.
b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio 
del embarazo hasta el comienzo del período de suspensión a que 
se refiere la letra a), y el de los trabajadores que hayan solicita-
do uno de los permisos a los que se refieren los apartados 4, 4 
bis y 5 del artículo 37 del Estatuto de los Trabajadores, o estén 
disfrutando de ellos, o hayan solicitado o estén disfrutando la 
excedencia prevista en el apartado 3 del artículo 46 del Estatuto 
de los Trabajadores; y el de las trabajadoras víctimas de violen-
cia de género por el ejercicio de los derechos de reducción o 
reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, 
de cambio de centro de trabajo o de suspensión de la relación 
laboral en los términos y condiciones reconocidos en el Estatuto 
de los Trabajadores.
c) El de los trabajadores después de haberse reintegrado al 
trabajo al finalizar los períodos de suspensión del contrato por 
maternidad, adopción o acogimiento o paternidad, siempre que 
no hubieran transcurrido más de nueve meses desde la fecha de 
nacimiento, adopción o acogimiento del hijo.
Lo establecido en las letras anteriores será de aplicación, salvo 
que, en esos casos, se declare la procedencia del despido por 
motivos no relacionados con el embarazo o con el ejercicio del 
derecho a los permisos y excedencias señalados.»
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 122, con el siguiente 
tenor:
«2. La decisión extintiva será nula cuando:
a) No se hubieren cumplido las formalidades legales de la comu-
nicación escrita, con mención de causa.
b) No se hubiese puesto a disposición del trabajador la indemni-
zación correspondiente, salvo en aquellos supuestos en los que 
tal requisito no viniera legalmente exigido.
c) Resulte discriminatoria o contraria a los derechos fundamenta-
les y libertades públicas del trabajador.
d) Se haya efectuado en fraude de ley eludiendo las normas esta-
blecidas por los despidos colectivos, en los casos a que se refiere 
el último párrafo del artículo 51.1 del texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores.
Será también nula la decisión extintiva en los siguientes supuestos:

artículo 46; y el de las trabajadoras víctimas de violencia de gé-
nero por el ejercicio de los derechos de reducción o reordenación 
de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de 
centro de trabajo o de suspensión de la relación laboral, en los 
términos y condiciones reconocidos en esta Ley.
c) El de los trabajadores después de haberse reintegrado al 
trabajo al finalizar los períodos de suspensión del contrato por 
maternidad, adopción o acogimiento o paternidad, siempre que 
no hubieran transcurrido más de nueve meses desde la fecha de 
nacimiento, adopción o acogimiento del hijo.
Lo establecido en las letras anteriores será de aplicación, salvo 
que, en esos casos, se declare la procedencia del despido por 
motivos no relacionados con el embarazo o con el ejercicio del 
derecho a los permisos y excedencia señalados.»
Quince. Se añade un nuevo párrafo segundo al número 1 del apar-
tado 1 del artículo 64, en los siguientes términos:
«También tendrá derecho a recibir información, al menos anual-
mente, relativa a la aplicación en la empresa del derecho de 
igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, 
entre la que se incluirán datos sobre la proporción de mujeres y 
hombres en los diferentes niveles profesionales, así como, en su 
caso, sobre las medidas que se hubieran adoptado para fomentar 
la igualdad entre mujeres y hombres en la empresa y, de haberse 
establecido un plan de igualdad, sobre la aplicación del mismo.»
Dieciséis. Se añade una nueva letra c) en el número 9del aparta-
do 1 del artículo 64, así como un nuevo número 13 en el mismo 
apartado 1, en los siguientes términos:
«c) De vigilancia del respeto y aplicación del principio de igualdad 
de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres.»
«13. Colaborar con la dirección de la empresa en el estableci-
miento y puesta en marcha de medidas de conciliación.»
Diecisiete. Se añade un nuevo párrafo en el apartado 1 del artícu-
lo 85, con la redacción siguiente:
«Sin perjuicio de la libertad de las partes para determinar el con-
tenido de los convenios colectivos, en la negociación de los mis-
mos existirá, en todo caso, el deber de negociar medidas dirigidas 
a promover la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres 
y hombres en el ámbito laboral o, en su caso, planes de igualdad con 
el alcance y contenido previsto en el capítulo III del Título IV de la 
Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.»
Dieciocho. Se añade un nuevo párrafo en el apartado 2 del artícu-
lo 85, con la redacción siguiente:
«Asimismo, sin perjuicio de la libertad de contratación que se 
reconoce a las partes, a través de la negociación colectiva se arti-
culará el deber de negociar planes de igualdad en las empresas de 
más de doscientos cincuenta trabajadores de la siguiente forma:
a) En los convenios colectivos de ámbito empresarial, el deber de 
negociar se formalizará en el marco de la negociación de dichos convenios.
b) En los convenios colectivos de ámbito superior a la empresa, el 
deber de negociar se formalizará a través de la negociación colec-

tiva que se desarrolle en la empresa en los términos y condicio-
nes que se hubieran establecido en los indicados convenios para 
cumplimentar dicho deber de negociar a través de las oportunas 
reglas de complementariedad.»
Diecinueve. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 90, quedan-
do redactado, en los siguientes términos:
«6. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, la au-
toridad laboral velará por el respeto al principio de igualdad en 
los convenios colectivos que pudieran contener discriminaciones, 
directas o indirectas, por razón de sexo.
A tales efectos, podrá recabar el asesoramiento del Instituto de 
la Mujer o de los Organismos de Igualdad de las Comunidades 
Autónomas, según proceda por su ámbito territorial. Cuando la 
autoridad laboral se haya dirigido a la jurisdicción competente 
por entender que el convenio colectivo pudiera contener cláu-
sulas discriminatorias, lo pondrá en conocimiento del Instituto 
de la Mujer o de los Organismos de Igualdad de las Comunidades 
Autónomas, según su ámbito territorial, sin perjuicio de lo es-
tablecido en el apartado 3 del artículo 95 de la Ley de Procedi-
miento Laboral.»
Veinte. Se añade una nueva disposición adicional decimoséptima, 
en los siguientes términos:
«Disposición adicional decimoséptima. Discrepancias en materia 
de conciliación.
Las discrepancias que surjan entre empresarios y trabajadores 
en relación con el ejercicio de los derechos de conciliación de 
la vida personal, familiar y laboral reconocidos legal o convencio-
nalmente se resolverán por la jurisdicción competente a través 
del procedimiento establecido en el artículo 138 bis de la Ley de 
Procedimiento Laboral.»
Veintiuno. Se añade una nueva disposición adicional decimocta-
va, en los siguientes términos:
«Disposición adicional decimoctava. Cálculo de indemnizaciones 
en determinados supuestos de jornada reducida.
1. En los supuestos de reducción de jornada contemplados en el 
artículo 37, apartados 4 bis, 5 y 7 el salario a tener en cuenta a 
efectos del cálculo de las indemnizaciones previstas en esta Ley, 
será el que hubiera correspondido al trabajador sin considerar la re-
ducción de jornada efectuada, siempre y cuando no hubiera transcu-
rrido el plazo máximo legalmente establecido para dicha reducción.
2. Igualmente, será de aplicación lo dispuesto en el párrafo ante-
rior en los supuestos de ejercicio a tiempo parcial de los derechos es-
tablecidos en el párrafo décimo del artículo 48.4 y en el artículo 48 bis.»
Disposición adicional duodécima. Modificaciones de la Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales.
La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos La-
borales queda modificada como sigue:
Uno. Se introduce un nuevo apartado 4 en el artículo 5, que que-
dará redactado como sigue:
«4. Las Administraciones públicas promoverán la efectividad del 
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edad o discapacidad o favorables o adversas en materia de retri-
buciones, jornadas, formación, promoción y demás condiciones 
de trabajo, por circunstancias de sexo, origen, incluido el racial 
o étnico, estado civil, condición social, religión o convicciones, 
ideas políticas, orientación sexual, adhesión o no a sindicatos y a 
sus acuerdos, vínculos de parentesco con otros trabajadores en la 
empresa o lengua dentro del Estado español, así como las deci-
siones del empresario que supongan un trato desfavorable de los 
trabajadores como reacción ante una reclamación efectuada en 
la empresa o ante una acción administrativa o judicial destinada 
a exigir el cumplimiento del principio de igualdad de trato y no 
discriminación.»
«13 bis. El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad y orientación sexual y el aco-
so por razón de sexo, cuando se produzcan dentro del ámbito a 
que alcanzan las facultades de dirección empresarial, cualquiera 
que sea el sujeto activo del mismo, siempre que, conocido por 
el empresario, éste no hubiera adoptado las medidas necesarias 
para impedirlo.»
«17. No elaborar o no aplicar el plan de igualdad, o hacerlo in-
cumpliendo manifiestamente los términos previstos, cuando la 
obligación de realizar dicho plan responda a lo establecido en el 
apartado 2 del artículo 46 bis de esta Ley.»
Tres. Se modifica el párrafo primero del artículo 46, quedando 
redactado en los siguientes términos:
«Sin perjuicio de las sanciones a que se refiere el artículo 40.1 y 
salvo lo establecido en el artículo 46 bis) de esta Ley, los empre-
sarios que hayan cometido infracciones muy graves tipificadas 
en los artículos 16 y 23 de esta Ley en materia de empleo y de 
protección por desempleo.»
Cuatro. Se añade una nueva Subsección 3.ª bis en la Sección 2.ª 
del Capítulo VI, comprensiva de un nuevo artículo 46 bis, en los 
siguientes términos:
«Subsección tercera bis. Responsabilidades en materia de igualdad
Artículo 46 bis. Responsabilidades empresariales específicas.
1. Los empresarios que hayan cometido las infracciones muy gra-
ves tipificadas en los apartados 12, 13 y 13 bis) del artículo 8 y en 
el apartado 2 del artículo 16 de esta Ley serán sancionados, sin 
perjuicio de lo establecido en el apartado 1 del artículo 40, con 
las siguientes sanciones accesorias:
a) Pérdida automática de las ayudas, bonificaciones y, en general, 
de los beneficios derivados de la aplicación de los programas de 
empleo, con efectos desde la fecha en que se cometió la infrac-
ción, y
b) Exclusión automática del acceso a tales beneficios durante seis meses.
2. No obstante lo anterior, en el caso de las infracciones muy gra-
ves tipificadas en el apartado 12 del artículo 8 y en el apartado 
2 del artículo 16 de esta Ley referidas a los supuestos de dis-
criminación directa o indirecta por razón de sexo, las sanciones 
accesorias a las que se refiere el apartado anterior podrán ser 

sustituidas por la elaboración y aplicación de un plan de igualdad 
en la empresa, si así se determina por la autoridad laboral com-
petente previa solicitud de la empresa e informe preceptivo de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en los términos que 
se establezcan reglamentariamente, suspendiéndose el plazo de 
prescripción de dichas sanciones accesorias.
En el supuesto de que no se elabore o no se aplique el plan de 
igualdad o se haga incumpliendo manifiestamente los térmi-
nos establecidos en la resolución de la autoridad laboral, ésta, 
a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin 
perjuicio de la imposición de la sanción que corresponda por la 
comisión de la infracción tipificada en el apartado 17 del artículo 
8, dejará sin efecto la sustitución de las sanciones accesorias, que 
se aplicarán de la siguiente forma:
a) La pérdida automática de las ayudas, bonificaciones y benefi-
cios a la que se refiere la letra a) del apartado anterior se aplicará 
con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción;
b) La exclusión del acceso a tales beneficios será durante seis 
meses a contar desde la fecha de la resolución de la autoridad 
laboral por la que se acuerda dejar sin efecto la suspensión y apli-
car las sanciones accesorias.»
Disposición adicional decimoquinta. Modificación del Real Decre-
to Ley por el que se regulan las bonificaciones de cuotas a la Se-
guridad Social de los contratos de interinidad que se celebren con 
personas desempleadas para sustituir a trabajadores durante los 
períodos de descanso por maternidad, adopción o acogimiento.
Se modifica el artículo 1 del Real Decreto Ley 11/1998, de 4 sep-
tiembre, por el que se regulan las bonificaciones de cuotas a la 
Seguridad Social de los contratos de interinidad que se celebren 
con personas desempleadas para sustituir a trabajadores durante 
los períodos de descanso por maternidad, adopción o acogimien-
to, que queda redactado en los siguientes términos:
«Darán derecho a una bonificación del 100 por 100 en las cuotas 
empresariales de la Seguridad Social, incluidas las de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales, y en las aportaciones 
empresariales de las cuotas de recaudación conjunta:
a) Los contratos de interinidad que se celebren con personas 
desempleadas para sustituir a trabajadoras que tengan suspen-
dido su contrato de trabajo por riesgo durante el embarazo o por 
riesgo durante la lactancia natural y hasta tanto se inicie la co-
rrespondiente suspensión del contrato por maternidad biológica 
o el lactante cumpla nueve meses, respectivamente, o, en ambos 
casos, cuando desaparezca la imposibilidad de la trabajadora de 
reincorporarse a su puesto anterior o a otro compatible con su estado.
b) Los contratos de interinidad que se celebren con personas des-
empleadas para sustituir a trabajadores y trabajadoras que ten-
gan suspendido su contrato de trabajo durante los períodos de 
descanso por maternidad, adopción y acogimiento preadoptivo 
o permanente o que disfruten de la suspensión por paternidad 
en los términos establecidos en los artículos 48.4 y 48 bis del 

a) La de los trabajadores durante el período de suspensión del 
contrato de trabajo por maternidad, riesgo durante el embarazo, 
riesgo durante la lactancia natural, enfermedades causadas por 
embarazo, parto o lactancia natural, adopción o acogimiento o 
paternidad al que se refiere la letra d) del apartado 1 de artículo 
45 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
o el notificado en una fecha tal que el plazo de preaviso concedi-
do finalice dentro de dicho período.
b) La de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio 
del embarazo hasta el comienzo del período de suspensión a que 
se refiere la letra a), y la de los trabajadores que hayan solicita-
do uno de los permisos a los que se refieren los apartados 4, 4 
bis y 5 del artículo 37 del Estatuto de los Trabajadores, o estén 
disfrutando de ellos, o hayan solicitado o estén disfrutando la 
excedencia prevista en el apartado 3 del artículo 46 del Estatuto 
de los Trabajadores; y la de las trabajadoras víctimas de violen-
cia de género por el ejercicio de los derechos de reducción o 
reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, 
de cambio de centro de trabajo o de suspensión de la relación 
laboral, en los términos y condiciones reconocidos en el Estatuto 
de los Trabajadores.
c) La de los trabajadores después de haberse reintegrado al 
trabajo al finalizar los períodos de suspensión del contrato por 
maternidad, adopción o acogimiento o paternidad, siempre que 
no hubieran transcurrido más de nueve meses desde la fecha de 
nacimiento, adopción o acogimiento del hijo.
Lo establecido en las letras anteriores será de aplicación, salvo 
que, en esos casos, se declare la procedencia de la decisión extin-
tiva por motivos no relacionados con el embarazo o con el ejerci-
cio del derecho a los permisos y excedencias señalados.»
Cuatro. Se añade una nueva letra d) al artículo 146, en los si-
guientes términos:
«d) De las comunicaciones de la Inspección de Trabajo y Seguri-
dad Social acerca de la constatación de una discriminación por 
razón de sexo y en las que se recojan las bases de los perjuicios 
estimados para el trabajador, a los efectos de la determinación de 
la indemnización correspondiente.
En este caso, la Jefatura de Inspección correspondiente habrá de 
informar sobre tal circunstancia a la autoridad laboral competen-
te para conocimiento de ésta, con el fin de que por la misma se 
dé traslado al órgano jurisdiccional competente a efectos de la 
acumulación de acciones si se iniciara con posterioridad el pro-
cedimiento de oficio a que se refiere el apartado 2 del artículo 
149 de esta Ley.»
Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 149, quedando re-
dactado en los siguientes términos:
«2. Asimismo, en el caso de que las actas de infracción versen 
sobre alguna de las materias contempladas en los apartados 2, 6 
y 10 del artículo 7 y 2, 11 y 12 del artículo 8 del Texto Refundido de 
la Ley sobre Infracciones y Sanciones del Orden Social, aprobado 

por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, y el sujeto 
responsable las haya impugnado con base en alegaciones y prue-
bas de las que se deduzca que el conocimiento del fondo de la 
cuestión está atribuido al orden social de la jurisdicción según el 
artículo 9.5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.»
Seis. Se modifica el apartado 1 del artículo 180, que queda con la 
siguiente redacción:
«1. La sentencia declarará la existencia o no de la vulneración 
denunciada. En caso afirmativo y previa la declaración de nulidad 
radical de la conducta del empleador, asociación patronal, Admi-
nistración pública o cualquier otra persona, entidad o corpora-
ción pública o privada, ordenará el cese inmediato del compor-
tamiento antisindical y la reposición de la situación al momento 
anterior a producirse el mismo, así como la reparación de las 
consecuencias derivadas del acto, incluida la indemnización que 
procediera, que será compatible, en su caso, con la que pudiera 
corresponder al trabajador por la modificación o extinción del 
contrato de trabajo de acuerdo con lo establecido en el Estatuto 
de los Trabajadores.»
Siete. Se modifica el artículo 181, quedando redactado en los si-
guientes términos:
«Las demandas de tutela de los demás derechos fundamentales y 
libertades públicas, incluida la prohibición de tratamiento discri-
minatorio y del acoso, que se susciten en el ámbito de las relacio-
nes jurídicas atribuidas al conocimiento del orden jurisdiccional 
social, se tramitarán conforme a las disposiciones establecidas 
en este capítulo. En dichas demandas se expresarán el derecho o 
derechos fundamentales que se estimen infringidos.
Cuando la sentencia declare la existencia de vulneración, el 
Juez deberá pronunciarse sobre la cuantía de la indemnización 
que, en su caso, le correspondiera al trabajador por haber sufri-
do discriminación, si hubiera discrepancia entre las partes. Esta 
indemnización será compatible, en su caso, con la que pudiera 
corresponder al trabajador por la modificación o extinción del 
contrato de trabajo de acuerdo con lo establecido en el Estatuto 
de los Trabajadores.»
Disposición adicional decimocuarta. Modificaciones de la Ley de 
Infracciones y Sanciones del Orden Social.
El texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 
de agosto, queda modificado como sigue:
Uno. Se añade un nuevo apartado, el 13, al artículo 7, con la si-
guiente redacción:
«13. No cumplir las obligaciones que en materia de planes de 
igualdad establecen el Estatuto de los Trabajadores o el convenio 
colectivo que sea de aplicación.»
Dos. Se modifican los apartados 12 y 13 bis del artículo 8 y se añade un 
nuevo apartado 17, quedando redactados en los siguientes términos:
«12. Las decisiones unilaterales de la empresa que impliquen dis-
criminaciones directas o indirectas desfavorables por razón de 
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como período de cotización efectiva a efectos de las corres-
pondientes prestaciones de la Seguridad Social por jubilación, 
incapacidad permanente, muerte y supervivencia, maternidad y 
paternidad.»
Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 125, que queda re-
dactado en los siguientes términos:
«1. La situación legal de desempleo total durante la que el traba-
jador perciba prestación por dicha contingencia será asimilada 
a la de alta. Asimismo, tendrá la consideración de situación asi-
milada a la de alta, con cotización, salvo en lo que respecta a los 
subsidios por riesgo durante el embarazo y por riesgo durante la 
lactancia natural, la situación del trabajador durante el período 
correspondiente a vacaciones anuales retribuidas que no hayan sido 
disfrutadas por el mismo con anterioridad a la finalización del contrato.»
Seis. Se modifica el Capítulo IV bis del Título II, que queda redac-
tado en los siguientes términos:
«Capítulo IV bis
Maternidad
Sección primera. Supuesto general
Artículo 133 bis. Situaciones protegidas.
A efectos de la prestación por maternidad prevista en esta 
Sección, se consideran situaciones protegidas la maternidad, la 
adopción y el acogimiento, tanto preadoptivo como permanente 
o simple de conformidad con el Código Civil o las leyes civiles 
de las Comunidades Autónomas que lo regulen, siempre que, en 
este último caso, su duración no sea inferior a un año, y aunque 
dichos acogimientos sean provisionales, durante los períodos de 
descanso que por tales situaciones se disfruten, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 48.4 del Texto Refundido del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, y en el artículo 30.3 de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la reforma de la función pública.
Artículo 133 ter. Beneficiarios.
1. Serán beneficiarios del subsidio por maternidad los trabajado-
res por cuenta ajena, cualquiera que sea su sexo, que disfruten 
de los descansos referidos en el artículo anterior, siempre que, 
reuniendo la condición general exigida en el artículo 124.1 y las 
demás que reglamentariamente se establezcan, acrediten los si-
guientes períodos mínimos de cotización:
a) Si el trabajador tiene menos de 21 años de edad en la fecha 
del parto o en la fecha de la decisión administrativa o judicial de 
acogimiento o de la resolución judicial por la que se constituye la 
adopción, no se exigirá período mínimo de cotización.
b) Si el trabajador tiene cumplidos entre 21 y 26 años de edad 
en la fecha del parto o en la fecha de la decisión administrativa 
o judicial de acogimiento o de la resolución judicial por la que se 
constituye la adopción, el período mínimo de cotización exigido 
será de 90 días cotizados dentro de los siete años inmediatamen-
te anteriores al momento de inicio del descanso. Se considerará 
cumplido el mencionado requisito si, alternativamente, el traba-

jador acredita 180 días cotizados a lo largo de su vida laboral, con 
anterioridad a esta última fecha.
c) Si el trabajador es mayor de 26 años de edad en la fecha del 
parto o en la fecha de la decisión administrativa o judicial de 
acogimiento o de la resolución judicial por la que se constituye 
la adopción, el período mínimo de cotización exigido será de 180 
días dentro de los siete años inmediatamente anteriores al mo-
mento de inicio del descanso. Se considerará cumplido el men-
cionado requisito si, alternativamente, el trabajador acredita 360 
días cotizados a lo largo de su vida laboral, con anterioridad a 
esta última fecha.
2. En el supuesto de parto, y con aplicación exclusiva a la madre 
biológica, la edad señalada en el apartado anterior será la que 
tenga cumplida la interesada en el momento de inicio del descan-
so, tomándose como referente el momento del parto a efectos de 
verificar la acreditación del período mínimo de cotización que, en 
su caso, corresponda.
3. En los supuestos previstos en el penúltimo párrafo del artículo 
48.4 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabaja-
dores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 
marzo, y en el párrafo octavo del artículo 30.3 de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, 
la edad señalada en el apartado 1 será la que tengan cumplida los 
interesados en el momento de inicio del descanso, tomándose 
como referente el momento de la resolución a efectos de verifi-
car la acreditación del período mínimo de cotización que, en su 
caso, corresponda.
Artículo 133 quáter. Prestación económica.
La prestación económica por maternidad consistirá en un subsi-
dio equivalente al 100 por 100 de la base reguladora correspon-
diente. A tales efectos, la base reguladora será equivalente a la 
que esté establecida para la prestación de incapacidad temporal, 
derivada de contingencias comunes.
Artículo 133 quinquies. Pérdida o suspensión del derecho al sub-
sidio por maternidad.
El derecho al subsidio por maternidad podrá ser denegado, anula-
do o suspendido, cuando el beneficiario hubiera actuado fraudu-
lentamente para obtener o conservar dicha prestación, así como 
cuando trabajara por cuenta propia o ajena durante los corres-
pondientes períodos de descanso.
Sección segunda. Supuesto especial
Artículo 133 sexies. Beneficiarias.
Serán beneficiarias del subsidio por maternidad previsto en esta 
Sección las trabajadoras por cuenta ajena que, en caso de parto, 
reúnan todos los requisitos establecidos para acceder a la pres-
tación por maternidad regulada en la Sección anterior, salvo el 
período mínimo de cotización establecido en el artículo 133 ter.
Artículo 133 septies. Prestación económica.
La cuantía de la prestación será igual al 100 por 100 del indicador 
público de renta de efectos múltiples (IPREM) vigente en cada 

Estatuto de los Trabajadores.
La duración máxima de las bonificaciones prevista en este apar-
tado b) coincidirá con la de las respectivas suspensiones de los 
contratos a que se refieren los artículos citados en el párrafo anterior.
En el caso de que el trabajador no agote el período de descanso 
o permiso a que tuviese derecho, los beneficios se extinguirán en 
el momento de su incorporación a la empresa.
c) Los contratos de interinidad que se celebren con personas 
desempleadas para sustituir a trabajadores autónomos, socios 
trabajadores o socios de trabajo de las sociedades cooperativas, 
en los supuestos de riesgo durante el embarazo o riesgo durante 
la lactancia natural, períodos de descanso por maternidad, adop-
ción y acogimiento o suspensión por paternidad, en los términos 
establecidos en los párrafos anteriores.»
Disposición adicional decimosexta. Modificaciones de la Ley de 
Medidas Urgentes de Reforma del Mercado de Trabajo para el in-
cremento del empleo y la mejora de su calidad.
Se modifica la disposición adicional segunda de la Ley 12/2001, 
de 9 de julio, de Medidas Urgentes de Reforma del Mercado de 
Trabajo para el incremento del empleo y la mejora de su calidad, 
que queda redactada en los siguientes términos:
«Disposición adicional segunda. Bonificaciones de cuotas de Se-
guridad Social para los trabajadores en período de descanso por 
maternidad, adopción, acogimiento, riesgo durante el embarazo, 
riesgo durante la lactancia natural o suspensión por paternidad.
A la cotización de los trabajadores o de los socios trabajadores o 
socios de trabajo de las sociedades cooperativas, o trabajadores 
por cuenta propia o autónomos, sustituidos durante los períodos 
de descanso por maternidad, adopción, acogimiento, paternidad, 
riesgo durante el embarazo o riesgo durante la lactancia natural, 
mediante los contratos de interinidad bonificados, celebrados 
con desempleados a que se refiere el Real Decreto-Ley 11/1998, 
de 4 de septiembre, les será de aplicación:
a) Una bonificación del 100 por 100 en las cuotas empresariales 
de la Seguridad Social, incluidas las de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales y en las aportaciones empresariales 
de las cuotas de recaudación conjunta para el caso de los trabaja-
dores encuadrados en un régimen de Seguridad Social propio de 
trabajadores por cuenta ajena.
b) Una bonificación del 100 por 100 de la cuota que resulte de 
aplicar sobre la base mínima o fija que corresponda el tipo de 
cotización establecido como obligatorio para trabajadores incluidos en 
un régimen de Seguridad Social propio de trabajadores autónomos.
Sólo será de aplicación esta bonificación mientras coincidan en el 
tiempo la suspensión de actividad por dichas causas y el contrato 
de interinidad del sustituto y, en todo caso, con el límite máximo 
del periodo de suspensión.»
Disposición adicional decimoséptima. Modificaciones de la Ley de Empleo.
Se añade un nuevo artículo 22 bis a la Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, de Empleo, en los siguientes términos:

«Artículo 22 bis. Discriminación en el acceso al empleo.
1. Los servicios públicos de empleo, sus entidades colaboradoras 
y las agencias de colocación sin fines lucrativos, en la gestión 
de la intermediación laboral deberán velar específicamente para 
evitar la discriminación en el acceso al empleo.
Los gestores de la intermediación laboral cuando, en las ofertas 
de colocación, apreciasen carácter discriminatorio, lo comunica-
rán a quienes hubiesen formulado la oferta.
2. En particular, se considerarán discriminatorias las ofertas refe-
ridas a uno de los sexos, salvo que se trate de un requisito profe-
sional esencial y determinante de la actividad a desarrollar.
En todo caso se considerará discriminatoria la oferta referida a 
uno solo de los sexos basada en exigencias del puesto de trabajo 
relacionadas con el esfuerzo físico.»
Disposición adicional decimoctava. Modificaciones de la Ley Ge-
neral de la Seguridad Social.
El texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, queda 
modificado como sigue:
Uno. Se modifica el párrafo primero de la letra c) del apartado 1 
del artículo 38, que queda redactado en los siguientes términos:
«c) Prestaciones económicas en las situaciones de incapacidad 
temporal; maternidad; paternidad; riesgo durante el embarazo; 
riesgo durante la lactancia natural; invalidez, en sus modalidades 
contributiva y no contributiva; jubilación, en sus modalidades 
contributiva y no contributiva; desempleo, en sus niveles contri-
butivo y asistencial; muerte y supervivencia; así como las que se 
otorguen en las contingencias y situaciones especiales que regla-
mentariamente se determinen por Real Decreto, a propuesta del 
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales.»
Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 106, que queda redac-
tado en los siguientes términos:
«4. La obligación de cotizar continuará en la situación de incapa-
cidad temporal, cualquiera que sea su causa, en la de maternidad, 
en la de paternidad, en la de riesgo durante el embarazo y en 
la de riesgo durante la lactancia natural, así como en las demás 
situaciones previstas en el artículo 125 en que así se establezca 
reglamentariamente.»
Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 124, que queda redac-
tado en los siguientes términos:
«3. Las cuotas correspondientes a la situación de incapacidad 
temporal, de maternidad, de paternidad, de riesgo durante el 
embarazo o de riesgo durante la lactancia natural serán compu-
tables a efectos de los distintos períodos previos de cotización 
exigidos para el derecho a las prestaciones.»
Cuatro. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 124, con el si-
guiente contenido:
«6. El período por maternidad o paternidad que subsista a la fe-
cha de extinción del contrato de trabajo, o que se inicie durante 
la percepción de la prestación por desempleo, será considerado 
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La prestación económica por riesgo durante la lactancia natural 
se concederá a la mujer trabajadora en los términos y condicio-
nes previstos en esta ley para la prestación económica por riesgo 
durante el embarazo, y se extinguirá en el momento en que el 
hijo cumpla nueve meses, salvo que la beneficiaria se haya rein-
corporado con anterioridad a su puesto de trabajo anterior o a 
otro compatible con su situación.»
Once. Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 172, que 
queda redactada en los siguientes términos:
«b) Los perceptores de los subsidios de incapacidad temporal, 
riesgo durante el embarazo, maternidad, paternidad o riesgo du-
rante la lactancia natural, que cumplan el período de cotización 
que, en su caso, esté establecido.»
Doce. Se modifica el artículo 180, que queda redactado en los 
términos siguientes:
«Artículo 180. Prestaciones.
1. Los dos primeros años del período de excedencia que los tra-
bajadores, de acuerdo con el artículo 46.3 de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, disfruten en razón del cuidado de cada hijo o 
menor acogido, en los supuestos de acogimiento familiar perma-
nente o preadoptivo, aunque éstos sean provisionales, tendrán 
la consideración de período de cotización efectiva a efectos de 
las correspondientes prestaciones de la Seguridad Social por jubila-
ción, incapacidad permanente, muerte y supervivencia, maternidad 
y paternidad.
El período de cotización efectiva a que se refiere el párrafo ante-
rior tendrá una duración de 30 meses si la unidad familiar de la 
que forma parte el menor en razón de cuyo cuidado se solicita la 
excedencia, tiene la consideración de familia numerosa de cate-
goría general, o de 36 meses, si tiene la de categoría especial.
2. De igual modo, se considerará efectivamente cotizado a los 
efectos de las prestaciones indicadas en el apartado anterior, el 
primer año del período de excedencia que los trabajadores dis-
fruten, de acuerdo con el artículo 46.3 de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, en razón del cuidado de otros familiares, hasta 
el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que, por razones 
de edad, accidente, enfermedad o discapacidad, no puedan va-
lerse por sí mismos, y no desempeñen una actividad retribuida.
3. Las cotizaciones realizadas durante los dos primeros años del 
período de reducción de jornada por cuidado de menor previsto 
en el artículo 37.5 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, se 
computarán incrementadas hasta el 100 por 100 de la cuantía 
que hubiera correspondido si se hubiera mantenido sin dicha re-
ducción la jornada de trabajo, a efectos de las prestaciones seña-
ladas en el apartado 1. Dicho incremento vendrá exclusivamente 
referido al primer año en el resto de supuestos de reducción de 
jornada contemplados en el mencionado artículo.
4. Cuando las situaciones de excedencia señaladas en los apar-
tados 1 y 2 hubieran estado precedidas por una reducción de 
jornada en los términos previstos en el artículo 37.5 de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, a efectos de la consideración como 
cotizados de los períodos de excedencia que correspondan, las 
cotizaciones realizadas durante la reducción de jornada se com-
putarán incrementadas hasta el 100 por 100 de la cuantía que hu-
biera correspondido si se hubiera mantenido sin dicha reducción 
la jornada de trabajo.»
Trece. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 211, en los si-
guientes términos:
«5. En los supuestos de reducción de jornada previstos en los 
apartados 4 bis, 5 y 7 del artículo 37 de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, para el cálculo de la base reguladora, las bases de 
cotización se computarán incrementadas hasta el cien por cien 
de la cuantía que hubiera correspondido si se hubiera mantenido, 
sin reducción, el trabajo a tiempo completo o parcial.
Si la situación legal de desempleo se produce estando el trabaja-
dor en las situaciones de reducción de jornada citadas, las cuan-
tías máxima y mínima a que se refieren los apartados anteriores 
se determinarán teniendo en cuenta el indicador público de ren-
tas de efectos múltiples en función de las horas trabajadas antes 
de la reducción de la jornada.»
Catorce. Se modifica el apartado 1 del artículo 217, quedando re-
dactado en los siguientes términos:
«1. La cuantía del subsidio será igual al 80 por 100 del indicador público 
de rentas de efectos múltiples mensual, vigente en cada momento.
En el caso de desempleo por pérdida de un trabajo a tiempo par-
cial también se percibirá la cuantía antes indicada.»
Quince. Se modifica el apartado 2 del artículo 222, que queda 
redactado en los siguientes términos:
«2. Cuando el trabajador se encuentre en situación de materni-
dad o de paternidad y durante las mismas se extinga su contrato 
por alguna de las causas previstas en el apartado 1 del artículo 
208, seguirá percibiendo la prestación por maternidad o por pa-
ternidad hasta que se extingan dichas situaciones, pasando en-
tonces a la situación legal de desempleo y a percibir, si reúne los 
requisitos necesarios, la correspondiente prestación. En este caso 
no se descontará del período de percepción de la prestación por 
desempleo de nivel contributivo el tiempo que hubiera permane-
cido en situación de maternidad o de paternidad.»
Dieciséis. Se modifican los párrafos tercero y cuarto del apartado 
3 del artículo 222, que quedan redactados en los siguientes términos:
«Cuando el trabajador esté percibiendo la prestación por des-
empleo total y pase a la situación de maternidad o de paterni-
dad, percibirá la prestación por estas últimas contingencias en la 
cuantía que corresponda.
El período de percepción de la prestación por desempleo no 
se ampliará por la circunstancia de que el trabajador pase a la 
situación de incapacidad temporal. Durante dicha situación, la 
Entidad Gestora de las prestaciones por desempleo continuará 
satisfaciendo las cotizaciones a la Seguridad Social conforme a lo 
previsto en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 206.»

momento, salvo que la base reguladora calculada conforme al 
artículo 133 quater o a la disposición adicional séptima fuese de 
cuantía inferior, en cuyo caso se estará a ésta.
La duración de la prestación, que tendrá la consideración de no 
contributiva a los efectos del artículo 86, será de 42 días natu-
rales a contar desde el parto, pudiendo denegarse, anularse o 
suspenderse el derecho por la mismas causas establecidas en el 
artículo 133 quinquies.»
Siete. El actual Capítulo IV ter del Título II, pasa a ser el Capítulo 
IV quater, introduciéndose en dicho Título un nuevo Capítulo IV 
ter, con la siguiente redacción:
«Capítulo IV ter
Paternidad
Artículo 133 octies. Situación protegida.
A efectos de la prestación por paternidad, se considerarán si-
tuaciones protegidas el nacimiento de hijo, la adopción y el 
acogimiento, tanto preadoptivo como permanente o simple, de 
conformidad con el Código Civil o las leyes civiles de las Comu-
nidades Autónomas que lo regulen, siempre que, en este último 
caso, su duración no sea inferior a un año, y aunque dichos aco-
gimientos sean provisionales, durante el período de suspensión 
que, por tales situaciones, se disfrute de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 48. bis del texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, 
de 24 de marzo, o durante el período de permiso que se disfrute, 
en los mismos supuestos, de acuerdo con lo dispuesto en la letra 
a) del artículo 30.1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la reforma de la Función Pública.
Artículo 133 nonies. Beneficiarios.
Serán beneficiarios del subsidio por paternidad los trabajadores 
por cuenta ajena que disfruten de la suspensión referida en el 
artículo anterior, siempre que, reuniendo la condición general 
exigida en el artículo 124.1, acrediten un período mínimo de co-
tización de 180 días, dentro de los siete años inmediatamente 
anteriores a la fecha de inicio de dicha suspensión, o, alternati-
vamente, 360 días a lo largo de su vida laboral con anterioridad a 
la mencionada fecha, y reúnan las demás condiciones que regla-
mentariamente se determinen.
Artículo 133 decies. Prestación económica.
La prestación económica por paternidad consistirá en un subsidio 
que se determinará en la forma establecida por el artículo 133 
quater para la prestación por maternidad, y podrá ser denegada, 
anulada o suspendida por las mismas causas establecidas para 
esta última.»
Ocho. Se modifica el artículo 134 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto-Legis-
lativo 1/1994, de 20 de junio, en los términos siguientes:
«Artículo 134. Situación protegida.
A los efectos de la prestación económica por riesgo durante el 
embarazo, se considera situación protegida el periodo de suspen-

sión del contrato de trabajo en los supuestos en que, debiendo 
la mujer trabajadora cambiar de puesto de trabajo por otro com-
patible con su estado, en los términos previstos en el artículo 26, 
apartado 3, de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, dicho cambio de puesto no resulte técnica 
u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse por 
motivos justificados.
La prestación correspondiente a la situación de riesgo durante el 
embarazo tendrá la naturaleza de prestación derivada de contin-
gencias profesionales.»
Nueve. Se modifica el artículo 135 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 1/1994, de 20 de junio, que queda redactado en los si-
guientes términos:
Artículo 135. Prestación económica.
«1. La prestación económica por riesgo durante el embarazo se 
concederá a la mujer trabajadora en los términos y condiciones 
previstos en esta Ley para la prestación económica de incapa-
cidad temporal derivada de contingencias profesionales, con las 
particularidades establecidas en los apartados siguientes.
2. La prestación económica nacerá el día en que se inicie la sus-
pensión del contrato de trabajo y finalizará el día anterior a aquél 
en que se inicie la suspensión del contrato de trabajo por mater-
nidad o el de reincorporación de la mujer trabajadora a su puesto 
de trabajo anterior o a otro compatible con su estado.
3. La prestación económica consistirá en subsidio equivalente al 
100 por 100 de la base reguladora correspondiente. A tales efec-
tos, la base reguladora será equivalente a la que esté establecida 
para la prestación de incapacidad temporal, derivada de contin-
gencias profesionales.
4. La gestión y el pago de la prestación económica por riesgo du-
rante el embarazo corresponderá a la Entidad Gestora o a la Mu-
tua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la 
Seguridad Social en función de la entidad con la que la empresa 
tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales.»
Diez. Se añade un nuevo Capítulo IV quinquies en el Título II, con 
la siguiente redacción:
«Capítulo IV quinquies
Riesgo durante la lactancia natural
Artículo 135 bis. Situación protegida.
A los efectos de la prestación económica por riesgo durante la 
lactancia natural, se considera situación protegida el período de 
suspensión del contrato de trabajo en los supuestos en que, de-
biendo la mujer trabajadora cambiar de puesto de trabajo por 
otro compatible con su situación, en los términos previstos en el 
artículo 26.4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención 
de riesgos laborales, dicho cambio de puesto no resulte técnica u 
objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse por 
motivos justificados.
Artículo 135 ter. Prestación económica.
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pacidad permanente de cualquier régimen de la Seguridad Social, 
se computarán, a favor de la trabajadora solicitante de la pensión, 
un total de 112 días completos de cotización por cada parto de 
un solo hijo y de 14 días más por cada hijo a partir del segundo, 
éste incluido, si el parto fuera múltiple, salvo si, por ser trabaja-
dora o funcionaria en el momento del parto, se hubiera cotizado 
durante la totalidad de las dieciséis semanas o, si el parto fuese 
múltiple, durante el tiempo que corresponda.»
Disposición adicional decimonovena. Modificaciones a la Ley de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública.
Se modifican los siguientes preceptos de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública:
Uno. Se modifica el párrafo segundo del artículo 29.4, que queda 
redactado de la siguiente manera:
«También tendrán derecho a un periodo de excedencia de dura-
ción no superior a tres años, los funcionarios para atender al cui-
dado de un familiar que se encuentre a su cargo, hasta el segundo 
grado inclusive de consanguinidad o afinidad, que por razones de 
edad, accidente, enfermedad o discapacidad no pueda valerse 
por sí mismo y no desempeñe actividad retribuida.»
Dos. Se modifica el párrafo quinto del artículo 29.4, que queda 
redactado de la siguiente manera:
«El periodo de permanencia en esta situación será computable a 
efectos de trienios, consolidación de grado personal y derechos pasivos.
Los funcionarios podrán participar en los cursos de formación 
que convoque la Administración. Durante los dos primeros años, 
tendrán derecho a la reserva del puesto de trabajo que desempe-
ñaban. Transcurrido este periodo, dicha reserva lo será al puesto 
en la misma localidad y de igual nivel y retribución.»
Tres. Se suprime el actual párrafo sexto del artículo 29.4.
Cuatro. Se modifica la denominación del artículo 29.8 que queda 
redactado de la siguiente manera:
«Excedencia por razón de violencia de género sobre la mujer 
funcionaria.»
Cinco. Se añade un párrafo, a continuación del primer párrafo del 
artículo 29.8, con la siguiente redacción:
«Igualmente, durante los dos primeros meses de esta excedencia 
la funcionaria tendrá derecho a percibir las retribuciones íntegras 
y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo a cargo.»
Seis. Se modifica la letra a) del artículo 30.1, con la siguiente redacción:
«1. Se concederán permisos por las siguientes causas justificadas:
a) Por el nacimiento, acogimiento, o adopción de un hijo, quince 
días a disfrutar por el padre a partir de la fecha del nacimiento, 
de la decisión administrativa o judicial de acogimiento o de la 
resolución judicial por la que se constituya la adopción.»
Siete. Se crea una nueva letra a bis), en el artículo 30.1, con la 
siguiente redacción:
«a bis) Por el fallecimiento, accidente o enfermedad graves de un 
familiar dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad, 
tres días hábiles cuando el suceso se produzca en la misma locali-

dad, y cinco días hábiles cuando sea en distinta localidad.
Cuando se trate del fallecimiento, accidente o enfermedad gra-
ves de un familiar dentro del segundo grado de consanguinidad o 
afinidad, el permiso será de dos días hábiles cuando el suceso se 
produzca en la misma localidad y cuatro días hábiles cuando sea 
en distinta localidad.»
Ocho. Se modifica la letra f) del artículo 30.1 y se añaden dos pá-
rrafos a dicha letra, quedando la redacción de la siguiente manera:
«La funcionaria, por lactancia de un hijo menor de doce meses, 
tendrá derecho a una hora diaria de ausencia del trabajo, que 
podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse 
por una reducción de la jornada normal en media hora al inicio 
y al final de la jornada, o en una hora al inicio o al final de la 
jornada, con la misma finalidad. Este derecho podrá ser ejercido 
indistintamente por uno u otro de los progenitores, en el caso de 
que ambos trabajen.
Igualmente, la funcionaria podrá solicitar la sustitución del tiem-
po de lactancia por un permiso retribuido que acumule en jorna-
das completas el tiempo correspondiente.
Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de 
parto múltiple.»
Nueve. Se modifica el primer párrafo de la letra f bis) del artículo 
30.1 que queda redactada de la siguiente manera:
«f bis) En los casos de nacimientos de hijos prematuros o que por 
cualquier causa deban permanecer hospitalizados a continuación 
del parto, la funcionaria o el funcionario tendrán derecho a au-
sentarse del trabajo durante un máximo de dos horas percibiendo 
las retribuciones íntegras. Asimismo, tendrán derecho a reducir 
su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la dis-
minución proporcional de sus retribuciones.»
Diez. Se modifica el primer párrafo de la letra g) del artículo 30.1, 
que queda redactado de la siguiente manera:
«g) El funcionario que, por razones de guarda legal, tenga a su 
cuidado directo algún menor de doce años, persona mayor que 
requiera especial dedicación o a una persona con discapacidad, 
que no desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la dis-
minución de su jornada de trabajo.»
Once. Se añade una letra g bis) al artículo 30.1 con la siguiente redacción:
«g bis) El funcionario que precise atender al cuidado de un fami-
liar en primer grado, tendrá derecho a solicitar una reducción de 
hasta el cincuenta por ciento de la jornada laboral, con carácter 
retribuido, por razones de enfermedad muy grave y por el plazo 
máximo de un mes. Si hubiera más de un titular de este dere-
cho por el mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de esta 
reducción se podrá prorratear entre los mismos, respetando, en 
todo caso, el plazo máximo de un mes.»
Doce. Se añade al final del artículo 30.2 lo siguiente:
«... y por deberes derivados de la conciliación de la vida familiar 
y laboral.»

Diecisiete. Se añade un nuevo párrafo quinto al apartado 3 del 
artículo 222, en los siguientes términos:
«Si el trabajador pasa a la situación de maternidad o de pater-
nidad, se le suspenderá la prestación por desempleo y la coti-
zación a la Seguridad Social antes indicada y pasará a percibir la 
prestación por maternidad o por paternidad, gestionada directa-
mente por su Entidad Gestora. Una vez extinguida la prestación 
por maternidad o por paternidad, se reanudará la prestación por 
desempleo, en los términos recogidos en el artículo 212.3.b), por 
la duración que restaba por percibir y la cuantía que correspondía 
en el momento de la suspensión.»
Dieciocho. Se modifica la disposición adicional sexta, que queda 
redactada en los siguientes términos:
«Disposición adicional sexta. Protección de los trabajadores con-
tratados para la formación.
La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador con-
tratado para la formación comprenderá, como contingencias, si-
tuaciones protegibles y prestaciones, las derivadas de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales, la asistencia sanitaria 
en los casos de enfermedad común, accidente no laboral y ma-
ternidad, las prestaciones económicas por incapacidad temporal 
derivadas de riesgos comunes, por maternidad y paternidad, por 
riesgo durante el embarazo y riesgo durante la lactancia natural 
y las pensiones.»
Diecinueve. Se modifica la disposición adicional séptima en los 
siguientes términos:
1. Se modifica la letra a) de la regla segunda del apartado 1 de 
la disposición adicional séptima, que queda redactada en los si-
guientes términos:
«a) Para acreditar los períodos de cotización necesarios para cau-
sar derecho a las prestaciones de jubilación, incapacidad perma-
nente, muerte y supervivencia, incapacidad temporal, materni-
dad y paternidad, se computarán exclusivamente las cotizaciones 
efectuadas en función de las horas trabajadas, tanto ordinarias 
como complementarias, calculando su equivalencia en días teó-
ricos de cotización. A tal fin, el número de horas efectivamente 
trabajadas se dividirá por cinco, equivalente diario del cómputo 
de mil ochocientas veintiséis horas anuales.»
2. Se modifica la letra a) de la regla tercera del apartado 1 de 
la disposición adicional séptima, que queda redactada en los si-
guientes términos:
«a) La base reguladora de las prestaciones de jubilación e incapa-
cidad permanente se calculará conforme a la regla general. Para 
las prestaciones por maternidad y por paternidad, la base regu-
ladora diaria será el resultado de dividir la suma de las bases de 
cotización acreditadas en la empresa durante el año anterior a la 
fecha del hecho causante entre 365.»
Veinte. Se modifica el apartado 4 de la disposición adicional octa-
va, que queda redactado en los términos siguientes:
«4. Lo previsto en los artículos 134, 135, 135 bis, 135 ter y 166 será 

aplicable, en su caso, a los trabajadores por cuenta ajena de los 
regímenes especiales. Lo previsto en los artículos 112 bis y 162.6 
será igualmente de aplicación a los trabajadores por cuenta ajena 
de los regímenes especiales con excepción de los incluidos en los 
regímenes especiales agrario y de empleados de hogar. Asimismo, 
lo dispuesto en los artículos 134, 135, 135 bis, 135 ter y 166 resul-
tará de aplicación a los trabajadores por cuenta propia incluidos 
en los regímenes especiales de trabajadores del mar, agrario y de 
trabajadores autónomos, en los términos y condiciones que se 
establezcan reglamentariamente.»
Veintiuno. Se modifica la disposición adicional undécima bis, que 
queda redactada en los siguientes términos:
«Disposición adicional undécima bis.Prestaciones por ma¬ternidad 
y por paternidad en los Regímenes Especiales.
1. Los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia inclui-
dos en los distintos Regímenes Especiales del sistema tendrán 
derecho a las prestaciones establecidas en el Capítulo IV bis y 
en el Capítulo IV ter del Título II de la presente Ley, con la misma 
extensión y en los mismos términos y condiciones allí previstos 
para los trabajadores del Régimen General.
2. En el supuesto de trabajadores por cuenta propia, los periodos 
durante los que se tendrá derecho a percibir los subsidios por ma-
ternidad y por paternidad serán coincidentes, en lo relativo tanto 
a su duración como a su distribución, con los períodos de des-
canso laboral establecido para los trabajadores por cuenta ajena, 
pudiendo dar comienzo el abono del subsidio por paternidad a 
partir del momento del nacimiento del hijo. Los trabajadores por 
cuenta propia podrán, igualmente, percibir el subsidio por ma-
ternidad y por paternidad en régimen de jornada parcial, en los 
términos y condiciones que se establezcan reglamentariamente.
3. Tanto para los trabajadores por cuenta propia incluidos en los 
distintos Regímenes Especiales como para los trabajadores perte-
necientes al Régimen Especial de Empleados de Hogar que sean 
responsables de la obligación de cotizar, será requisito impres-
cindible para el reconocimiento y abono de la prestación que los 
interesados se hallen al corriente en el pago de las cuotas a la 
Seguridad Social.»
Veintidós. Se da nueva redacción a la disposición adicional undé-
cima ter, que queda redactada en los siguientes términos:
«Disposición adicional undécima ter. Gestión de las prestaciones 
económicas por maternidad y por paternidad.
La gestión de las prestaciones económicas de maternidad y de 
paternidad reguladas en la presente ley corresponderá directa y 
exclusivamente a la entidad gestora correspondiente.»
Veintitrés. Se introduce una nueva disposición adicional cuadra-
gésima cuarta, en los siguientes términos:

«Disposición adicional cuadragésima cuarta. Períodos de cotiza-
ción asimilados por parto.
A efectos de las pensiones contributivas de jubilación y de inca-
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la siguiente redacción:
«4. A la mujer se le dará especial protección en situaciones de 
embarazo, parto y posparto para cumplir las condiciones para el 
ascenso a todos los empleos de militar profesional.»
Tres. Se da nueva redacción al artículo 132, en los términos siguientes:
«Durante el período de embarazo y previo informe facultativo, 
podrá asignarse a la mujer militar profesional a un puesto orgá-
nico o cometido distinto al que estuviera ocupando, que resulte 
adecuado a las circunstancias de su estado.
En los supuestos de parto o adopción se tendrá derecho a los 
correspondientes permisos de la madre y del padre, de conformi-
dad con la legislación vigente para el personal al servicio de las 
Administraciones públicas.
La aplicación de estos supuestos no supondrá pérdida del destino.»
Cuatro. Se da nueva redacción al artículo 141.1.e), que queda re-
dactado de la siguiente forma:
«e) Lo soliciten para atender al cuidado de los hijos o en caso de 
acogimiento tanto preadoptivo como permanente o simple, de 
conformidad con el Código Civil o las leyes civiles de las Comuni-
dades Autónomas que lo regulen, siempre que su duración no sea 
inferior a un año, aunque éstos sean provisionales, de menores de 
hasta seis años, o de menores de edad que sean mayores de seis 
años cuando se trate de menores discapacitados o que por sus 
circunstancias y experiencias personales o por provenir del ex-
tranjero, tengan especiales dificultades de inserción social y fami-
liar debidamente acreditados por los servicios sociales competentes.
También tendrán derecho a un período de excedencia de dura-
ción no superior a un año los que lo soliciten para encargarse 
del cuidado directo de un familiar, hasta el segundo grado de 
consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente 
o enfermedad no pueda valerse por sí mismo y no desempeñe 
actividad retribuida.
No podrá concederse la situación de excedencia voluntaria por 
estas causas cuando al cónyuge o persona con análoga relación 
de afectividad o a otro familiar del militar se le hubieran recono-
cido los derechos derivados de esta situación administrativa y en 
relación al mismo causante.
A la situación de excedencia voluntaria también se pasará por 
agrupación familiar cuando el cónyuge resida en otro municipio 
por haber obtenido un puesto de trabajo de carácter definitivo en 
cualquiera de las Administraciones públicas o un destino de los 
contemplados en el artículo 126.»
Cinco. Se incluye un nuevo apartado 6 en el artículo 148, con la 
siguiente redacción:
«6. Los militares de complemento y los militares profesionales de 
tropa y marinería que, en el momento de finalizar su relación de 
servicios con las Fuerzas Armadas, se encontrasen en situación 
de incapacidad temporal por accidente o enfermedad derivada 
del servicio, o en situación de embarazo, parto o posparto, no 
causarán baja en las Fuerzas Armadas y se prorrogará su compro-

miso hasta finalizar esas situaciones.»
Disposición adicional vigésima primera. Modificaciones de la Ley 
de Funcionarios Civiles del Estado.
El apartado 3 del artículo 69 del texto articulado de la Ley de 
Funcionarios Civiles del Estado, aprobado por Decreto 315/1964, 
de 7 de febrero, queda redactado como sigue:
«3. Cuando las circunstancias a que se refieren los números 3 y 4 
del artículo 26 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Preven-
ción de Riesgos Laborales, afectasen a una funcionaria incluida 
en el ámbito de aplicación del mutualismo administrativo, podrá 
concederse licencia por riesgo durante el embarazo o licencia por 
riesgo durante la lactancia en los mismos términos y condiciones 
que las previstas en los números anteriores.»
Disposición adicional vigésima segunda. Modificación de la Ley 
55/2003, del Estatuto Marco del Personal Estatutario de los Ser-
vicios de salud.
Uno. Se modifica el apartado 3 del artículo 59 de la ley 55/2003, 
del estatuto marco del personal estatutario de los servicios de 
salud, con el siguiente texto:
«3. Las medidas especiales previstas en este artículo no podrán 
afectar al personal que se encuentre en situación de permiso por 
maternidad o licencia por riesgo durante el embarazo o por ries-
go durante la lactancia natural.»
Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 61 de la ley 55/2003, 
del estatuto marco del personal estatutario de los servicios de 
salud con el siguiente texto:
«2. El personal estatutario tendrá derecho a disfrutar del régimen 
de permisos y licencias, incluida la licencia por riesgo durante el 
embarazo, establecido para los funcionarios públicos por la Ley 
39/1999, de 5 de noviembre, sobre conciliación de la vida familiar 
y laboral de las personas trabajadoras y por la ley orgánica para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres.»
Disposición adicional vigésima tercera.
Se modifican los artículos 22 y 12.b) de la Ley sobre Seguridad 
Social de los Funcionarios Civiles del Estado, aprobada por Real 
Decreto Legislativo 4/2000, de 23 de junio, que en adelante ten-
drá la siguiente redacción:
«Artículo 22. Situación de riesgo durante el embarazo o riesgo 
durante la lactancia.
Tendrá la misma consideración y efectos que la situación de in-
capacidad temporal la situación de la mujer funcionaria que haya 
obtenido licencia por riesgo durante el embarazo o riesgo duran-
te la lactancia natural de hijos menores de nueve meses, en los 
términos previstos en el artículo 69 del Texto Articulado de la Ley 
de Funcionarios Civiles del Estado.»
«Artículo 12. Prestaciones.
b) Subsidios por incapacidad temporal, riesgo durante el embara-
zo o riesgo durante la lactancia natural.»
Disposición adicional vigésima cuarta. Modificaciones de la Ley 
de Régimen del Personal del Cuerpo de la Guardia Civil.

Trece. Se modifica el artículo 30.3, que queda redactado de la 
siguiente manera:
«En el supuesto de parto, la duración del permiso será de die-
ciséis semanas ininterrumpidas ampliables en el caso de parto 
múltiple en dos semanas más por cada hijo a partir del segundo. 
El permiso se distribuirá a opción de la funcionaria siempre que 
seis semanas sean inmediatamente posteriores al parto. En caso 
de fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso 
de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste del permiso.
No obstante lo anterior, y sin perjuicio de las seis semanas in-
mediatas posteriores al parto de descanso obligatorio para la 
madre, en el caso de que ambos progenitores trabajen, la madre, 
al iniciarse el período de descanso por maternidad, podrá optar 
por que el otro progenitor disfrute de una parte determinada e 
ininterrumpida del período de descanso posterior al parto, bien 
de forma simultánea o sucesiva con el de la madre. El otro proge-
nitor podrá seguir disfrutando del permiso de maternidad inicial-
mente cedido, aunque en el momento previsto para la reincorpo-
ración de la madre al trabajo ésta se encuentre en situación de 
incapacidad temporal.
En los casos de parto prematuro y en aquéllos en que, por cual-
quier otra causa, el neonato deba permanecer hospitalizado a 
continuación del parto, el período de suspensión se ampliará en 
tantos días como el neonato se encuentre hospitalizado, con un 
máximo de trece semanas adicionales.
En los supuestos de adopción o de acogimiento, tanto preadop-
tivo como permanente o simple, de conformidad con el Código 
Civil o las leyes civiles de las Comunidades Autónomas que lo 
regulen, siempre que el acogimiento simple sea de duración no 
inferior a un año, y con independencia de la edad que tenga el 
menor, el permiso tendrá una duración de dieciséis semanas 
ininterrumpidas, ampliables en el supuesto de adopción o aco-
gimiento múltiple en dos semanas más por cada hijo a partir del 
segundo, contadas a la elección del funcionario, bien a partir de 
la decisión administrativa o judicial de acogimiento bien a partir 
de la resolución judicial por la que se constituya la adopción, sin 
que en ningún caso un mismo menor pueda dar derecho a varios 
períodos de disfrute de este permiso. En el caso de que ambos 
progenitores trabajen, el permiso se distribuirá a opción de los 
interesados, que podrán disfrutarlo de forma simultánea o suce-
siva, siempre con períodos ininterrumpidos.
En el supuesto de discapacidad del hijo o del menor adoptado 
o acogido, el permiso a que se refiere este apartado tendrá una 
duración adicional de dos semanas. En caso de que ambos pro-
genitores trabajen, este período adicional se distribuirá a opción 
de los interesados, que podrán disfrutarlo de forma simultánea o 
sucesiva y siempre de forma ininterrumpida.
En los casos de disfrute simultáneo de períodos de descanso, la 
suma de los mismos no podrá exceder de las dieciséis semanas 
previstas en los apartados anteriores o de las que correspondan 

en caso de parto, adopción o acogimiento múltiple y de discapa-
cidad del hijo o menor adoptado o acogido.
Los permisos a que se refiere el presente apartado podrán disfru-
tarse en régimen de jornada completa o a tiempo parcial, a solici-
tud de los funcionarios y si lo permiten las necesidades del servi-
cio, en los términos que reglamentariamente se determinen.
En los supuestos de adopción internacional, cuando sea necesa-
rio el desplazamiento previo de los progenitores al país de ori-
gen del adoptado, el funcionario tendrá derecho a disfrutar de 
un permiso de hasta dos meses de duración percibiendo durante 
este periodo exclusivamente las retribuciones básicas.
Con independencia del permiso previsto en el párrafo anterior, 
y para el supuesto contemplado en el mismo, el permiso por 
adopción y acogimiento, tanto preadoptivo como permanente 
o simple, de conformidad con el Código Civil o las leyes civiles 
de las Comunidades Autónomas que lo regulen, siempre que el 
acogimiento simple sea de duración no inferior a un año, podrá 
iniciarse hasta cuatro semanas antes de la resolución por la que 
se constituye la adopción.
Durante el disfrute de los permisos regulados en este apartado 
se podrá participar en los cursos de formación que convoque la 
Administración.
En los casos previstos en este apartado, el tiempo transcurrido 
en la situación de permiso por parto o maternidad se computará 
como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la 
plenitud de derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, 
del otro progenitor funcionario, durante todo el período de dura-
ción del permiso, y, en su caso, durante los períodos posteriores 
al disfrute de éste, si de acuerdo con la normativa aplicable, el 
derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en 
función del período de disfrute del permiso.
Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por parto 
o maternidad, tendrán derecho, una vez finalizado el período 
de permiso a reintegrarse a su puesto de trabajo en términos 
y condiciones que no le resulten menos favorables al disfrute 
del permiso, así como a beneficiarse de cualquier mejora en las 
condiciones de trabajo a las que hubiera podido tener derecho 
durante su ausencia.»
Disposición adicional vigésima. Modificaciones de la Ley de Régi-
men del Personal de las Fuerzas Armadas.
La Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del Personal de las 
Fuerzas Armadas, queda modificada como sigue:
Uno. Se da nueva redacción al artículo 108.2:
«2. Reglamentariamente se determinará la composición, incom-
patibilidades y normas de funcionamiento de los órganos de eva-
luación, adecuándose en lo posible al principio de composición 
equilibrada en los términos definidos en la Ley Orgánica para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres. En todo caso, estarán 
constituidos por personal militar de mayor empleo que los evaluados.»
Dos. Se incluye un nuevo apartado cuarto en el artículo 112, con 



120 121

Disposición adicional trigésima. Modificaciones de la Ley de Or-
denación de los Cuerpos Especiales Penitenciarios y de Creación 
del Cuerpo de Ayudantes de Instituciones Penitenciarias.
La Ley 36/1977, de 23 de mayo, de Ordenación de los Cuerpos 
Especiales Penitenciarios y de Creación del Cuerpo de Ayudantes 
de Instituciones Penitenciarias, queda modificada como sigue:
Uno. Se da nueva redacción al artículo 1:
«El Cuerpo de Ayudantes de Instituciones Penitenciarias estará 
integrado por personal funcionario, garantizando el acceso al 
mismo en los términos definidos en la Ley Orgánica para la igual-
dad efectiva de mujeres y hombres.»
Dos. Se da nueva redacción a la Disposición transitoria primera:
«Quedan extinguidas las actuales escalas masculina y femenina 
del Cuerpo de Ayudantes de Instituciones Penitenciarias y sus 
funcionarios se integran en su totalidad en el Cuerpo de Ayudan-
tes de Instituciones Penitenciarias.»
Disposición adicional trigésima primera. Ampliación a otros colectivos.
Se adoptarán las disposiciones necesarias para aplicar lo dispues-
to en la disposición adicional décimo primera. Diez, en lo relativo 
a partos prematuros, a los colectivos no incluídos en el ámbito de 
aplicación del Estatuto de los Trabajadores.
Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de nombramientos.
Las normas sobre composición y representación equilibrada con-
tenidas en la presente Ley serán de aplicación a los nombramien-
tos que se produzcan con posterioridad a su entrada en vigor, sin 
afectar a los ya realizados.
Disposición transitoria segunda. Regulación reglamentaria de 
transitoriedad en relación con el distintivo empresarial en ma-
teria de igualdad.
Reglamentariamente, se determinarán, a los efectos de obtener 
el distintivo empresarial en materia de igualdad regulado en el 
capítulo IV del título IV de esta Ley, las condiciones de convali-
dación de las calificaciones atribuidas a las empresas conforme a 
la normativa anterior.
Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio de procedimientos.
A los procedimientos administrativos y judiciales ya iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley no les será de apli-
cación la misma, rigiéndose por la normativa anterior.
Disposición transitoria cuarta. Régimen de aplicación del deber 
de negociar en materia de igualdad.
Lo dispuesto en el artículo 85 del Estatuto de los Trabajadores 
en materia de igualdad, según la redacción dada por esta Ley, 
será de aplicación en la negociación subsiguiente a la primera 
denuncia del convenio que se produzca a partir de la entrada en 
vigor de la misma.
Disposición transitoria quinta. Tablas de mortalidad y supervivencia.
En tanto no se aprueben las disposiciones reglamentarias a las 
que se refiere el párrafo segundo del artículo 71.1 de la presen-
te Ley, las entidades aseguradoras podrán continuar aplicando 
las tablas de mortalidad y supervivencia y los demás elementos 

de las bases técnicas, actualmente utilizados, en los que el sexo 
constituye un factor determinante de la evaluación del riesgo a 
partir de datos actuariales y estadísticos pertinentes y exactos.
Disposición transitoria sexta. Retroactividad de efectos para me-
didas de conciliación.
Los preceptos de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la reforma de la Función Pública modificados por esta Ley 
tendrán carácter retroactivo respecto de los hechos causantes 
originados y vigentes a 1 de enero de 2006 en el ámbito de la 
Administración General del Estado.
Disposición transitoria séptima. Régimen transitorio de los nue-
vos derechos en materia de maternidad, paternidad, riesgo du-
rante el embarazo y consideración como cotizados a efectos de 
Seguridad Social de determinados períodos.
1. La regulación introducida por esta Ley en materia de suspen-
sión por maternidad y paternidad será de aplicación a los naci-
mientos, adopciones o acogimientos que se produzcan o consti-
tuyan a partir de su entrada en vigor.
2. Las modificaciones introducidas por esta Ley en materia de 
riesgo durante el embarazo serán de aplicación a las suspensiones 
que por dicha causa se produzcan a partir de su entrada en vigor.
3. La consideración como cotizados de los períodos a que se re-
fieren el apartado 6 del artículo 124 y la disposición adicional 
cuadragésimo cuarta del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio, será de aplicación para las prestaciones que se 
causen a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. Iguales 
efectos se aplicarán a la ampliación del período que se conside-
ra como cotizado en el apartado 1 del artículo 180 de la misma 
norma y a la consideración como cotizados al 100 por 100 de los 
períodos a que se refieren los apartados 3 y 4 del citado artículo.
Disposición transitoria octava. Régimen transitorio del subsidio 
por desempleo.
La cuantía del subsidio por desempleo establecida en el segundo 
párrafo del apartado 1 del artículo 217 de la Ley General de la 
Seguridad Social, en la redacción dada por la presente Ley, se 
aplicará a los derechos al subsidio por desempleo que nazcan a 
partir de la entrada en vigor de esta Ley.
Disposición transitoria novena. Ampliación de la suspensión del 
contrato de trabajo.
El Gobierno ampliará de forma progresiva y gradual, la duración 
de la suspensión del contrato de trabajo por paternidad regula-
do en la disposición adicional décimo primera, apartado Once, y 
en la disposición adicional décimonovena, apartado Seis, de la 
presente Ley, hasta alcanzar el objetivo de 4 semanas de este 
permiso de paternidad a los 6 años de la entrada en vigor de la 
presente Ley.
Disposición transitoria décima. Despliegue del impacto de género.
El Gobierno, en el presente año 2007, desarrollará reglamenta-
riamente la Ley de Impacto de Género con la precisión de los 

La Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de Régimen del Personal del 
Cuerpo de la Guardia Civil, queda modificada como sigue:
Uno. Se da nueva redacción al artículo 56.2:
«2. Reglamentariamente se determinará la composición, incom-
patibilidades y normas de funcionamiento de los órganos de 
evaluación, adecuándose siempre que sea posible al principio 
de composición equilibrada en los términos definidos en la Ley 
Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. En todo 
caso estarán constituidos por personal del Cuerpo de la Guardia 
Civil de mayor empleo o antigüedad que los evaluados.»
Dos. Se incluye un nuevo apartado sexto en el artículo 60, con la 
siguiente redacción:
«6. A las mujeres se le dará especial protección en situaciones de 
embarazo, parto y posparto para cumplir las condiciones para el 
ascenso a todos los empleos del Cuerpo de la Guardia Civil.»
Tres. Se da nueva redacción al artículo 75:
«Durante el período de embarazo y previo informe facultativo, a 
la mujer guardia civil se le podrá asignar un puesto orgánico o co-
metido distinto del que estuviera ocupando, adecuado a las cir-
cunstancias de su estado. En los supuestos de parto o adopción, 
se tendrá derecho a los correspondientes permisos de materni-
dad y paternidad, conforme a la legislación vigente para el perso-
nal al servicio de las Administraciones públicas. La aplicación de 
estos supuestos no supondrá pérdida del destino.»
Cuatro. Se da nueva redacción al artículo 83.1 e), que queda re-
dactado de la siguiente forma:
«e) Lo soliciten para atender al cuidado de los hijos o en caso de 
acogimiento tanto preadoptivo como permanente o simple, de 
conformidad con el Código Civil o las leyes civiles de las Comuni-
dades Autónomas que lo regulen, siempre que su duración no sea 
inferior a un año, aunque éstos sean provisionales, de menores 
de hasta seis años, o de menores de edad que sean mayores de 
seis años cuando se trate de menores discapacitados o que por 
sus circunstancias y experiencias personales o por provenir del 
extranjero, tengan especiales dificultades de inserción social y fa-
miliar debidamente acreditados por los servicios sociales competentes.
También tendrán derecho a un período de excedencia de dura-
ción no superior a un año los que lo soliciten para encargarse 
del cuidado directo de un familiar, hasta el segundo grado de 
consanguinidad o afinidad que, por razones de edad, accidente o 
enfermedad, no pueda valerse por sí mismo, y que no desempeñe 
actividad retribuida.
Estos derechos no podrán ser ejercidos simultáneamente por dos 
o más guardias civiles en relación con el mismo causante.»
Disposición adicional vigésima quinta. Modificación de la Ley Ge-
neral para la Defensa de Consumidores y Usuarios.
Se da nueva redacción al apartado 10 del artículo 34 de la Ley 
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de Consumidores 
y Usuarios, pasando su actual contenido a constituir un nuevo 
apartado 11:

«10. Las conductas discriminatorias en el acceso a los bienes y la 
prestación de los servicios, y en especial las previstas como tales 
en la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.»
Disposición adicional vigésima sexta. Modificación de la Ley de 
Sociedades Anónimas.
Se modifica la indicación novena del artículo 200 de la Ley de So-
ciedades Anónimas, texto refundido aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, que queda redactada 
en los siguientes términos:
«El número medio de personas empleadas en el curso del ejer-
cicio, expresado por categorías, así como los gastos de personal 
que se refieran al ejercicio, distribuidos como prevé el artículo 
189, apartado A.3, cuando no estén así consignados en la cuenta 
de pérdidas y ganancias.
La distribución por sexos al término del ejercicio del personal de 
la sociedad, desglosado en un número suficiente de categorías y 
niveles, entre los que figurarán el de altos directivos y el de consejeros.»
Disposición adicional vigésima séptima. Modificaciones de la Ley 
de creación del Instituto de la Mujer.
Se añade un nuevo artículo 2 bis a la Ley 16/1983, de 24 de octu-
bre, de creación del Instituto de la Mujer, en los siguientes términos:
«Artículo 2 bis. Además de las atribuidas en el artículo anterior 
y demás normas vigentes, el Instituto de la Mujer ejercerá, con 
independencia, las siguientes funciones:
a) la prestación de asistencia a las víctimas de discriminación 
para que tramiten sus reclamaciones por discriminación;
b) la realización de estudios sobre la discriminación;
c) la publicación de informes y la formulación de recomendacio-
nes sobre cualquier cuestión relacionada con la discriminación.»
Disposición adicional vigésima octava. Designación del Instituto 
de la Mujer.
El Instituto de la Mujer será el organismo competente en el Rei-
no de España a efectos de lo dispuesto en el artículo 8 bis de 
la Directiva 76/207, de 9 de febrero de 1976, modificada por la 
Directiva 2002/73, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de septiembre de 2002, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al 
acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, 
y a las condiciones de trabajo y en el artículo 12 de la Directiva 
2004/113, del Consejo, de 13 de diciembre de 2004, sobre aplica-
ción del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en el acceso a bienes y servicios y su suministro.
Disposición adicional vigésima novena.
Se añade una nueva disposición adicional tercera a la Ley 5/1984, 
de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la condición 
de refugiado, en los siguientes términos:
«Disposición adicional tercera.
Lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 3 será de aplicación a 
las mujeres extranjeras que huyan de sus países de origen debido 
a un temor fundado a sufrir persecución por motivos de género.»
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esta Ley tendrá lugar en el plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor del Real Decreto que lo apruebe.
Disposición final séptima. Medidas para posibilitar los permisos 
de maternidad y paternidad de las personas que ostentan un 
cargo electo.
A partir de la entrada en vigor de esta Ley, el Gobierno promoverá 
el acuerdo necesario para iniciar un proceso de modificación de 
la legislación vigente con el fin de posibilitar los permisos de ma-
ternidad y paternidad de las personas que ostenten un cargo electo.
Disposición final octava. Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publica-
ción en el Boletín Oficial del Estado, con excepción de lo previsto 
en el artículo 71.2, que lo hará el 31 de diciembre de 2008.
Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que 
guarden y hagan guardar esta ley orgánica.
Madrid, 22 de marzo de 2007.
JUAN CARLOS R.
El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

Análisis jurídico

REFERENCIAS ANTERIORES
•MODIFICA: 
Arts. 187.2, 201.3, disposición adicional 1.2 y AÑADE el art. 44 bis 
y la disposición transitoria 7 a la LEY ORGÁNICA 5/1985, de 19 de 
junio (Ref. 1985/11672). 
Arts. 109.1, 110.3, 122.1, 310, 348, 356, 357, 358.2, 373, 433 bis, 
434.2, AÑADE los arts. 136 bis y 360 bis y SUPRIME el 370 de la LEY 
ORGÁNICA 6/1985, de 1 de julio (Ref. 1985/12666). 
Art. 14.1 de la LEY 50/1981, de 30 de diciembre (Ref. 1982/00837). 
Arts. 188.1, 217, AÑADE el 11 bis y TRASPONE la DIRECTIVA 97/80 a 
la LEY 1/2000, de 7 de enero (Ref. 2000/00323). 
Arts. 19.1, 60 y TRASPONE la DIRECTIVA 97/80 a la LEY 29/1998, de 
13 de julio (Ref. 1998/16718). 
Art. 16.1 de la LEY 25/1994, de 12 de julio (Ref. 1994/16224). 
Arts. 3, 6, 18 y 21.1 de la LEY 14/1986, de 25 de abril (Ref. 
1986/10499). 
Arts. 2, 11.2, 12.2, 34, 44, 53 y 63 de la LEY 16/2003, de 28 de mayo 
(Ref. 2003/10715). 
Arts. 4.2, 17, 34, 37, 38.3, 45.1, 46, 48, 53.4, 54.2, 55.5, 64, 85, 90 y 
AÑADE el 48 bis y las disposiciones adicionales 17 y 18 a la LEY del 
Estatuto de los Trabajadores, texto refundido aprobado por REAL 
DECRETO LEGISLATIVO 1/1995, de 24 de marzo (Ref. 1995/07730). 
Arts. 5 y 26 de la LEY 31/1995. de 8 de noviembre (Ref. 
1995/24292). 
Arts. 27.2, 108.2, 122.2, 146, 149.2, 180.1 y 181 de la LEY de Proce-
dimiento Laboral, texto refundido aprobado por REAL DECRETO 

LEGISLATIVO 2/1995, de 7 de abril (Ref. 1995/08758). 
Arts. 7 y 46 y AÑADE la subsección 3 bis en la sección 2 del capítu-
lo VI a la LEY de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, texto 
refundido aprobado por REAL DECRETO LEGISLATIVO 5/2000, de 
4 de agosto (Ref. 2000/15060). 
Art. 1 del REAL DECRETO-LEY 11/1998, de 4 de septiembre (Ref. 
1998/20925). 
Disposición adicional 2 de la LEY 12/2001, de 9 de julio (Ref. 
2001/13265). 
Determinados preceptos, reenumera el capítulo IV ter como IV 
quater, AÑADE un nuevo capítulo IV ter, un nuevo capítulo IV 
quinquies y la disposición adicional 44 a la LEY General de la 
Seguridad Social, texto refundido aprobado por REAL DECRETO 
LEGISLATIVO 1/1994, de 20 de junio (Ref. 1994/14960). 
Arts. 29 y 30 de la LEY 30/1984, de 2 de agosto (Ref. 1984/17387). 
Arts. 108.2, 112, 132, 141.1e) y 148 de la LEY 17/1999, de 18 de mayo 
(Ref. 1999/11194). 
Art. 69.3 de la LEY de Funcionarios Civiles del Estado, texto ar-
ticulado aprobado por DECRETO 315/1964, de 7 de febrero (Ref. 
1964/02140). 
Arts. 59.3 y 61.2 de la LEY 55/2003, de 16 de diciembre (Ref. 
2003/23101). 
Arts. 12.b) y 22 de la LEY sobre Seguridad Social de los Funciona-
rios Civiles del Estado, texto refundido aprobado por REAL DE-
CRETO LEGISLATIVO 4/2000, de 23 de junio (Ref. 2000/12140). 
Arts. 56.2, 60, 75 y 83.1 de la LEY 42/1999, de 25 de noviembre 
(Ref. 1999/22670). 
Art. 34.10 de la LEY 26/1984, de 19 de julio (Ref. 1984/16737). 
Art. 200 de la LEY de Sociedades Anónimas, texto refundido 
aprobado por REAL DECRETO LEGISLATIVO 1564/1989, de 22 de 
diciembre (Ref. 1989/30361). 
Art. 1 y la disposición transitoria 1 de la LEY 36/1977, de 23 de 
mayo (Ref. 1977/12678). 
•AÑADE: 
Art. 22 bis a la LEY 56/2003, de 16 de diciembre (Ref. 
2003/23102). 
Art. 2 bis a la LEY 16/1983, de 24 de octubre (Ref. 1983/28126). 
Disposición adicional 3 a la LEY 5/1984, de 26 de marzo (Ref. 
1984/07250). 
•TRANSPONE: 
DIRECTIVA 2002/73/CE, de 23 de septiembre (Ref. 2002/81758). 
DIRECTIVA 2004/113/CE, de 13 de diciembre (Ref. 2004/82937). 
DIRECTIVA 97/80/CE, de 15 de diciembre (Ref. 1998/80091). 

indicadores que deben tenerse en cuenta para la elaboración de 
dicho informe.
Disposición transitoria décima primera.
El Gobierno, en el presente año 2007, regulará el Fondo de Garan-
tía previsto en la disposición adicional única de la Ley 8/2005, de 
8 de julio, que modifica el Código civil y la Ley de Enjuiciamiento 
Civil en materia de separación y divorcio, creado y dotado inicial-
mente en la disposición adicional quincuagésima tercera de la 
Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2007.
Disposición derogatoria única.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se 
opongan o contradigan lo dispuesto en la presente Ley.
Disposición final primera. Fundamento constitucional.
1. Los preceptos contenidos en el Título Preliminar, el Título I, el 
Capítulo I del Título II, los artículos 28 a 31 y la disposición adicio-
nal primera de esta Ley constituyen regulación de las condiciones 
básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el 
ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes consti-
tucionales, de acuerdo con el artículo 149.1.1.ª de la Constitución.
2. Los artículos 23 a 25 de esta Ley tienen carácter básico, de 
acuerdo con el artículo 149.1.30.ª de la Constitución. El artículo 
27 y las disposiciones adicionales octava y novena de esta Ley 
tienen carácter básico, de acuerdo con el artículo 149.1.16.ª de 
la Constitución. Los artículos 36, 39 y 40 de esta Ley tienen ca-
rácter básico, de acuerdo con el artículo 149.1.27.ª de la Constitu-
ción. Los artículos 33, 35 y 51, el apartado seis de la disposición 
adicional decimonovena y los párrafos cuarto, séptimo, octavo y 
noveno del texto introducido en el apartado trece de la misma 
disposición adicional décima novena de esta Ley tienen carácter 
básico, de acuerdo con el artículo 149.1.18.ª de la Constitución. 
Las disposiciones adicionales décima quinta, décima sexta y déci-
ma octava constituyen legislación básica en materia de Seguridad 
Social, de acuerdo con el artículo 149.1.17.ª de la Constitución.
3. Los preceptos contenidos en el Título IV y en las disposiciones 
adicionales décima primera, décima segunda, décima cuarta, y 
décima séptima constituyen legislación laboral de aplicación en 
todo el Estado, de acuerdo con el artículo 149.1.7.ª de la Constitución.
El artículo 41, los preceptos contenidos en los Títulos VI y VII y 
las disposiciones adicionales vigésima quinta y vigésima sexta de 
esta Ley constituyen legislación de aplicación directa en todo el 
Estado, de acuerdo con el artículo 149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución.
Las disposiciones adicionales tercera a séptima y décima tercera 
se dictan en ejercicio de las competencias sobre legislación pro-
cesal, de acuerdo con el artículo 149.1.6.ª de la Constitución.
4. El resto de los preceptos de esta Ley son de aplicación a la 
Administración General del Estado.
Disposición final segunda. Naturaleza de la Ley.
Las normas contenidas en las disposiciones adicionales primera, 

segunda y tercera de esta Ley tienen carácter orgánico. El resto 
de los preceptos contenidos en esta Ley no tienen tal carácter.
Disposición final tercera. Habilitaciones reglamentarias.
1. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean ne-
cesarias para la aplicación y el desarrollo de la presente Ley en las 
materias que sean de la competencia del Estado.
2. Reglamentariamente, en el plazo de seis meses a partir de la 
entrada en vigor de esta Ley:
Se llevará a efecto la regulación del distintivo empresarial en ma-
teria de igualdad establecido en el Capítulo IV del Título IV de esta Ley.
Se integrará el contenido de los Anexos de la Directiva 92/85, del 
Consejo Europeo, de 19 de octubre de 1992, sobre aplicación de 
medidas para promover la mejora de la seguridad y salud en el 
trabajo de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en 
período de lactancia. El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
elaborará, en el plazo de seis meses desde la publicación del Real 
Decreto, unas directrices sobre evaluación del riesgo.
3. El Gobierno podrá fijar, antes del 21 de diciembre de 2007 y 
mediante Real Decreto, los supuestos a que se refiere el párrafo 
segundo del artículo 71.1 de la presente Ley.
Disposición final cuarta. Transposición de Directivas.
Mediante la presente Ley se incorpora al ordenamiento jurídico 
la Directiva 2002/73, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de septiembre de 2002, de modificación de la Directiva 76/207, 
de 9 de febrero de 1976, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al 
acceso al empleo, a la formación y a la promoción profesionales, 
y a las condiciones de trabajo y la Directiva 2004/113, del Consejo, 
de 13 de diciembre de 2004, sobre aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes 
y servicios y su suministro.
Asimismo, mediante la presente Ley, se incorporan a la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y a la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, la Directiva 97/80/CE del Consejo, de 15 de diciembre 
de 1997, relativa a la carga de la prueba en los casos de discrimi-
nación por razón de sexo.
Disposición final quinta. Planes de igualdad y negociación colectiva.
Una vez transcurridos cuatro años desde la entrada en vigor de 
esta Ley, el Gobierno procederá a evaluar, junto a las organizacio-
nes sindicales y asociaciones empresariales más representativas, 
el estado de la negociación colectiva en materia de igualdad, y a 
estudiar, en función de la evolución habida, las medidas que, en 
su caso, resulten pertinentes.
Disposición final sexta. Implantación de las medidas preventivas 
del acoso sexual y del acoso por razón de sexo en la Administra-
ción General del Estado.
La aplicación del protocolo de actuación sobre medidas relativas 
al acoso sexual o por razón de sexo regulado en el artículo 62 de 
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atención las referidas a la violencia de género ejercida contra las 
mujeres como una forma perversa de ejercicio del poder, median-
te el empleo de la fuerza física, psicológica, económica, o de otro 
tipo, cuyo origen se encuentra en la desigualdad de las relaciones 
entre mujeres y hombres y se manifiesta bajo la forma de malos 
tratos, violación, abusos sexuales, acoso sexual, prostitución y 
tráfico de mujeres.
La igualdad de mujeres y hombres necesita de actuaciones que 
incidan en ámbitos considerados hasta hace relativamente poco 
tiempo como privados, pero que tienen gran relevancia en los 
considerados tradicionalmente como públicos. Así, la dedicación 
casi en exclusiva al cuidado de personas dependientes, mayori-
tariamente población infantil y de mayor edad, ha impedido a 
las mujeres incorporarse al mercado de trabajo y a la actividad 
pública en igualdad de condiciones con los hombres. Es necesario 
establecer una relación adecuada entre lo público y lo privado 
y tomar medidas que incidan en el bienestar de la ciudadanía, 
favoreciendo la consecución de la igualdad real.
V. Nuevas tecnologías y sociedad de la información.
El nuevo contexto tecnológico que caracteriza nuestra sociedad 
actual obliga a las administraciones públicas, por su función de 
prestar servicio a la ciudadanía, a considerar las nuevas tecnolo-
gías como recurso estratégico en la consecución de sus objetivos 
fundamentales.
Por ello, y en marco de la presente ley, deben ser capaces de faci-
litar que las mujeres adapten sus estrategias y establezcan alian-
zas que les permitan contribuir y al mismo tiempo beneficiarse de 
este crecimiento global. Para ello fomentarán una participación 
activa de las mujeres en la nueva sociedad del conocimiento, eli-
minando las barreras que dificulten su acceso.
Por otra parte, la capacidad de las tecnologías de la información 
para permitir acuerdos que concilien familia y trabajo de forma 
más asequible puede contribuir a que hombres y mujeres com-
binen ambos aspectos, ofreciéndoles nuevas posibilidades en su 
carrera profesional y en su desarrollo social.
Los medios de comunicación utilizan una imagen del hombre y la 
mujer que perpetúan la diferencia de funciones sociales basadas 
en el sexo, a la vez que transmiten en su programación conte-
nidos que se contraponen abiertamente a los valores democrá-
ticos. Es necesario que estos medios, fundamentalmente los de 
titularidad pública, adecuen el contenido de sus actividades a los 
principios y valores que inspiran nuestra Constitución.
En este contexto, las administraciones públicas deberán, en el 
marco de una constante modernización, adaptarse a los nuevos 
medios de comunicación social y aprovechar sus potencialidades 
como potentes mecanismos de difusión de valores y principios de 
no discriminación y de igualdad entre mujeres y hombres.
VI. La participación en los asuntos públicos.
La participación política de las mujeres mantiene un déficit 
inexplicable en un sistema democrático cuando la infrarepresen-

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos, que las Cortes 
Valencianas han aprobado y yo, de acuerdo con lo establecido por 
la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, 
promulgo la siguiente Ley:
Preámbulo.
I. Marco jurídico de la ley.
La Constitución española establece la igualdad como valor supe-
rior del ordenamiento jurídico, proyectándose con una eficacia 
trascendente de manera tal que las situaciones de desigualdad 
devienen incompatibles con el orden de valores que la Consti-
tución proclama.
El Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana, en clara 
consonancia con lo establecido en la Constitución, determina en 
su artículo 2 que corresponde a la Generalitat Valenciana, en el 
ámbito de sus competencias, promover las condiciones para que 
la igualdad de la ciudadanía y los grupos en que se integran sean 
reales y efectivas, y eliminar los obstáculos que impidan o difi-
culten su plenitud. Por otro lado, la presente ley encuentra su 
fundamento en el artículo 31.26 del Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Valenciana, que atribuye a la Generalitat Valenciana 
competencia exclusiva sobre promoción de la mujer.
La desigualdad existente entre las mujeres y los hombres es un 
hecho indiscutible. A pesar de los avances producidos en los 
últimos años, todavía sigue existiendo un nivel de desigualdad 
intolerable desde la perspectiva de los valores que inspiran el or-
den democrático, y es por ello que los estados y los organismos 
internacionales han tomado medidas en el sentido de erradicar la 
desigualdad de género.
La Unión Europea consolida en el Tratado de Ámsterdam, aproba-
do por el Consejo Europeo de Ámsterdam el 17 de junio de 1997 
y en vigor desde el 1 de mayo de 1999, la política iniciada en los 
años setenta acerca de la igualdad entre las mujeres y los hom-
bres y, por ello, insiste en la no discriminación por razón de sexo 
desde diferentes aspectos, proclamando que una de las misiones 
de la Comunidad es la igualdad entre mujeres y hombres (artículo 
2 del Tratado).
En el ámbito internacional, la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, de 18 de 
diciembre de 1979, que entró en vigor el 3 de septiembre de 1981, 
adopta medidas con la finalidad de contribuir al establecimiento 
de la igualdad real entre las mujeres y los hombres, a la vez que 
otorga legitimidad a las acciones positivas para superar la discri-
minación de las mujeres. Esta convención permite a los estados 
establecer medidas legislativas que tengan por finalidad alcanzar 
la igualdad real.
II. Marco sociológico de la ley.
La situación de las mujeres en la Comunidad Valenciana ha cam-
biado sustancialmente en las últimas décadas. Sin embargo, to-
davía persiste un nivel de desigualdad que pone en entredicho los 
valores que fundamentan el orden democrático. En este sentido, 

tación de cualquiera de ambos sexos se aleja de la proporción 
natural que existe en la sociedad. El concepto de democracia 
sólo adoptará un sentido real y dinámico, como corresponde a 
la expresión más acabada de esta forma de gobierno, cuando las 
orientaciones políticas sean definidas en común por mujeres y 
hombres teniendo en cuenta, de forma equitativa, los intereses y 
aptitudes de todas las personas.
El funcionamiento de la administración pública, si bien puede 
considerarse como uno de los más correctos desde la perspecti-
va de la igualdad, adolece de algunas prácticas que es necesario 
erradicar. Desde esta perspectiva, la ley introduce algunas medi-
das para posibilitar el funcionamiento de la administración auto-
nómica de tal forma que se garantice la actuación de la misma 
desde el punto de vista de la igualdad.
En este sentido, las administraciones públicas deberán adaptar 
sus estructuras y sus procedimientos con el fin de integrar la 
perspectiva de género y el objetivo de la igualdad de mujeres y 
hombres en el conjunto de las políticas y acciones que lleven a 
cabo todos y cada uno de sus departamentos.
Para ello, deberán impulsar los cambios necesarios, crear estruc-
turas de cooperación interdepartamental al más alto nivel de 
responsabilidad, y desarrollar métodos y herramientas que hagan 
posible la integración de la estrategia de la transversalidad del 
género dentro de cada departamento administrativo, facilitan-
do la formación adecuada a responsables políticos y al personal 
técnico y creando instrumentos de evaluación, de tal forma que 
se garantice la calidad de toda política o actuación del Gobierno 
desde el punto de vista de la igualdad.
Por último, la Ley establece algunas medidas relacionadas con 
las instituciones públicas valencianas, con el fin de garantizar al 
máximo nivel la paulatina implantación de la igualdad real en la 
Comunidad Valenciana.
TÍTULO I.
OBJETO, PRINCIPIOS GENERALES Y ÁMBITO DE LA LEY.
Artículo 1. Objeto.
La presente Ley tiene por objeto regular y hacer efectivo el prin-
cipio de igualdad de mujeres y hombres en la Comunidad Va-
lenciana, establecer los principios generales que deben orientar 
dicha igualdad, determinar las acciones básicas que deben ser 
implementadas, así como establecer la organización administra-
tiva de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en 
la Comunidad Valenciana.
Artículo 2. Principios generales.
a. Son contrarias al ordenamiento jurídico las actuaciones públi-
cas o los comportamientos privados que sean discriminatorios.
b. No toda desigualdad es constitutiva de discriminación. No hay 
una prohibición general que impida establecer cualquier diferen-
cia, lo que se prohíbe es la desigualdad que carece de justifica-
ción objetiva, racional y razonable.
c. Cuando se disponga una diferencia de trato deben emplearse 

la participación política de las mujeres, teniendo en cuenta todos 
los órganos de decisión, se mantiene con índices inferiores a los 
recomendados por la Unión Europea. El salario medio que perci-
ben las mujeres es inferior al salario medio que perciben los hom-
bres, las mujeres soportan frecuentemente la acumulación de su 
jornada laboral al trabajo doméstico no remunerado, y éste es 
mayoritariamente la única actividad que realizan las mujeres. En 
el caso de las familias monoparentales, éstas tienen generalmen-
te como cabeza de familia a las madres, que a su vez representan 
el porcentaje más alto de parados en esta situación. Finalmente, 
las mujeres son las principales beneficiarias de pensiones asis-
tenciales o de viudedad que son las económicamente más bajas.
La necesidad de eliminar las diferencias existentes entre mujeres 
y hombres requiere la adopción de medidas razonables y ade-
cuadas que, partiendo de los desequilibrios que caracterizan las 
actuales relaciones de género, se encaminen a la superación de la 
discriminación por razón de sexo tanto desde una perspectiva in-
dividual como colectiva, con la finalidad de garantizar el derecho 
fundamental a la igualdad de mujeres y hombres.
III. Finalidad de la ley.
Esta Ley, enmarcada en las normas anteriormente citadas, pre-
tende establecer una serie de medidas y garantías en el ámbi-
to de la Comunidad Valenciana dirigidas a la eliminación de la 
discriminación y a la consecución del ejercicio de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales para las mujeres sobre la 
base de la igualdad de mujeres y hombres.
Los ámbitos que requieren actuaciones y medidas para erradi-
car la discriminación son múltiples, pero, teniendo en cuenta las 
competencias del título III del Estatuto de Autonomía y la ampli-
tud de las mismas, la ley desarrolla diferentes medidas según se 
trate de competencias exclusivas, desarrollo de legislación básica 
o de ejecución de la Generalitat. Las medidas establecidas en la 
presente Ley, de acuerdo con los niveles de competencia, tienen 
en unos casos un carácter más prescriptivo y en otros más de 
fomento o promoción, siempre con la obligatoriedad que deviene 
del carácter de norma legal.
IV. Ámbitos de actuación.
Las actuaciones en el ámbito laboral son consideradas de la máxi-
ma importancia en la medida que la incorporación de las mujeres 
al mercado de trabajo les procura independencia económica, 
considerado este uno de los factores necesarios para la igualdad. 
El acceso al empleo y las acciones que fomenten este acceso es 
una de las prioridades sobre las que deben basarse las medidas 
para la igualdad, pero también la igualdad de retribución y las 
condiciones de trabajo, la seguridad social, la promoción profe-
sional y la posibilidad de conciliar la actividad profesional con la 
vida familiar son pilares básicos sobre los que descansa la política 
comunitaria plasmada en las diferentes directivas en aplicación 
del principio de igualdad.
Entre las actuaciones en el ámbito social requieren una especial 
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los medios que resulten proporcionados y adecuados o congruen-
tes con los fines que se persiguen.
Artículo 3. Ámbito de la Ley.
La presente Ley será de aplicación en todo el ámbito territorial 
de la Comunidad Valenciana, en todas las actuaciones referidas a 
la planificación, acciones, gestión y ejecución de actuaciones en 
materia de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.
Las actuaciones reguladas están referidas tanto a las nuevas me-
didas que se implementen como a las que actualmente se están 
realizando, así como las que ya existen en materia de igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres, ya sean promovidas o 
realizadas por personas físicas o jurídicas, de naturaleza pública 
o privada.
Artículo 4. Principios rectores de la acción administrativa.
1. Los poderes públicos valencianos adoptarán las medidas apro-
piadas para modificar los patrones socio-culturales de conducta 
asignados en función del género, con la finalidad de eliminar los 
prejuicios, los usos y las costumbres de cualquier índole basados 
en la idea de inferioridad o en funciones estereotipadas de muje-
res y hombres contrarias al principio de igualdad.
2. Las distintas administraciones públicas adoptarán una estrate-
gia dual basada en el principio de complementariedad de medi-
das de acción positiva y las que respondan a la transversalidad de 
género. La adopción por el Gobierno Valenciano de medidas es-
peciales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad 
de facto entre la mujer y el hombre no se considerará discrimi-
natoria en la forma definida en las convenciones internacionales. 
Estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos 
de igualdad, oportunidad y trato.
3. El Consell de la Generalitat informará a las Corts Valencianes 
de las actuaciones llevadas a cabo para el cumplimiento de la 
presente Ley.
TÍTULO II.
DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA.
CAPÍTULO I.
EDUCACIÓN PARA LA IGUALDAD.
Artículo 5. Ideario educativo y valores constitucionales.
1. La Ley de Ordenación General del Sistema Educativo sienta los 
principios para avanzar hacia un sistema coeducativo, entendido 
como modelo de enseñanza basado en la formación en igualdad 
entre sexos, el rechazo de toda forma de discriminación y la ga-
rantía de una orientación académica y profesional no sesgada por 
el género.
2. Por ello, desde el sistema coeducativo de enseñanza se poten-
ciará la igualdad real de mujeres y hombres, en todas sus dimen-
siones: curricular, escolar y otras.
Artículo 6. Derecho a la educación e igualdad de oportunidades.
El Consell de la Generalitat adoptará las medidas necesarias para 
garantizar la oferta de enseñanza no reglada, especialmente para 
las mujeres de las zonas rurales, con el objetivo de que desarro-

IGUALDAD EN EL ÁMBITO LABORAL.
Artículo 13. Acceso al empleo en condiciones de igualdad.
En relación con el trabajo, la presente Ley amparará todas las 
medidas adecuadas para el cumplimiento de la igualdad en el 
acceso al empleo.
Artículo 14. Igualdad y mujeres con discapacidad.
La Generalitat garantizará que las medidas de apoyo a la inser-
ción laboral contemplen especialmente a las mujeres discapaci-
tadas, sobre todo en aquellos aspectos que puedan redundar en 
el mejor mantenimiento de su estado de salud o evitación de 
empeoramiento del mismo, así como en la conciliación familiar y 
crianza de las hijas y los hijos.
Artículo 15. Medidas de fomento del empleo.
1. El Consell de la Generalitat, incorporará a los Planes de Em-
pleo Valenciano medidas específicas de igualdad para favorecer 
el acceso de las mujeres a su primer trabajo, facilitará el acceso 
a un empleo a mujeres mayores de 45 años que no hayan desa-
rrollado nunca un trabajo fuera del hogar, y facilitará el retorno al 
mercado de trabajo a aquellas mujeres que lo abandonaron para 
cuidar a su descendencia, personas mayores y otras personas de-
pendientes a su cargo.
2. Se establecerán y activarán programas integrales de formación 
profesional, de fomento de empleo y conciliación de vida familiar 
y laboral, para la incorporación de las mujeres a puestos de tra-
bajo, profesionales y sectores de la economía valenciana en los 
que estén infrarrepresentadas. Estos programas serán específicos 
y prioritarios para aquellas mujeres con riesgo de exclusión social.
Artículo 16. Servicio de acompañamiento a la creación y mejora 
de empresas.
La Generalitat implementará un servicio específico dentro de 
los centros Infodona especializado en el acompañamiento a la 
iniciativa empresarial de las mujeres, desde los que se ofrecerá 
información, asesoramiento, formación y acompañamiento para 
la creación de empresas y la mejora de la actividad empresarial 
y/o autónoma de las mujeres de la Comunidad Valenciana.
Artículo 17. Conciliación de vida familiar y laboral.
La administración autonómica ampliará la red pública de escue-
las infantiles y guarderías laborales en las empresas, o prestacio-
nes económicas equivalentes, en los períodos extraescolares, con 
el fin de hacer compatible el trabajo con la maternidad y la pa-
ternidad a aquellas trabajadoras y trabajadores con descendencia 
de menos de tres años de edad y en período de vacaciones a los 
mayores de tres años.
Artículo 18. Flexibilidad de horarios.
Las administraciones públicas incentivarán a las empresas que 
faciliten la inclusión, en los convenios colectivos de empresa y de 
ámbito superior, de acuerdos sobre la flexibilidad de horarios en 
función de las necesidades familiares del personal a su servicio.
Artículo 19. Permisos parentales.
Con el fin de fomentar el permiso parental compartido, la ad-

llen sus capacidades en relación a su salud, a las microempresas, 
a la agricultura y a sus derechos legales.
Artículo 7. La educación y la conciliación familiar y laboral.
El Consell de la Generalitat adoptará las medidas necesarias para 
garantizar la ampliación del horario de apertura de todos los cen-
tros públicos que impartan educación infantil y educación prima-
ria, con el fin de atender las necesidades de las familias que lo 
precisen por el horario laboral de la madre y el padre.
Artículo 8. Formación para la igualdad.
La administración autonómica competente en materia educativa 
establecerá y fomentará los mecanismos de formación, control 
y seguimiento, adaptados a los diferentes niveles de enseñanza 
(infantil, primaria, secundaria y universitaria) para implantar y 
garantizar la igualdad de sexos en el sistema educativo valencia-
no mediante la aprobación y el seguimiento de la ejecución de 
planes anuales de coeducación en cada nivel educativo.
Artículo 9. Promoción en la universidad de la igualdad de opor-
tunidades.
A tal efecto, el Gobierno Valenciano financiará en colaboración 
con las universidades valencianas, actividades anuales para la 
promoción de asignaturas y proyectos docentes con un enfoque 
de género. Promoción en la Universidad de la igualdad de opor-
tunidades. Las universidades deben promover la implantación de 
asignaturas y realización de proyectos docentes que incorporen 
la perspectiva de género.
CAPÍTULO II.
IGUALDAD Y PARTICIPACIÓN POLÍTICA.
Artículo 10. Representación paritaria de mujeres y hombres.
Las Corts Valencianes y el Consell de la Generalitat procurarán 
en el nombramiento o designación de personas, para constituir o 
formar parte de órganos o instituciones, que exista una presencia 
paritaria de mujeres y hombres.
Artículo 11. Espacios electorales.
El Consell de la Generalitat favorecerá la presencia de mujeres 
en las candidaturas presentadas a las Corts Valencianes por los 
partidos políticos y agrupaciones electorales.
Los medios de comunicación de titularidad pública tendrán en 
cuenta en la disposición del tiempo gratuito aquellas candidatu-
ras con presencia equilibrada de mujeres y hombres, respetando, 
en todo caso, las previsiones de la Ley Electoral Valenciana.
Artículo 12. Subvenciones electorales.
Las subvenciones electorales de la Generalitat reconocidas por 
ley se incrementarán en un 10 % para los escaños obtenidos por 
mujeres, siempre que dicho incremento resulte compatible con 
las previsiones de la Ley Electoral Valenciana. Este mismo por-
centaje se aplicará en la subvención para cada uno de los votos 
conseguidos por las candidaturas que se adecuen a lo dispuesto 
en el artículo anterior de esta Ley, cuando tal porcentaje resulte 
compatible con las previsiones de la Ley Electoral Valenciana.
CAPÍTULO III.

ministración autonómica pondrá en marcha campañas de sen-
sibilización y tomará medidas que incentiven a las empresas y al 
personal a su servicio.
Artículo 20. Los planes de igualdad en las empresas.
1. La administración autonómica incentivará a las empresas que 
establezcan planes de igualdad que tengan por objeto corregir las 
desigualdades de género, incorporen medidas innovadoras para 
hacer realidad la igualdad en su organización, y proporcionen ser-
vicios que faciliten la conciliación de vida familiar y laboral del 
personal a su servicio.
2. A los efectos de esta Ley, se consideran planes de igualdad 
aquellos documentos en los que se vertebran las estrategias de 
las entidades para la consecución real y efectiva del principio 
de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, y que 
necesariamente deberán contener medidas concretas para hacer 
efectivo dicho principio.
3. Para obtener las correspondientes ayudas previstas para las 
empresas, los planes de igualdad de éstas deberán ser visados por 
el centro directivo de la administración de la Generalidad Valen-
ciana con competencias en materia de mujer, debiendo presentar 
anualmente ante dicho organismo un informe de evaluación de 
resultados.
4. Las empresas u organizaciones participadas mayoritariamente 
con capital público deberán elaborar un plan de igualdad.
Artículo 21. La discriminación salarial.
Los departamentos de la administración autonómica competente 
en materia de empleo, establecerán instrumentos adecuados al 
servicio de la Inspección de Trabajo para controlar y hacer cum-
plir a las personas empleadoras el principio de igualdad de re-
muneración de mujeres y hombres por un mismo trabajo o por 
trabajos de igual valor, así como cualesquiera otra medida que 
considere necesaria para asegurar el principio de igualdad de 
remuneración.
Artículo 22. Programas de inserción socio-laboral para las vícti-
mas de malos tratos.
La administración autonómica implantará programas de inser-
ción socio-laboral individualizados para las víctimas de malos tra-
tos que posibiliten su incorporación efectiva al mercado laboral.
Artículo 23. El acoso sexual.
En el ámbito de sus competencias, la Administración autonómi-
ca incorporará y aplicará en las relaciones laborales el código de 
conducta contra el acoso sexual recogido en la Recomendación 
de la Comisión de las Comunidades Europeas de 27 de noviembre 
de 1991, relativa a la protección de la dignidad de la mujer y del 
hombre en el trabajo, y en los planes de igualdad elaborados por 
las empresas.
Artículo 24. La igualdad en la negociación colectiva.
La administración autonómica, a través del Registro de Conve-
nios Colectivos, informará la aplicación del principio de igualdad 
de géneros. Cuando a través del registro de convenios se obser-
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vara la existencia de un convenio que contenga cláusulas que 
pudieran ser contrarias al principio de igualdad reconocido en 
la Constitución española y desarrollado por la presente Ley, la 
autoridad competente adoptará las medidas oportunas previstas 
en la legislación laboral.
CAPÍTULO IV.
BIENESTAR Y FAMILIA.
Artículo 25. El cuidado de las personas dependientes.
La administración autonómica establecerá los medios necesarios 
para atender la demanda de cuidados de la población infantil, 
personas mayores y personas con discapacidad, facilitando el ac-
ceso de los servicios al lugar de residencia de las personas benefi-
ciarias, con el objeto de favorecer la incorporación de las mujeres 
al mercado de trabajo.
Artículo 26. La feminización de la pobreza.
En el ámbito de aplicación de la presente Ley, y para evitar las 
bolsas de marginalidad o pobreza que está suponiendo el impago 
reiterado de las pensiones por alimentos a las mujeres, la Ge-
neralitat Valenciana garantizará, mediante un sistema de anti-
cipos, el pago de alimentos reconocidos, a favor de las hijas e 
hijos menores de edad, en convenio judicialmente aprobado o 
resolución judicial, en los supuestos de separación legal, divorcio, 
declaración de nulidad del matrimonio y proceso de filiación o 
de alimentos. El pago de los anticipos previstos se atenderá con 
cargo a un Fondo dotado en los Presupuestos de la Generalitat 
Valenciana. La gestión de dicho Fondo corresponderá a la Conse-
lleria de Economía, Hacienda y Empleo.
Artículo 27. Plan Integral de la Familia e Infancia.
El Gobierno Valenciano incluirá en la planificación de sus ac-
tuaciones en materia de familia e infancia, medidas dirigidas a 
facilitar la corresponsabilidad y ejercicio conjunto de las cargas 
familiares y procurar la igualdad real de mujeres y hombres en la 
esfera de las tareas domésticas.
CAPÍTULO V.
IGUALDAD DE OPORTUNIDADES EN EL MARCO DE LA SOCIEDAD 
DE LA INFORMACIÓN.
Artículo 28. Acceso a las nuevas tecnologías.
1. La Generalitat facilitará el acceso de las mujeres al manejo de 
las nuevas tecnologías de la comunicación e información, con es-
pecial incidencia en la población femenina.
2. Para ello, promoverá programas específicos que involucren a 
las mujeres en la sociedad de la información a través de progra-
mas formativos que permitan la adquisición de conocimientos en 
el manejo de las nuevas tecnologías.
Artículo 29. Campañas de información e igualdad de mujeres con 
discapacidad.
La Generalitat Valenciana, en todas las campañas de información 
sobre las medidas y normas contempladas en la ley, en especial 
las de sensibilización contra la violencia de género, vigilará para 
la utilización de los medios adecuados para hacer llegar sus men-

las sentencias firmes condenatorias sobre violencia doméstica, 
cuando se cuente con el consentimiento de la víctima o, cuando 
ésta no pudiere prestarlo, con el consentimiento de las personas 
perjudicadas. En todo caso, se respetará la intimidad de la vícti-
ma, su entorno familiar y, fundamentalmente, la intimidad de las/
los menores afectadas/os.
e. Las actuaciones llevadas a cabo para la readaptación de los 
agresores.
f. Las actividades llevadas a cabo por el Consell de la Generalitat 
en materia de prevención y sensibilización contra la violencia ha-
cia las mujeres.
Artículo 36. Personación de la Administración autonómica en los 
procedimientos por malos tratos.
La Conselleria con competencias en materia de mujer podrá pro-
poner al Consell de la Generalitat el ejercicio de la acción popular, 
a través del Gabinete Jurídico de la Generalitat o de abogadas/os 
colegiadas/os, en los supuestos de agresiones físicas domésticas 
en los que se cause la muerte o lesiones graves a mujeres resi-
dentes en la Comunidad Valenciana.
Artículo 37. Protocolos de coordinación en los casos de malos 
tratos.
La Generalitat adoptará protocolos de actuación cuya finalidad 
sea garantizar una actuación coordinada y eficaz de los diver-
sos órganos y entidades que intervengan o presten asistencia en 
los supuestos de malos tratos. Del mismo modo, se promoverán 
fórmulas de colaboración con las restantes administraciones pú-
blicas valencianas con competencias en la materia. Se tendrán 
en cuenta los aspectos ya recogidos en el Plan de Igualdad de 
Oportunidades.
Artículo 38. Prestaciones para vivienda.
Las mujeres víctimas de malos tratos que hayan tenido que aban-
donar su domicilio, tendrán acceso preferente a las viviendas so-
ciales o, en su caso, tendrán preferencia en la percepción de una 
prestación económica específica para el alquiler de una vivienda, 
cuando no dispongan de recursos propios suficientes.
Artículo 39. Protección a las víctimas de malos tratos.
La Generalitat adoptará sistemas especiales de protección a las 
víctimas de malos tratos, en aquellas situaciones en las que se 
presuma que puedan ser objeto de un grave riesgo físico.
CAPÍTULO VII.
IGUALDAD Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN.
Artículo 40. Imagen de la mujer y pluralidad de roles.
Los medios de comunicación de titularidad pública, y aquellos en 
los que participen o subvencionen las administraciones públicas 
valencianas, transmitirán en su programación una imagen de las 
mujeres que se corresponda con la pluralidad de roles y funciones 
ejercidos por ellas en la sociedad.
Artículo 41. Programación y valores constitucionales.
En la programación de los medios de comunicación señalados en 
el artículo anterior se promoverán la igualdad, la tolerancia, el 

sajes a las mujeres con discapacidad.
Artículo 30. Servicios de traducción.
La Generalitat Valenciana garantizará servicios de traducción o 
interpretación al lenguaje de signos para atender a mujeres ca-
rentes de visión u oído, de tal manera que se facilitarán los textos 
con los derechos, servicios y recursos existentes en braille para 
mujeres ciegas y transcripciones de los mismos para personas 
sordas.
Artículo 31. Acceso a la información y comunicación.
La administración autonómica adoptará, con el fin de evitar cual-
quier tipo de discriminación, las medidas necesarias para erradi-
car las barreras que dificulten el acceso de las mujeres a la utili-
zación de los diversos recursos de comunicación e información.
Artículo 32. Fomento de la participación femenina.
La Administración autonómica promoverá una mayor representa-
ción de las mujeres en puestos técnicos y de diseño de tecnolo-
gías de la información, promoviendo programas que estimulen y 
eliminen obstáculos a su participación en este ámbito.
CAPÍTULO VI.
DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES.
Artículo 33. Investigación sobre la violencia de género.
1. La administración autonómica promoverá la investigación 
sobre las causas de la violencia contra las mujeres e implantará 
medidas para impedirla y reparar sus efectos.
2. El Consell de la Generalitat promoverá, en el marco de las ayu-
das a la investigación, el estudio en la Comunidad Valenciana de 
un seguimiento de los procesos iniciados por malos tratos, agre-
siones sexuales y acoso sexual y de las resoluciones dictadas por 
Juzgados y Tribunales, prestando especial atención a las medidas 
cautelares adoptadas, y al razonamiento de las sentencias o au-
tos.
Artículo 34. Asistencia a las víctimas de violencia de género.
Las administraciones públicas valencianas ofrecerán, en el ámbi-
to de sus competencias, asistencia jurídica y psicológica especia-
lizada y gratuita a las víctimas de la violencia de género.
Artículo 35. Seguimiento e información sobre las actuaciones en 
materia de violencia contra las mujeres.
El Gobierno remitirá a las Cortes Valencianas, al menos con ca-
rácter anual, un informe en que preceptivamente se contengan:
a. Los recursos humanos asistenciales y económicos destinados 
por la Administración autonómica a la prevención de los malos 
tratos y a la protección de la mujeres víctimas de ellos.
b. Información sobre el número de denuncias presentadas por 
malos tratos a mujeres.
c. Las actuaciones desarrolladas por la Administración autonómi-
ca para dar asistencia a las mujeres maltratadas.
d. Los procedimientos penales iniciados sobre violencia domés-
tica, con indicación de su número, la clase de procedimiento pe-
nal, el delito o falta imputado y la intervención de la Administra-
ción autonómica en dichos procedimientos. La reproducción de 

rechazo a la violencia, la dignidad de las personas y los valores 
constitucionales.
Artículo 42. Observatorio de publicidad no sexista de la Comuni-
dad Valenciana.
La Generalitat velará, de manera específica, por el cumplimiento 
del principio de igualdad y no discriminación en la publicidad en 
los medios de comunicación social de titularidad pública, contan-
do para ello con el asesoramiento específico del Observatorio de 
publicidad no sexista de la Comunidad Valenciana.
Artículo 43. Sobre la erradicación de la violencia.
El Consell de la Generalitat garantizará en los medios de comu-
nicación audiovisual de titularidad pública, la emisión de progra-
mas cuyo objetivo sea erradicar la violencia contra las mujeres, 
el acoso sexual y la explotación sexual de la mujer. Así mismo, se 
programará la emisión de campañas institucionales sostenidas en 
el tiempo de sensibilización contra la violencia de género
TÍTULO III.
IGUALDAD Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.
Artículo 44. Igualdad en los procesos de formación y promoción 
de puestos de trabajo.
Las administraciones públicas valencianas establecerán planes 
plurianuales de formación con el fin de promover, dentro del 
respeto a los principios de mérito y capacidad, el acceso de las 
mujeres a la promoción interna de la función pública.
Artículo 45. Igualdad en la promoción interna.
Las administraciones públicas establecerán planes plurianuales 
de los distintos departamentos con el fin de promover el acceso 
de las mujeres a la promoción interna de la función pública. Cada 
departamento deberá fijar en los respectivos planes los indica-
dores y objetivos.
Artículo 46. Fomento de la igualdad en el ámbito de la contra-
tación.
1. En caso de empate en la puntuación obtenida por dos o más 
empresas a las que les hubiera correspondido la máxima puntua-
ción, tendrán preferencia en la adjudicación de los contratos ad-
ministrativos de la Generalitat, las proposiciones de los licitado-
res que con la solvencia técnica de la empresa presenten un plan 
de igualdad previamente aprobado por cualquier administración 
pública u órgano competente, siempre que las mismas igualen en 
sus términos a las más ventajosas desde el punto de vista de los 
criterios objetivos que sirven de base para la adjudicación.
2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, el ór-
gano de contratación podrá acordar el establecimiento de otros 
criterios adicionales de desempate de las empresas, incluida su 
prelación.
La adopción de cualquier criterio adicional deberá constar, en 
todo caso, en el anuncio de licitación.
Artículo 47. Acoso sexual.
La administración autonómica incorporará en el Régimen de la 
Función Pública Valenciana el código de conducta contra el aco-
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so sexual recogido en la Recomendación de la Comisión de las 
Comunidades Europeas de 27 de noviembre de 1991, relativa a la 
protección de la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo.
Artículo 48. El lenguaje no-sexista en los escritos administrativos.
Las administraciones públicas valencianas pondrán en marcha los 
medios necesarios para que toda norma o escrito administrativo 
respeten en su redacción las normas relativas a la utilización de 
un lenguaje no-sexista.
TÍTULO IV.
INSTITUCIONES DE PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD 
DE MUJERES Y HOMBRES.
CAPÍTULO I.
EL OBSERVATORIO DE GÉNERO.
Artículo 49. El Observatorio de Género.
1. El Consell de la Generalitat creará el Observatorio de Género 
como órgano dependiente y adscrito a la conselleria competente 
en materia de mujer, cuya función será estudiar y hacer visibles 
las diferencias de género.
2. El Observatorio de Género impulsará la desagregación de datos 
por sexos en todas las estadísticas e investigaciones que se lleven 
a cabo en la Comunidad Valenciana, profundizará en el estudio e 
investigación sobre la realidad social desde una perspectiva de 
género, y dará cuenta de la evolución de los índices de igualdad 
de mujeres y hombres en el ámbito de la Comunidad Valenciana.
3. El Observatorio de Género elaborará un informe anual sobre 
el grado de cumplimiento de esta ley y de la evolución de los 
índices de igualdad entre mujeres y hombres, que elevará a las 
Cortes Valencianas.
CAPÍTULO II.
EL CONSEJO VALENCIANO DE LA MUJER.
Artículo 50. El Consejo Valenciano de la Mujer.
Siendo que la Generalitat tiene la obligación de impulsar políticas 
tendentes a eliminar las discriminaciones respecto a la mujer en 
nuestra Comunidad y promover la plena participación de la mu-
jer en la vida política, económica y social, resulta imprescindible 
contar con el asesoramiento de un órgano de participación como 
es el Consejo Valenciano de la Mujer.
CAPÍTULO III.
LA DEFENSORÍA DE LA IGUALDAD DE GÉNEROS.
Artículo 51. La igualdad y el Síndic de Greuges.
Con la entrada en vigor de la presente Ley se creará la Defensoría 
de la Igualdad, con objeto de vigilar el cumplimiento de lo pre-
visto en la misma.
Dicha Defensoría será desempeñada por el Síndic de Greuges, en 
la forma y condiciones que prevé su Ley de creación.
DISPOSICIÓN ADICIONAL. Tratamiento fiscal de la contratación 
del personal de servicio doméstico.
El Consell de la Generalitat favorecerá, mediante medidas fisca-
les apropiadas, la contratación de personal de servicio doméstico 
para el cuidado del hogar y de personas dependientes.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA.
1. En tanto no se hayan puesto en marcha los organismos y las 
medidas previstas en la ley, se mantendrán los organismos de 
promoción de la igualdad así como los planes y medidas de igual-
dad existentes, adaptándose, en lo posible, a lo preceptuado en 
la presente Ley.
2. En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la 
presente Ley, el Consell de la Generalitat creará el Observatorio 
de Género previsto en el artículo 49.
DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA.
Las disposiciones contenidas en los artículo 11 y 12 de esta Ley 
tendrán eficacia a partir del momento en que, conforme a lo esta-
blecido en el artículo 13 del Estatuto de Autonomía, se produzca 
la modificación de la Ley Electoral Valenciana.
DISPOSICIÓN DEROGATORIA.
Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior ran-
go que se opongan a lo previsto en la presente Ley.
DISPOSICIÓN FINAL.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publica-
ción en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.
 Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos, tribunales, autorida-
des y poderes públicos a los que corresponda, observen y hagan 
cumplir esta Ley.
Valencia, 2 de abril de 2003.
 José Luis Olivas Martínez, 
Presidente.
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